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			SINOPSIS 




			 




			Gracias al éxito cosechado por El capital en el siglo XXI (2013), Thomas Piketty ha podido acceder a fuentes fiscales e históricas que diferentes gobiernos se negaban a ofrecer hasta ahora. A partir del estudio de estos datos inéditos, el autor propone una historia económica, social, intelectual y política de la desigualdad, desde las sociedades estamentales y esclavistas hasta las sociedades poscoloniales e hipercapitalistas modernas, pasando por las sociedades colonialistas, comunistas y socialdemócratas. 




			 




			De este análisis se desprende una conclusión importante: la desigualdad no es económica o tecnológica, es ideológica y política. Dicho de otro modo, las ideas y las ideologías cuentan en la historia. Para Piketty, el hilo conductor de la historia de las sociedades humanas (que es también la historia de la búsqueda de la justicia) no es la lucha de clases, como defendían Marx y Engels, sino la lucha de ideologías. La posición social no basta para forjar una teoría de la sociedad justa, de la propiedad justa, de la  fiscalidad justa o de la democracia. Nadie tendrá jamás la verdad absoluta sobre estas cuestiones. 




			 




			Thomas Piketty se muestra convencido de que es posible superar el capitalismo y construir una sociedad justa basada en el socialismo participativo y en el socialfederalismo, y expone su propuesta en esta ambiciosa obra. 
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			Advertencia al lector y agradecimientos 




			 




			Este libro es, en gran medida, una prolongación de Le capital au XXIe siècle (El capital en el siglo XXI), de 2013,1 aunque puede leerse de forma independiente. Al igual que mi obra anterior, es el resultado de un trabajo colectivo que nunca habría visto la luz sin la participación y el apoyo de numerosos amigos y colegas. Evidentemente, soy el único responsable de las interpretaciones y los análisis que se desarrollan en las páginas que siguen. Por mí mismo, nunca podría haber reunido las fuentes históricas que constituyen los cimientos de esta investigación. 




			Los datos usados en este libro provienen de la World Inequality Database (http://WID.world), una base de datos que aúna el esfuerzo conjunto de más de cien investigadores que cubren ya más de ochenta países en todos los continentes. Se trata de la base de datos más extensa disponible actualmente sobre la evolución histórica de las desigualdades de renta y de riqueza, tanto entre países como dentro de cada uno de ellos. Asimismo, he consultado otras muchas fuentes y materiales sobre períodos, países y aspectos de las desigualdades que no están convenientemente recogidos en WID.world como, por ejemplo, sobre las sociedades preindustriales o las sociedades coloniales, así como sobre las desigualdades educativas, de género, raza, religión, estatus, creencias o actitudes políticas y electorales. 




			Los lectores que deseen obtener información detallada sobre las fuentes históricas, las referencias bibliográficas y los métodos utilizados en este libro pueden consultar el apéndice técnico disponible online: <http://piketty.pse.ens.fr/files/AnnexeKIdeologie.pdf>. Todas las series estadísticas, gráficos y tablas que se presentan en el libro están disponibles online: <http://piketty.pse.ens.fr/ideologie>. 




			El lector interesado también encontrará en el apéndice online numerosos gráficos y series suplementarias que no han sido integradas en el libro para no sobrecargarlo, pero a las que me refiero en ocasiones en las notas a pie de página. 




			Quiero dar las gracias de manera especial a Facundo Alvaredo, Lucas Chancel, Emmanuel Saez y Gabriel Zucman, con quienes codirijo el proyecto WID.world y el Laboratorio sobre Desigualdades Mundiales en la Escuela de Economía de París y en la Universidad de California en Berkeley. Este proyecto ha conducido recientemente a la publicación de Rapport sur les inégalités mondiales 20182 (<http://wir2018.wid.world>), del que me sirvo abundantemente en este libro. También quiero dar las gracias a las instituciones que han hecho posible este proyecto; y, de manera singular, a la Escuela de Estudios Superiores en Ciencias Sociales (École des Hautes Études en Sciences Sociales, EHESS), en París, donde soy docente desde el año 2000, que es una de las pocas instituciones del mundo donde todas las ciencias sociales pueden escucharse e intercambiar pareceres, así como a la Escuela Normal Superior y a todas las instituciones académicas que unieron sus fuerzas en 2007 para crear la Escuela de Economía de París, una escuela que contribuirá, así lo espero, al desarrollo de una economía política e histórica, multipolar y pluridisciplinar, en este comienzo de siglo XXI.  




			También querría agradecer la valiosa ayuda de Lydia Assouad, Abhijit Banerjee, Adam Barbé, Charlotte Bartels, Nitin Barthi, Asma Benhenda, Erik Bengtsson, Yonatan Berman, Thomas Blanchet, Cécile Bonneau, Jérôme Bourdieu, Antoine Bozio, Cameron Campbell, Guillaume Carré, Guilhem Cassan, Amélie Chelly, Bijia Chen, Denis Cogneau, Léo Czajka, Mark Dincecco, Mauricio de Rosa, Esther Duflo, Luis Estevez-Bauluz, Ignacio Flores, Juliette Fournier, Bertrand Garbinti, Amory Gethin, Yajna Govind, Jonathan Goupille-Lebret, Julien Grenet, Jean-Yves Grenier, Malka Guillot, Pierre-Cyrille Hautcoeur, Simon Henochsberg, Mark Jemmama, Francesca Jensenius, Fabian Kosse, Attila Lindner, Noam Maggor, Clara Martínez Toledano, Ewan McGaughey, Cyril Milhaud, Marc Morgan, Eric Monnet, Mathilde Munoz, Alix Myczkowki, Delphine Nougayrede, Filip Novokmet, Katharina Pistor, Gilles Postel-Vinay, Jean-Laurent Rosenthal, Aurélie Sotura, Alessandro Stanziani, Blaise Truong-Loï, Sebastien Veg, Richard von Glahn, Marlous Van Waijenburg, Daniel Waldenström, Li Yang, Tom Zawisza y Roxane Zighed; así como la de todos mis amigos y compañeros del Centro François-Simiand de Historia Económica y Social y del Centro de Investigaciones Históricas de la EHESS y de la Escuela de Economía de París. 




			Este libro también se ha alimentado de los numerosos debates y discusiones en los que he tenido la suerte de participar desde la publicación de El capital en el siglo XXI, en 2013. He invertido gran parte de los años 2014-2016 en viajar alrededor del mundo, interactuando con lectores, investigadores, críticos y ciudadanos con ganas de debatir. He participado en centenares de discusiones sobre mi libro y sobre las cuestiones que aborda. Todos estos encuentros me han enriquecido enormemente y me han permitido profundizar en la reflexión sobre la dinámica histórica de las desigualdades. 




			Entre las múltiples limitaciones de mi obra anterior, hay dos que merecen una atención particular. Por una parte, el libro de 2013 está demasiado centrado en Occidente, en el sentido de que otorga un protagonismo excesivo a la experiencia histórica de los países más ricos (de Europa occidental, de Norteamérica y Japón). Esto se debe, en gran medida, a las dificultades de acceso a fuentes históricas adecuadas para otros países y regiones del mundo, lo que reduce de manera considerable la perspectiva y el alcance de la reflexión. Por otra parte, el libro de 2013 tiende a tratar los cambios políticos e ideológicos en torno al problema de la desigualdad y la redistribución como una especie de caja negra. Es cierto que formulo algunas hipótesis a este respecto, por ejemplo, sobre la evolución de las conductas sociales y las actitudes políticas frente a la desigualdad y la propiedad privada surgidas en el siglo XX a raíz de las guerras mundiales, las crisis económicas y el fracaso comunista, pero sin abordar de manera frontal la cuestión de la evolución de las ideologías desigualitarias. Esto es lo que intento hacer de forma mucho más explícita en este nuevo libro, abordando además esta cuestión desde una perspectiva temporal, espacial y comparativa mucho más extensa. 




			Gracias al éxito cosechado por El capital en el siglo XXI y al apoyo de numerosos ciudadanos, investigadores y periodistas, he podido acceder a fuentes fiscales e históricas que distintos gobiernos se negaban a hacer públicas hasta hoy y que ahora son más accesibles, por ejemplo, en Brasil, la India, Sudáfrica, Túnez, Líbano, Costa de Marfil, Corea, Taiwán, Polonia y Hungría, así como (desafortunadamente de manera más limitada) en China y Rusia. Esto me ha permitido salir de un marco estrictamente occidental y desarrollar un análisis más amplio de los diferentes regímenes desigualitarios y de su evolución histórica. Estos años de encuentros, discusiones y lecturas me han dado la oportunidad de aprender y profundizar en mi reflexión sobre la dinámica política e ideológica de las desigualdades. He podido explotar nuevas fuentes sobre los diferentes relatos y las distintas actitudes políticas frente a la desigualdad y escribir un libro que es, así lo creo, más rico que el anterior. Éste es el resultado: que cada uno se forme su propia opinión. 




			Por último, nada habría sido posible sin mis seres queridos. Han pasado seis años de felicidad desde la redacción y la publicación de El capital en el siglo XXI. Mis tres hijas se han convertido en jóvenes adultas (o casi: ¡en sólo dos años, Hélène, te unirás al club de Déborah y Juliette!). Sin su amor y su energía, la vida no sería la misma. Julia y yo no hemos dejado de viajar, de compartir, de conocer gente, de releernos, de reescribirnos, de arreglar el mundo. Sólo ella sabe todo lo que este libro le debe, todo lo que yo le debo. ¡Qué ganas de ver lo que nos depara el futuro! 




			

	    


	 	

	    

             




			Introducción 




			 




			Todas las sociedades tienen necesidad de justificar sus desigualdades: sin una razón de ser, el edificio político y social en su totalidad amenazaría con derrumbarse. Por eso, en cada época se genera un conjunto de discursos e ideologías que tratan de legitimar la desigualdad tal y como existe o debiera existir, así como de describir las reglas económicas, sociales y políticas que permiten estructurar el sistema. De la confrontación entre esos discursos e ideologías, que es al mismo tiempo intelectual, institucional y política, surgen generalmente uno o varios relatos dominantes en los que están basados los regímenes desigualitarios existentes en cada momento. 




			En las sociedades contemporáneas, el relato dominante es fundamentalmente el propietarista, empresarial y meritocrático: la desigualdad moderna es justa, puesto que deriva de un proceso libremente elegido en el que todos tenemos las mismas posibilidades de acceder al mercado y a la propiedad. Todos obtenemos un beneficio espontáneo de la acumulación de riqueza de los más ricos, que son también los más emprendedores, los que más lo merecen y los más útiles. Esto nos situaría en las antípodas de la desigualdad existente en las sociedades antiguas, que estaba basada en las diferencias entre clases sociales, decididas de manera rígida, arbitraria y, a menudo, despótica. 




			El problema es que este gran relato propietarista y meritocrático, que vivió un primer momento de gloria en el siglo XIX, tras el hundimiento de la sociedad estamental del Antiguo Régimen, y que experimentó una reformulación radical de alcance mundial a finales del siglo XX, tras la caída del comunismo soviético y el triunfo del hipercapitalismo, se antoja cada vez más frágil. La falta de consistencia de este relato es evidente tanto en Europa como en Estados Unidos, en la India como en Brasil, en China como en Sudáfrica, o en Venezuela como en los países de Oriente Próximo. Cada caso es diferente, como resultado de evoluciones históricas específicas. No obstante, a comienzos del siglo XXI, estas evoluciones parecen cada vez más ligadas entre sí. Sólo desde una perspectiva transnacional es posible comprender las debilidades del relato dominante y plantear la construcción de un relato alternativo. 




			De hecho, en todo el mundo se observa un aumento de las desigualdades socioeconómicas desde la década de 1980-1990. En algunos casos, la desigualdad ha adquirido tal dimensión que resulta cada vez más difícil justificarla en nombre del interés general. Existe un enorme abismo entre las proclamas meritocráticas oficiales y la realidad a la que se enfrentan las clases desfavorecidas, especialmente en lo que concierne al acceso a la educación y a la riqueza. El discurso meritocrático y empresarial es, a menudo, una cómoda manera de justificar cualquier nivel de desigualdad por parte de los ganadores del sistema económico actual, sin siquiera tener que someterlo a examen, así como de estigmatizar a los perdedores por su falta de méritos, de talento y de diligencia. La culpabilización de los más pobres no existía o, al menos, no con esta magnitud, en los regímenes desigualitarios del pasado, que ponían el acento en la complementariedad funcional entre los diferentes grupos sociales. 




			La desigualdad moderna se caracteriza por un conjunto de prácticas discriminatorias entre estatus sociales y orígenes étnico-religiosos que son ejercidas con una violencia mal descrita en el cuento de hadas meritocrático. Esta violencia nos acerca a las formas más brutales de desigualdad de las que decimos querer distinguirnos. Basta citar la discriminación a la que se enfrentan las personas que no tienen domicilio o provienen de ciertos barrios u orígenes. Pensemos también en los migrantes que se ahogan en el mar. Sin un nuevo horizonte universalista e igualitario que permita afrontar de manera creíble los retos que plantea la desigualdad, los movimientos migratorios y las transformaciones climáticas en curso, es de temer que el repliegue identitario y nacionalista ocupe un espacio cada vez mayor en la construcción de un relato que termine por sustituir al actualmente predominante (propietarista y meritocrático). Sucedió en Europa durante la primera mitad del siglo XX, y vuelve a ponerse de manifiesto a comienzos del siglo XXI en diferentes partes del mundo. 




			La primera guerra mundial lanzó el movimiento de destrucción y, más tarde, de redefinición de la muy desigualitaria mundialización comercial y financiera propia de la Belle Époque (1880-1914), período que sólo puede considerarse «bello» en comparación con la violencia desencadenada que siguió. La Belle Époque sólo fue tal para los rentistas y, en concreto, para el hombre blanco propietario. Si no transformamos profundamente el sistema económico actual para convertirlo en uno menos desigual, más equitativo y sostenible, tanto entre países como en el interior de cada país, entonces el «populismo» xenófobo y sus posibles éxitos electorales podrían ser el principio del fin de la mundialización hipercapitalista y digital de los años 1990-2020. 




			El saber y la historia siguen siendo las mejores bazas para conjurar este riesgo. Toda sociedad humana necesita justificar sus desigualdades, y esas justificaciones guardan siempre una parte de verdad y de exageración, de imaginación y de bajeza moral, de idealismo y de egoísmo. Un régimen desigualitario, tal y como se define en este trabajo de investigación, se caracteriza por un conjunto de discursos y de mecanismos institucionales que buscan justificar y estructurar las desigualdades económicas, sociales y políticas de la sociedad en cuestión. Todo régimen tiene sus debilidades y sólo puede sobrevivir si está dispuesto a transformarse de manera continua, a menudo de forma conflictiva y violenta, apoyándose en las experiencias del pasado y en los conocimientos adquiridos. Este libro tiene por objeto estudiar la historia y el futuro de los regímenes desigualitarios, así como contribuir a mejorar la comprensión de las transformaciones sociales en curso, desde una perspectiva global y transnacional, a través de la recopilación y del análisis de materiales históricos que arrojan luz sobre sociedades muy alejadas entre sí y que, a menudo, se ignoran o rechazan compararse unas con otras. 




			De este análisis histórico emerge una conclusión importante: el combate por la igualdad y la educación es el que ha permitido el desarrollo económico y el progreso humano, y no la sacralización de la propiedad, la estabilidad y la desigualdad. El relato hiperdesigualitario que se ha impuesto desde los años 1980-1990 es, en parte, el producto de la historia y del desastre comunista. Pero también es el fruto de la ignorancia y de la fragmentación del conocimiento, que ha contribuido a alimentar el fatalismo y las derivas identitarias actuales. Echando la vista atrás, desde una perspectiva pluridisciplinar, es posible construir un relato más equilibrado y esbozar el contorno de un nuevo socialismo participativo para el siglo XXI. Es posible concebir un nuevo horizonte igualitario de alcance universal, una nueva ideología de la igualdad, de la propiedad social, de la educación, del conocimiento y del reparto del poder que sea más optimista con la naturaleza humana. Esa nueva ideología puede ser más precisa y convincente que los relatos precedentes, al estar mejor anclada en las lecciones de la historia global. Por supuesto, cada uno es libre de juzgar y de asumir como propias estas conclusiones tan frágiles como provisionales, de transformarlas y llevarlas más lejos. 




			Al final de esta introducción describiré la estructura del libro y haré un breve repaso de las diferentes etapas de la exposición histórica que el lector encontrará en los siguientes capítulos, desde las antiguas sociedades ternarias y esclavistas a las sociedades poscoloniales e hipercapitalistas modernas. También citaré las principales fuentes en las que me baso y explicaré de qué manera este trabajo está vinculado con el libro El capital en el siglo XXI. Pero antes es preciso dar contexto al concepto de ideología tal y como se utilizará en las páginas que siguen. 




			 




			
¿Qué es una ideología? 




			 




			A lo largo de este libro, tengo la intención de utilizar la palabra «ideología» de una forma positiva y constructiva; es decir, como un conjunto de ideas y de discursos a priori plausibles y que tienen la finalidad de describir el modo en que debería de estructurarse una sociedad, tanto en su dimensión social como económica y política. Una ideología es un intento más o menos coherente de aportar respuestas a un conjunto de cuestiones extremadamente extensas acerca de la organización deseada o ideal de la sociedad. Teniendo en cuenta la complejidad de estas cuestiones, no es de extrañar que no exista una ideología capaz de concitar una adhesión unánime: el conflicto y el desacuerdo ideológico son inherentes a la ideología como tal. Sin embargo, toda sociedad tiene la obligación de intentar responder a estas preguntas, a menudo basándose en su propia experiencia histórica, y a veces apoyándose también en lo vivido por otras sociedades. En gran medida, todo individuo se siente obligado a tener una opinión, por muy imprecisa e insatisfactoria que sea, sobre estas cuestiones fundamentales y existenciales. 




			Se trata, principalmente, del régimen político: el conjunto de reglas que describen el perímetro de una comunidad y su territorio, los mecanismos que permiten tomar decisiones colectivas dentro de este contexto y los derechos políticos de los miembros que la conforman. Esto incluye, entre otros tipos de participación política, el papel de los ciudadanos y los extranjeros, los presidentes y las asambleas, los ministros y los reyes, los partidos y las elecciones, los imperios y las colonias, etcétera. 




			Se trata, también, del régimen de propiedad: el conjunto de reglas que describen las distintas formas de posesión admisibles, así como los procedimientos legales y prácticos que definen y enmarcan las relaciones de propiedad entre los varios grupos sociales en cuestión. Esto incluye el papel de la propiedad privada y pública, pero también de la inmobiliaria y financiera, de la propiedad sobre el suelo y el subsuelo, del esclavismo y la servidumbre, de la propiedad intelectual e inmaterial, así como de la regulación de las relaciones entre propietarios y arrendatarios, nobles y campesinos, amos y esclavos, accionistas y asalariados, etcétera. 




			Toda sociedad, todo régimen desigualitario, se caracteriza por un conjunto de respuestas más o menos coherentes y duraderas a las cuestiones del régimen político y del régimen de propiedad. Esto da origen a dos categorías de respuestas y de discursos que, a menudo, están estrechamente vinculadas entre sí; en gran medida, ambas categorías se derivan implícitamente de una misma teoría sobre la desigualdad social y sobre las diferencias entre los distintos grupos sociales (reales o supuestas, legítimas o reprobables). En general, estas respuestas tienen implicaciones en el ámbito intelectual e institucional, en particular sobre el sistema educativo (las reglas e instituciones que organizan la transmisión del conocimiento y de las creencias: familia e Iglesia, padre y madre, escuela y universidad) y sobre el régimen fiscal (mecanismos que permiten dotar de los recursos necesarios a los Estados, las regiones, las comunas y los imperios, así como a organizaciones sociales, religiosas y colectivas de diversa índole). Sin embargo, las respuestas que se aportan a cada una de estas cuestiones pueden variar de forma considerable. Es posible estar de acuerdo en la cuestión del régimen político y en desacuerdo con un régimen de propiedad en concreto, o sobre determinados aspectos fiscales o educativos. El conflicto ideológico es casi siempre multidimensional, aunque a veces ocurre que un eje en particular adquiere una importancia primordial, al menos durante un tiempo. La impresión ilusoria de un consenso mayoritario puede dar paso, en ocasiones, a vastas movilizaciones colectivas y a transformaciones históricas de gran calado. 




			 




			
Las fronteras y la propiedad 




			 




			Simplificando, podemos decir que todo régimen desigualitario, toda ideología desigualitaria, reposa sobre una teoría de las fronteras y una teoría de la propiedad. 




			Toda ideología desigualitaria necesita, por una parte, responder a la cuestión de las fronteras. Es necesario determinar quiénes forman parte de la comunidad humana y política a la que estamos vinculados y quiénes no, sobre qué territorio y en torno a qué instituciones debe estructurarse, y cómo tiene que organizar sus relaciones con las demás comunidades, en el centro mismo de la extensa comunidad humana universal (que, en función de la ideología, puede ser reconocida como tal en mayor o menor grado). Esto conduce, irremediablemente, a la cuestión sobre el régimen político, pero obliga a responder de forma concreta a aspectos relacionados con la desigualdad social y, en particular, a definir qué separa a los que son considerados «ciudadanos» de los que no lo son. 




			Por otra parte, también se hace necesario responder a la cuestión de la propiedad. ¿Es posible poseer a otros individuos? ¿Bajo qué modalidades concretas es admisible poseer tierras agrícolas, inmuebles, empresas, recursos naturales, conocimientos, activos financieros o deuda pública? ¿De acuerdo con qué sistema legal y jurisdiccional debemos organizar las relaciones entre propietarios y no propietarios, así como la perpetuación de estas relaciones? El régimen de propiedad, al igual que el sistema educativo y fiscal, influye de manera determinante en la estructura de las desigualdades sociales y en su evolución. 




			En la mayoría de las sociedades antiguas, la cuestión del régimen político y la del régimen de propiedad o, dicho de otro modo, la cuestión del poder sobre los individuos y la del poder sobre las cosas (a veces las personas también son objeto de posesión) están unidas una a la otra. Es el caso, de manera evidente, de las sociedades esclavistas, en las que ambas cuestiones se confunden por completo: algunos individuos poseen a otros, sobre los que, además, gobiernan. 




			Lo mismo sucede, aunque de forma más sutil, con las sociedades ternarias, o «trifuncionales» (sociedades estructuradas en tres clases con funciones diferentes: una clase clerical y religiosa; una noble y guerrera; y una tercera clase plebeya y trabajadora). En ese contexto histórico, que se da en la mayoría de las civilizaciones premodernas, las dos clases dominantes son clases dirigentes, dotadas de poderes soberanos (seguridad, justicia, violencia legitimada), y al mismo tiempo son clases propietarias. Así, durante siglos, los terratenientes fueron dueños tanto de la tierra como de la gente que vivía y trabajaba sobre ella. 




			Las sociedades propietaristas, que florecieron principalmente en la Europa del siglo XIX, tratan por el contrario de separar estrictamente la cuestión del derecho individual a la propiedad (considerado universal y accesible a todos) y la de los poderes soberanos (que, en adelante, serían monopolio del Estado centralizado). No por ello el régimen político y el régimen de propiedad dejan de estar vinculados: por una parte, debido a que los derechos políticos estuvieron durante mucho tiempo reservados a quienes eran propietarios, en el marco de los regímenes políticos censitarios; y, por otra parte, debido a que múltiples reglas constitucionales continuaron limitando drásticamente (y siguen haciéndolo hoy día) cualquier posibilidad de que una mayoría política pueda redefinir el régimen de propiedad dentro de un marco legal y pacífico. 




			Veremos que las cuestiones del régimen político y del régimen de propiedad no han dejado nunca de estar intrínsecamente ligadas, desde las antiguas sociedades terciarias y esclavistas hasta las sociedades poscoloniales e hipercapitalistas modernas, pasando por supuesto por las sociedades comunistas y socialdemócratas, que se desarrollaron como reacción a las crisis desigualitarias e identitarias provocadas por las sociedades propietaristas. 




			Es por este motivo que propongo analizar estas transformaciones históricas utilizando el concepto de «régimen desigualitario», que engloba tanto el concepto de régimen político como el de régimen de propiedad (incluso los conceptos de sistema educativo y fiscal) y que permite dotar de mayor coherencia a este trabajo. Un ejemplo del nexo estructural y duradero entre los conceptos de régimen político y régimen de propiedad, todavía presente en el mundo actual, es la ausencia de un mecanismo democrático que permita a la mayoría de los ciudadanos de la Unión Europea (a fortiori, a la mayoría de los ciudadanos del mundo) poner en marcha cualquier proyecto de redistribución y de desarrollo común a través de herramientas fiscales, dado el derecho de veto de cada Estado miembro, por muy minoritaria que sea su población y sean cuales sean los beneficios, grandes o pequeños, que obtenga de su integración comercial y financiera en la Unión. 




			En general, la clave es que la desigualdad contemporánea viene determinada por el sistema de fronteras, de nacionalidades y de derechos sociales y políticos asociados. Esto contribuye, a comienzos del siglo XXI, a alimentar conflictos ideológicos violentamente multidimensionales en torno a cuestiones desigualitarias, migratorias e identitarias, lo que complica considerablemente la formación de coaliciones mayoritarias que permitan afrontar el aumento de las desigualdades. Concretamente, las fracturas étnico-religiosas y nacionalistas impiden a menudo a las clases populares provenientes de diferentes orígenes y países unirse en una misma coalición política, lo cual conviene a los más ricos y a la deriva desigualitaria, en ausencia de una ideología y de una plataforma programática lo suficientemente persuasivas como para convencer a los grupos sociales desfavorecidos de que lo que más los une es más importante que lo que los divide. Examinaremos estas cuestiones llegado el momento. Por ahora, me conformo con insistir en la idea de que el estrecho vínculo entre régimen político y régimen de propiedad corresponde a una realidad antigua, estructural y duradera, y que sólo se puede analizar desde una perspectiva amplia, histórica y transnacional. 




			 




			
Tomarse la ideología en serio 




			 




			La desigualdad no es económica o tecnológica: es ideológica y política. Esta conclusión es, sin duda, la más evidente de la investigación histórica que se presenta en este libro. Dicho de otro modo, el mercado y la competencia, los beneficios y los salarios, el capital y la deuda, los trabajadores cualificados y los no cualificados, los nacionales y los extranjeros, los paraísos fiscales y la competitividad no existen como tales. Son construcciones sociales e históricas que dependen completamente del sistema legal, fiscal, educativo y político que decidimos establecer. Estas decisiones dependen, sobre todo, de la interpretación que cada sociedad hace de la justicia social y de qué entiende por una economía justa, así como de las relaciones de poder políticas e ideológicas entre los diferentes grupos y discursos presentes. El punto clave es que estos equilibrios de poder no son únicamente materiales; son también, sobre todo, intelectuales e ideológicos. Dicho de otro modo, las ideas y las ideologías cuentan en la historia. Permiten imaginar y estructurar continuamente mundos nuevos y sociedades diferentes. Los cambios siempre son posibles. 




			Este enfoque se distingue de numerosos discursos conservadores según los cuales existen fundamentos «naturales» que explicarían las desigualdades. De forma poco sorprendente, las élites de las distintas sociedades, en cualquier época y en cualquier lugar, tienden a «naturalizar» las desigualdades; es decir, a tratar de asociarlas con fundamentos naturales y objetivos, a explicar que las diferencias sociales son (como debe ser) beneficiosas para los más pobres y para la sociedad en su conjunto, que en cualquier caso su estructura presente es la única posible y que no puede ser modificada sin causar inmensas desgracias. La experiencia histórica demuestra lo contrario: las desigualdades varían considerablemente en el tiempo y en el espacio, tanto en sus dimensiones como en su estructura, con una rapidez y bajo unas condiciones que a sus contemporáneos les habría costado vaticinar tan sólo unas décadas antes. A veces, el resultado ha sido catastrófico. Pero, en general, las diversas rupturas y procesos revolucionarios y políticos que han permitido reducir y transformar las desigualdades del pasado han resultado ser un absoluto éxito y están en el origen de nuestras instituciones más preciadas, las que han permitido que la idea de progreso humano se convierta en una realidad (el sufragio universal, la educación gratuita y obligatoria, el seguro médico universal, la progresividad fiscal). Es muy probable que suceda lo mismo en el futuro. Las desigualdades actuales y las instituciones presentes no son las únicas posibles, piensen lo que piensen los conservadores; también se verán expuestas al cambio y a la reinvención permanente. 




			Este enfoque centrado en las ideologías, las instituciones y la evolución histórica también se diferencia de algunas doctrinas a menudo calificadas de «marxistas», según las cuales el estado de las fuerzas económicas y de las relaciones de producción determinaría de manera casi mecánica la «superestructura» ideológica de la sociedad. Insisto, por el contrario, en el hecho de que existe una verdadera autonomía que emana del mundo de las ideas, del ámbito ideológico y político. Para un mismo estado de desarrollo de la economía y de las fuerzas productivas (en la medida en que estas palabras tengan un sentido, lo cual no es evidente), existe siempre una multitud de regímenes ideológicos, políticos y desigualitarios posibles. Por ejemplo, la teoría del paso automático del «feudalismo» al «capitalismo» tras la revolución industrial no permite mostrar la complejidad y la diversidad de la evolución histórica, política e ideológica observada en los distintos países y regiones del mundo, en particular entre regiones colonizadoras y colonizadas, o incluso en el interior de cada una de ellas; sobre todo, no permite extraer conclusiones verdaderamente útiles que permitan explicar las siguientes etapas históricas. Echando la vista atrás, se constata que siempre han existido y siempre existirán alternativas. Sea cual sea el estadio de desarrollo de una sociedad, existen múltiples formas de estructurar un sistema económico, social y político, de definir las relaciones de propiedad, de organizar un sistema fiscal o educativo, de afrontar un problema de deuda pública o privada, de regular las relaciones entre distintas comunidades humanas, etc. Siempre existen diversas maneras de organizar una sociedad y las relaciones de poder y de propiedad que se dan en su seno. Y las diferencias entre unas y otras no atañen únicamente a detalles, ni mucho menos. Existen varias maneras de organizar las relaciones de propiedad en el siglo XXI, y algunas pueden constituir una forma de superación del capitalismo más realista que prometer su destrucción sin preocuparse por lo que sucederá después. 




			El estudio de las diferentes experiencias históricas, conclusas o inconclusas, exitosas o fracasadas, es el mejor antídoto tanto para el conservadurismo elitista como para el mesianismo revolucionario. Esta última actitud lleva a menudo a no reflexionar sobre el régimen institucional y político que debería aplicarse inmediatamente después de la gran revolución, y conduce generalmente a echarse en manos de un poder estatal hipertrofiado e indefinido al mismo tiempo, lo cual puede resultar igual de peligroso que la sacralización propietarista a la que algunas revoluciones pretenden poner fin. En el siglo XX, el mesianismo revolucionario causó daños humanos y políticos considerables, cuyo precio aún seguimos pagando actualmente. El hecho de que el poscomunismo (en Rusia, en China y, en cierta forma, en su versión de Europa del Este, con las debidas diferencias entre estos tres casos) se haya convertido a comienzos del siglo XXI en el mejor aliado del hipercapitalismo es la consecuencia directa de los desastres comunistas estalinistas y maoístas, así como del abandono de cualquier ambición igualitaria e internacionalista que se derivó de su fracaso. El desastre comunista ha logrado incluso dejar en un segundo plano los daños causados por las ideologías esclavistas, colonialistas y racistas, así como los vínculos profundos que relacionan estas ideologías con el propietarismo y el hipercapitalismo, lo cual no es poca cosa. 




			En este libro, en la medida de lo posible, intentaré tomar en serio todas las ideologías. Me gustaría dar una oportunidad a cada una de las ideologías del pasado, y en particular a las ideologías propietaristas, socialdemócratas y comunistas, pero también a las ideologías trifuncionales, esclavistas o colonialistas, resituándolas dentro de su propia coherencia interna. Parto del hecho de que toda ideología, por muy extrema o excesiva que pueda parecer su defensa de la desigualdad, expresa a su manera una cierta visión de lo que una comunidad entiende por justicia social. Esta visión tiene siempre un fondo de verosimilitud, de sinceridad y de coherencia del cual es posible aprender de cara al futuro, a condición de que se estudie su evolución política e ideológica; y no de forma abstracta, al margen de la historia y de las instituciones, sino tal y como se ha dado en sociedades concretas, en períodos históricos determinados y en instituciones específicas, que se han caracterizado sobre todo por formas de propiedad y sistemas fiscales y educativos particulares. Estas formas de propiedad y estos sistemas fiscales y educativos deben analizarse rigurosamente, sin temer al estudio detallado de sus reglas, sin las cuales tanto las instituciones como las ideologías sólo serían cáscaras vacías, incapaces de transformar realmente la sociedad o de suscitar una adhesión duradera. 




			No ignoro que también existe un uso peyorativo del concepto «ideología», ni que dicho uso puede estar a veces justificado. A menudo se califica de ideología a una visión marcada por el dogmatismo y por la despreocupación por los hechos. El problema consiste en que quienes se reivindican adeptos al pragmatismo absoluto suelen ser los más «ideológicos» (en un sentido peyorativo de la palabra): su postura supuestamente postideológica a duras penas logra disimular su falta de interés por los hechos, la dimensión de su ignorancia histórica, lo cargante de sus prejuicios y su egoísmo de clase. En el caso que nos ocupa, este libro será muy «factual». Presentaré numerosos casos históricos sobre la estructura de las desigualdades y su evolución en el tiempo; por un lado, porque se trata de mi especialidad como investigador, y, por otro lado, porque estoy convencido de que el examen sereno de las fuentes disponibles sobre estas cuestiones puede permitir hacer progresar la reflexión colectiva. Sobre todo, compararé sociedades muy distintas entre ellas, que a menudo rechazan ser comparadas porque están convencidas (erróneamente, por lo general) de su «excepcionalidad» y del carácter único e incomparable de su evolución histórica. 




			Soy perfectamente consciente de que las fuentes disponibles nunca serán suficientes para zanjar todas las dudas que se nos plantean. La observación de los «hechos» no permitirá jamás resolver definitivamente la cuestión del régimen político ideal o del régimen de propiedad ideal o del sistema educativo o fiscal ideal. En primer lugar, porque los «hechos» dependen de mecanismos institucionales (censos, encuestas, impuestos, etc.) y de categorías sociales, fiscales o jurídicas forjadas por las diferentes sociedades para definirse, medirse y transformarse a ellas mismas. Dicho de otro modo, los «hechos» mismos son construcciones cognitivas que cobran sentido en un contexto concreto de interacciones complejas, cruzadas e interesadas entre el aparato de observación y la sociedad estudiada. Evidentemente, esto no significa que no podamos extraer nada útil de estas construcciones, sino que todo intento de aprendizaje debe tener en cuenta esa complejidad y esa reflexividad. 




			Asimismo, las cuestiones estudiadas —la naturaleza de la organización social, económica y política ideal— son demasiado complejas para que una única conclusión pueda algún día ser el resultado de un mero examen «objetivo» de los «hechos», que no será más que el reflejo de experiencias limitadas extraídas del pasado y de deliberaciones incompletas. Es totalmente factible que el régimen «ideal» (sea cual sea el sentido que queramos dar a ese término) no sea único y dependa de ciertas características de cada sociedad en cuestión. 




			 




			
Aprendizaje colectivo y ciencias sociales 




			 




			Esto no significa que tenga intención de poner en práctica un relativismo ideológico generalizado. Para un investigador en ciencias sociales es demasiado fácil no pronunciarse y mantenerse en la equidistancia. Este libro sí tomará partido, en particular durante la primera parte del mismo, pero intentará hacerlo siendo lo más explícito posible sobre el camino recorrido y las razones que me llevan a defender una posición determinada. 




			Muy a menudo, la ideología de las sociedades evoluciona en función de su propia experiencia histórica. Por ejemplo, la Revolución francesa nace en parte de un sentimiento de injusticia y de las frustraciones suscitadas por el Antiguo Régimen. Debido a las rupturas que conlleva y a las transformaciones que impulsa, la Revolución también contribuye a transformar de forma duradera la percepción sobre cuál debe ser el régimen desigualitario ideal, en función de los éxitos y de los fracasos que los distintos grupos sociales asocian a los experimentos revolucionarios, tanto en lo que se refiera a la organización política como al régimen de propiedad y al sistema social, fiscal o educativo. Este aprendizaje condiciona las rupturas políticas futuras, y así sucesivamente. Toda trayectoria política e ideológica nacional puede verse como un gigantesco proceso de experimentación histórica y de aprendizaje colectivo. Este proceso es inevitablemente conflictivo, puesto que los distintos grupos sociales y políticos, además de que no siempre tienen los mismos intereses y aspiraciones, no tienen la misma memoria ni la misma interpretación de los hechos o del sentido que hay que atribuirles posteriormente. Pero este aprendizaje aporta, al menos durante un tiempo, elementos de consenso nacional. 




			Los procesos de aprendizaje colectivo tienen su parte de racionalidad, pero también sus limitaciones. En concreto, tienden a tener poca memoria (olvidamos a menudo las experiencias de nuestro propio país al cabo de unas décadas, o retenemos detalles puntuales, rara vez elegidos al azar), y, sobre todo, la mayoría de las veces son estrictamente nacionalistas. Toda sociedad aprende de las experiencias de los demás; a través de los conocimientos que tienen unos países de otros y, por supuesto, a través de los encuentros más o menos violentos que se dan entre sociedades (guerras, colonizaciones, ocupaciones, tratados más o menos desiguales, etc., lo cual no siempre resulta el modo de aprendizaje más sereno ni el más prometedor). Sin embargo, en lo esencial, las distintas opiniones sobre el régimen político ideal, el régimen de propiedad que sería deseable o lo que cada sociedad entiende por un sistema legal, fiscal o educativo justo se forjan a partir de la propia experiencia nacional e ignoran en gran medida las experiencias de otros países; sobre todo cuando se perciben como lejanos y provenientes de civilizaciones o religiones diferentes, o cuando los encuentros entre países se producen de forma violenta (lo cual puede reforzar el sentimiento de rechazo profundo). Globalmente, este proceso de aprendizaje se basa en un conocimiento relativamente basto e impreciso de los mecanismos institucionales existentes en las diferentes sociedades (también a nivel nacional o entre países vecinos), tanto en el ámbito político como en cuestiones legales, fiscales y educativas, lo cual limita considerablemente la utilidad de las conclusiones que se pueden extraer. 




			Evidentemente, estas limitaciones no son inmutables. Evolucionan en función de distintos procesos de difusión y de intercambio de conocimientos y de experiencias: escuelas y libros, migraciones y matrimonios, partidos y sindicatos, viajes y encuentros, periódicos y medios de comunicación, etc. En este sentido, la investigación en ciencias sociales puede jugar un papel importante. Estoy convencido de que es posible contribuir a una mejor comprensión de los cambios sociales actualmente en marcha confrontando minuciosamente las experiencias históricas que provienen de países, áreas culturales y civilizaciones diferentes, explotando de la forma más sistemática posible las fuentes disponibles, y estudiando la evolución de la estructura de las desigualdades y de los regímenes políticos e ideológicos en cada sociedad. Ante todo, este enfoque comparativo, histórico y transnacional permite que nos forjemos una idea más precisa de lo que podría significar una mejora de la organización política, económica y social de las distintas sociedades del mundo en el siglo XXI. Sin embargo, en absoluto sugiero que las conclusiones que iré presentando a lo largo de este libro sean las únicas posibles. Me parece que son las que se infieren lógicamente de las experiencias históricas disponibles y de los materiales que iré presentando. Trataré de detallar con la mayor precisión posible los episodios históricos y las comparaciones que, a mi parecer, son determinantes para justificar tal o cual conclusión (sin pretender ocultar la incertidumbre a la que están sujetas). Es evidente que estas conclusiones dependen de conocimientos y razonamientos que tienen, de por sí, limitaciones. Este libro no es más que una etapa minúscula de un vasto proceso de aprendizaje colectivo. Siento una profunda curiosidad e impaciencia por conocer las siguientes etapas de esta aventura humana. 




			También me gustaría añadir, pensando en aquellos que lamentan el aumento de las desigualdades y las derivas identitarias, así como en quienes temen que yo mismo me lamente en estas páginas, que esta obra no es bajo ningún concepto un libro de lamentaciones. Soy más bien de naturaleza optimista, y mi primer objetivo es contribuir a encontrar soluciones a los problemas que se plantean en este libro. En lugar de ver el vaso siempre medio vacío, es posible maravillarse ante la sorprendente capacidad de las sociedades humanas a la hora de imaginar nuevas instituciones y formas de cooperar, de mantener a flote a millones de personas (a veces a cientos o incluso a miles de millones) que no se conocen ni se conocerán nunca, que podrían ignorarse o enfrentarse o destruirse en lugar de someterse a reglas pacíficas. Tanto más cuanto que tenemos poca información sobre cómo sería el régimen ideal y, por consiguiente, sobre las reglas a las que estaría justificado que nos sometiésemos. Sin embargo, esta imaginación institucional tiene sus límites, y mi deber es convertirlos en objeto de análisis razonado. Defender que la desigualdad es ideológica y política, en lugar de económica o tecnológica, no significa que podamos hacerla desaparecer como por arte de magia. Significa que hay que tomarse en serio la diversidad ideológica e institucional de las sociedades humanas y desconfiar de todos los discursos que buscan banalizar las desigualdades y negar la existencia de alternativas. Esto también conlleva la necesidad de estudiar los mecanismos institucionales y los detalles de las reglas legales, fiscales o educativas existentes en cada país, puesto que estos detalles son los decisivos a la hora de hacer que la cooperación funcione y que la igualdad progrese (o no), más allá de la buena voluntad de unos y otros, con la que debemos contar, pero que nunca es suficiente, al menos que logre materializarse en un entramado cognitivo e institucional sólido. Si consigo transmitir al lector algo de todo esto y convencerlo de que el conocimiento histórico y económico es demasiado importante como para abandonarlo a los demás, entonces habré alcanzado con creces mi objetivo. 




			 




			
Las fuentes utilizadas en este libro: desigualdades e ideologías 




			 




			Este libro se apoya en dos tipos de fuentes históricas: por una parte, las fuentes que permiten medir la evolución de las desigualdades, desde una perspectiva histórica, comparada y multidimensional (desigualdades de renta, salarios, riqueza, educación, género, edad, ocupación, origen, religión, raza, estatus, etc.); por otra parte, las fuentes que permiten estudiar la evolución de las ideologías, las conductas sociales y las actitudes políticas frente a la desigualdad y a las instituciones económicas, sociales y políticas que la estructuran. 




			En lo que concierne a la evolución de las desigualdades, me baso principalmente en los datos recogidos en la World Inequality Database <http://WID.world>. Este proyecto aúna el esfuerzo conjunto de más de cien investigadores que cubren ya más de ochenta países en todos los continentes. Se trata de la base de datos más extensa disponible actualmente sobre la evolución histórica de las desigualdades de renta y de riqueza, tanto entre países como dentro de cada uno de ellos. El proyecto WID.world surge de investigaciones históricas realizadas con el apoyo de Anthony Atkinson y Emmanuel Saez a comienzos de la década de 2000, que buscaban generalizar y extender las investigaciones que iniciaron Kuznets, Atkinson y Harrison en las décadas de 1950 y 1970.1 Estos trabajos de investigación están basados en la confrontación sistemática de las distintas fuentes disponibles, además de las cuentas nacionales: encuestas, datos fiscales y datos de herencias que, en general, permiten retrotraernos hasta finales del siglo XIX y comienzos del siglo XX, período en el que comienzan a aplicarse impuestos progresivos sobre la renta y sobre las herencias en numerosos países, lo que también permite extraer información sobre la evolución de la riqueza (los impuestos sirven para ampliar el conocimiento que se tiene sobre la sociedad, no sólo para obtener ingresos fiscales y alimentar el descontento). En algunos casos, es posible retrotraerse hasta finales del siglo XVIII y principios del XIX, en concreto en el caso de Francia, donde la Revolución llevó a la puesta en marcha de un sistema unificado de registro de propiedades y de transmisiones patrimoniales. Estas investigaciones han permitido dar una perspectiva histórica al aumento de la desigualdad observado a partir de la década de 1980-1990, contribuyendo así a alimentar el debate público mundial en torno a estas cuestiones; como demuestra el interés que suscitó El capital en el siglo XXI, publicado en 2013, y el Rapport sur les inégalités mondiales, publicado en 2018.2 Este interés también pone de manifiesto la profunda necesidad de democratizar el conocimiento económico y la participación política. En sociedades cada vez más educadas e informadas, resulta cada vez menos aceptable abandonar las cuestiones económicas y financieras a un grupo reducido de expertos con competencias dudosas. Es natural que cada vez sean más los ciudadanos que desean forjarse su propia opinión al respecto y comprometerse en consecuencia. La economía está en el núcleo de la política. No puede delegarse, o, en todo caso, no más que la democracia. 




			Desafortunadamente, los datos disponibles sobre desigualdad siguen siendo insuficientes debido, sobre todo, a la falta de transparencia económica y financiera y a las dificultades de acceso a las fuentes fiscales, administrativas y bancarias en numerosos países. Gracias al apoyo de cientos de ciudadanos, investigadores y periodistas hemos logrado, a lo largo de los últimos años, acceder a fuentes que los gobiernos actuales se negaban hasta hoy a ofrecer (ejemplos de ello son, como ya mencioné antes, Brasil, la India, Sudáfrica, Túnez, Líbano, Costa de Marfil, Corea, Taiwán, Polonia, Hungría y, en menor medida, China y Rusia. Entre las varias limitaciones de El capital en el siglo XXI, la más destacada es que, como también he comentado ya, está demasiado centrado en Occidente, en el sentido de que otorga un protagonismo excesivo a la experiencia histórica de los países más ricos (los de Europa occidental, Norteamérica y Japón). En gran medida, esto se debe a las dificultades de acceso a fuentes históricas adecuadas para otros países. Los datos inéditos disponibles actualmente en WID.world permiten que esta nueva obra vaya más allá del marco meramente occidental y pueda proponer un análisis más completo sobre la diversidad de los regímenes desigualitarios y su evolución histórica. A pesar de esta mejora, debo subrayar que los datos disponibles siguen siendo insuficientes, tanto en el caso de los países ricos como de los más pobres. 




			Asimismo, he consultado otras muchas fuentes y materiales sobre períodos, países y aspectos de las desigualdades que no están convenientemente recogidos en WID.world, como, por ejemplo, sobre las sociedades preindustriales o las sociedades coloniales, así como sobre las desigualdades educativas, de género, raza, religión, estatus, creencias o actitudes políticas y electorales. 




			En lo relativo a las ideologías, las fuentes utilizadas son de diversa índole. Evidentemente, haré uso de las fuentes clásicas: debates parlamentarios, discursos políticos, programas y plataformas electorales de partidos, etc. Me serviré tanto de los textos teóricos como de los que provienen de actores políticos, ya que unos y otros juegan un papel importante en la historia, aportando luz complementaria a los esquemas de justificación de la desigualdad que se han utilizado en diferentes épocas. Éste es el caso, por ejemplo, de algunos textos escritos por distintos obispos a principios del siglo XI y en los que se justifica la organización tradicional de la sociedad en tres estamentos (clero, nobleza y pueblo llano); o del influyente tratado neoproprietarista y semidictatorial publicado a principios de la década de 1970 por Friedrich von Hayek Law, legislation, and liberty;3 o de los escritos consagrados por el senador demócrata de Carolina del Sur y vicepresidente de Estados Unidos John Calhoun, que justifica la esclavitud «as  a positive good» en la década de 1830. También es el caso de los textos de Xi Jinping y del Global Times sobre el sueño neocomunista chino, que son igual de reveladores que los tuits de Donald Trump o los artículos de The Wall Street Journal o del Financial Times sobre la visión hipercapitalista estadounidense y anglosajona. Debemos tomarnos en serio todas estas ideologías, y no sólo porque tienen un impacto considerable en el devenir de las cosas, sino también porque, cada una a su manera, muestran una voluntad (más o menos convincente) de dotar de sentido a realidades sociales complejas. El ser humano no puede sino intentar dotar de sentido a las sociedades en las que vive, por muy desiguales e injustas que sean. Asumo que siempre tendremos cosas que aprender de los diferentes esquemas ideológicos y que sólo examinando en conjunto estos discursos y evoluciones históricas es posible extraer conclusiones útiles de cara al futuro. 




			También recurriré a la literatura que, a menudo, es una de las fuentes que mejor ilustran la evolución de las desigualdades. En El  capital en el siglo XXI hice uso, sobre todo, de la novela clásica europea del siglo XIX, en particular de los textos de Honoré de Balzac y de Jane Austen, que aportan un punto de vista irreemplazable sobre las sociedades propietaristas que florecieron en Francia y en el Reino Unido en las décadas de 1790-1830. Estos dos novelistas tienen un profundo conocimiento de la importancia de la propiedad en el tiempo que les tocó vivir. Conocen mejor que nadie los resortes ocultos y las fronteras secretas, las consecuencias implacables que la distribución de la propiedad tuvo en la vida de aquellos hombres y mujeres, sus alianzas y sus desencuentros, sus esperanzas y sus desgracias. Ambos analizan la estructura de las desigualdades, su justificación y el impacto en las vidas de sus personajes con una sinceridad y una potencia evocadora que ningún texto político o de ciencias sociales podría igualar. 




			Veremos que esta capacidad única de la literatura para evocar las relaciones de poder y de dominación entre distintos grupos sociales, para examinar las desigualdades tal y como son percibidas por unos u otros, se encuentra en todas las sociedades y puede aportarnos valiosos testimonios sobre regímenes desigualitarios muy diferentes. En La voluntad y la fortuna, magnífico fresco publicado en 2008, cuatro años antes de su muerte, Carlos Fuentes pinta un cuadro esclarecedor del capitalismo mexicano y de la violencia social que atraviesa su país. En Tierra humana, publicado en 1980, Pramoedya Ananta Toer nos sumerge en el funcionamiento del régimen colonial y desigualitario neerlandés en la Indonesia de finales del siglo XIX y comienzos del siglo XX, con una brutalidad y una transparencia que ninguna otra fuente lograría alcanzar. En Americanah, de 2013, Chimamanda Ngozie Adichie nos ofrece una visión orgullosa e irónica de las trayectorias migratorias de Ifemelu y de Obinze desde Nigera a Estados Unidos y Europa, proporcionando de paso un punto de vista único sobre una de las dimensiones más desgarradoras del régimen desigualitario actual. 




			Para el estudio de las ideologías, este libro se basará también en una explotación sistemática y original de encuestas postelectorales llevadas a cabo en la mayoría de los países donde se han celebrado elecciones desde la segunda guerra mundial. Aunque con limitaciones, estas encuestas aportan una visión global incomparable sobre la estructura y las dimensiones del conflicto político, ideológico y electoral desde los años 1940-1950 hasta el final de la década de 2010; y no sólo en la casi totalidad de los países occidentales (en particular en Francia, Estados Unidos y el Reino Unido, países sobre los que hablaré con más detenimiento), sino también en otros países, como la India, Brasil o Sudáfrica. Una de las limitaciones más evidentes de El capital  en el siglo XXI, además de estar demasiado centrado en Occidente, es la tendencia a tratar los cambios políticos e ideológicos en torno a las desigualdades y la redistribución como una especie de caja negra. En El capital en el siglo XXI formulo algunas hipótesis a este respecto, por ejemplo, sobre la evolución de las conductas sociales y las actitudes políticas frente a la desigualdad y la propiedad privada surgidas en el siglo XX a raíz de las guerras mundiales, las crisis económicas y el fracaso comunista, pero sin abordar de manera frontal la cuestión de la evolución de las ideologías desigualitarias. Esto es lo que intento hacer de forma mucho más explícita en este nuevo libro, abordando además esta cuestión desde una perspectiva temporal, espacial y comparativa mucho más extensa, y apoyándome, principalmente, en las mencionadas encuestas postelectorales, entre otras fuentes. 




			 




			
El progreso humano, el regreso de las desigualdades y la diversidad del mundo 




			 




			Entremos por fin en el meollo de la cuestión. El progreso humano existe, pero es frágil y puede hacerse añicos en cualquier momento empujado por derivas desigualitarias e identitarias. El progreso humano existe. Sólo tenemos que observar la evolución de la sanidad y la educación en el mundo durante los últimos dos siglos para recordarlo (véase el gráfico 0.1). La esperanza de vida en el mundo pasó de una media de alrededor de 26 años, en 1820, a 72 años, en 2020. A comienzos del siglo XIX, la mortalidad infantil golpeaba a cerca del 20 por ciento de los recién nacidos durante su primer año de vida. Esta cifra no alcanza el 1 por ciento en la actualidad. Si nos centramos en los datos de las personas que sobreviven a su primer año, la esperanza de vida pasó de alrededor de 32 años en 1820 a 73 años en 2020. Podríamos multiplicar los indicadores, como la probabilidad de llegar a los 10 años de vida, o la de un adulto a llegar a los 60 años, o la de un anciano a vivir con buena salud 5 o 10 años de jubilación. Si tomamos todos estos indicadores, la mejora a largo plazo es impresionante. Es cierto que podemos encontrar países y épocas en los que la esperanza de vida registra descensos, incluso en tiempos de paz. Éste fue el caso de la Unión Soviética durante los años setenta del siglo XX o de Estados Unidos en la década de 2010; lo cual, en general, no es buena señal para los regímenes sociales en cuestión. El caso es que, a largo plazo, la tendencia a la mejora es incontestable, casi en cualquier parte del mundo, sean cuales sean las limitaciones de las fuentes demográficas disponibles.4 




			 




			Gráfico 0.1 Salud y educación en el mundo (1820-2020) 
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			INTERPRETACIÓN: La esperanza de vida al nacer ha pasado de 26 años aproximadamente en 1820 a 72 años en 2020. La esperanza de vida al cabo de un año ha pasado de 32 años a 73 años (la mortalidad infantil en los menores de un año ha pasado del 20 por ciento aproximadamente en 1820 a menos de 1 por ciento en 2020). La tasa de alfabetización entre la población mundial de al menos quince años de edad ha pasado del 12 por ciento al 85 por ciento. 




			 




			FUENTES Y SERIES: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. 




			 




			La humanidad goza hoy de una salud mejor de la que nunca antes ha tenido. También disfruta de un acceso a la educación y a la cultura como en ningún otro momento. La Unesco no existía a comienzos del siglo XIX para definir la alfabetización como lo hace desde 1958; es decir, como la capacidad de una persona para «leer y escribir, comprendiéndolo, un enunciado breve y sencillo relacionado con su vida cotidiana». No obstante, las informaciones recabadas de múltiples investigaciones y censos permiten estimar que apenas un 10 por ciento de la población mundial mayor de 15 años estaba alfabetizada a comienzos del siglo XIX, frente a más del 85 por ciento en la actualidad. También en este caso es posible citar indicadores concretos que confirman este diagnóstico, como la media de años de escolarización (que habría pasado de menos de un año hace dos siglos a más de ocho años en la actualidad, y más de 12 años en los países más desarrollados). En la era de Austen y de Balzac, menos del 10 por ciento de la población mundial tenía acceso a la educación primaria; en la de Adichie y Fuentes, más de la mitad de las generaciones jóvenes de los países ricos acceden a la universidad. Lo que siempre había sido un privilegio de clase, hoy es accesible para la mayoría. 






			Para tomar conciencia de la amplitud de estos cambios, conviene recordar que tanto la población humana como la renta per cápita se han multiplicado por más de 10 desde el siglo XVIII. La población mundial ha pasado de 600 millones de habitantes en el año 1700 a más de 7.000 en 2020. Por su parte, la renta per cápita, hasta donde es posible medirla, ha pasado de un poder adquisitivo (expresado en euros de 2020) inferior a 100 euros al mes por habitante en 1700 a alrededor de 1.000 euros al mes en 2020 (véase el gráfico 0.2). Ambas progresiones corresponden a ritmos de crecimiento medio de apenas un 0,8 por ciento anual, acumulados durante más de tres siglos; lo cual prueba que no es indispensable alcanzar un crecimiento del 5 por ciento anual para que el mundo sea feliz. No está claro, sin embargo, que esto represente un «progreso» tan incontestable como el conseguido en términos de sanidad y educación. 




			 




			Gráfico 0.2 Población y renta per cápita en el mundo (1700-2020) 
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			INTERPRETACIÓN: Tanto la población mundial como la renta nacional se han multiplicado por más de 10 entre 1700 y 2020: la primera ha pasado de unos 600 millones de habitantes, en 1700, a más de 7.000 millones, en 2020; la segunda ha pasado de apenas 70 euros por mes y habitante, en 1700, a aproximadamente 1.000 euros por mes y habitante en 2020 (a precios de 2020 y paridad de poder adquisitivo). 




			 




			FUENTES Y SERIES: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. 




			 




			De hecho, en ambos casos, la interpretación de estos incrementos es ambigua y abre debates complejos de cara al futuro. Es cierto que el crecimiento demográfico refleja la reducción de la mortalidad infantil y el hecho de que un creciente número de padres haya podido ver crecer a sus hijos, lo cual no es poca cosa. Sin embargo, semejante aumento de la población, en caso de que esta progresión continuase al mismo ritmo, nos llevaría a ser más de 70.000 millones de seres humanos en tres siglos, lo cual no parece deseable ni sostenible para el planeta. El aumento de la renta media es una muestra de la mejora real de las condiciones de vida (tres cuartas partes de los habitantes del planeta vivían cerca del umbral de subsistencia en el siglo XVIII, mientras que actualmente son menos de una quinta parte), así como de nuevas posibilidades de viajes, ocio, encuentros y emancipación. No obstante, las cuentas nacionales empleadas para describir la evolución a largo plazo de la renta media, desde su invención a finales del siglo XVII y comienzos del siglo XVIII en el Reino Unido y Francia, que tratan de medir la renta nacional, el producto interior bruto y en ocasiones el capital nacional de los países, presentan diversos problemas. Además de su focalización en los promedios y en las macromagnitudes, así como el hecho de que no tienen en cuenta en absoluto las desigualdades, integran de forma lenta e insatisfactoria cuestiones como la sostenibilidad ambiental y la evolución del capital humano. Por otra parte, no conviene sobreestimar la capacidad de un único indicador para integrar las transformaciones multidimensionales de las condiciones de vida y del poder adquisitivo en períodos tan largos.5 




			En general, el progreso alcanzado en términos de sanidad, educación y poder adquisitivo esconde inmensas desigualdades y debilidades. En 2018, la tasa de mortalidad infantil antes de un año de vida era inferior al 0,1 por ciento en los países más ricos de Europa, Norteamérica y Asia, pero casi llegaba al 10 por ciento en los países africanos más pobres. Es cierto que la renta per cápita mundial alcanzaba los 1.000 euros al mes por habitante, pero apenas llegaba a los 100-200 euros al mes en los países más pobres, superando los 3.0004.000 euros al mes en los países más ricos, o incluso más en algunos microparaísos fiscales de los que algunos sospechan (y con razón) que roban al resto del planeta, por no olvidar a los países cuya prosperidad está basada en las emisiones de carbono y en el calentamiento global que está por venir. Se han hecho progresos, sin duda, pero eso no significa que no sea posible hacer las cosas mejor o, en cualquier caso, que no debamos cuestionarnos sobre ello seriamente, en lugar de entregarnos a un sentimiento de dicha ante los éxitos del mundo. 




			En todo caso, ese incontestable progreso humano, comparando las condiciones de vida del siglo XVIII con las del siglo XXI, no debe hacernos olvidar que la evolución a muy largo plazo está acompañada de terribles fases de regresión desigualitaria y de retrocesos sociales. La revolución industrial se apoyó en sistemas de dominación extremadamente violentos, propietaristas, esclavistas y coloniales, que adquirieron una dimensión histórica sin precedentes durante los siglos XVIII, XIX y XX, antes de que las potencias europeas entraran en una fase de autodestrucción genocida entre 1914 y 1945. Esas mismas potencias tuvieron que claudicar y acceder a las descolonizaciones de la década de 1950-1960 mientras, casi al mismo tiempo, las autoridades estadounidenses extendían por fin los derechos civiles a los descendientes de los esclavos. Con el comienzo del siglo XXI, apenas superado el temor a un apocalipsis nuclear, tras el colapso del mundo soviético en 1989-1991, y recién abolido el apartheid sudafricano en 1991-1994, el mundo entró en un nuevo letargo: el del calentamiento global y el repliegue identitario y xenófobo. Todo ello en el marco de un aumento inédito de las desigualdades socioeconómicas que, espoleadas por una ideología neopropietarista singularmente radical, empezó a tomar forma en la década de 1980-1990. Pretender que todos estos episodios históricos han sido necesarios e imprescindibles para el progreso humano no se sostiene. Otra evolución y otros regímenes desigualitarios podrían haber existido; otra evolución y otros regímenes más justos siguen pudiendo existir. 




			Si alguna lección podemos retener de los tres últimos siglos de historia mundial es que el progreso humano no es lineal. Sería un error partir de la hipótesis de que todo irá siempre a mejor y que la libre competencia entre las potencias estatales y los actores económicos es suficiente para llevarnos, como por arte de magia, a la armonía social y universal. El progreso humano existe, pero es un combate permanente que debe estar basado en un análisis razonado de las experiencias históricas pasadas, con todo lo positivo y negativo que éstas conllevan. 




			 




			
El regreso de las desigualdades: primeras referencias 




			 




			El aumento de las desigualdades socioeconómicas observado en la mayoría de los países y las regiones del planeta desde la década de 1980-1990 figura entre los cambios estructurales más inquietantes a los que el mundo se enfrenta a comienzos del siglo XXI. Es muy difícil imaginar soluciones a otros desafíos de nuestro tiempo, empezando por los climáticos y migratorios, si antes no somos capaces de reducir las desigualdades y construir un estándar de justicia económica que sea aceptado por la mayoría. 




			Empecemos por examinar la evolución de un indicador simple: la participación del decil superior (el 10 por ciento de la población con mayores ingresos) en la renta total. Hagámoslo para diferentes regiones del mundo desde 1980. En caso de igualdad social absoluta, esa participación debería ser del 10 por ciento; en caso de desigualdad absoluta, debería ser del cien por cien. En la práctica, la desigualdad está comprendida entre ambos extremos, como no podría ser de otro modo, aunque con variaciones considerables en el tiempo y en el espacio. Durante las últimas décadas, se observa una tendencia al aumento en casi todos los países. Si se comparan los casos de la India, Estados Unidos, Rusia, China y Europa, se constata que la participación del decil superior se situaba alrededor del 25-35 por ciento de la renta total en cada una de estas cinco regiones en 1980, frente al 35-55 por ciento en 2018 (véase el gráfico 0.3). Habida cuenta de la magnitud del cambio, es legítimo que nos preguntemos a dónde puede conducirnos una evolución como ésta. ¿Alcanzará la participación del decil superior el 55-75 por ciento de la renta total dentro de unas décadas? Cabe subrayar que la amplitud del aumento de las desigualdades varía considerablemente según las regiones, incluso en aquellas que registran un mismo nivel de desarrollo. Las desigualdades han aumentado más rápidamente en Estados Unidos que en Europa y con mayor fuerza en la India que en China. Los datos también indican que este aumento de las desigualdades se ha producido principalmente en detrimento del 50 por ciento más pobre, cuya participación en la renta total se situaba en torno al 20-25 por ciento en 1980 en las cinco regiones mencionadas, frente a no más del 15-20 por ciento en 2018 (apenas por encima del 10 por ciento en Estados Unidos, lo cual es particularmente inquietante).6 




			 




			Gráfico 0.3 




			El aumento de las desigualdades en el mundo (1980-2018) 
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			INTERPRETACIÓN: La participación del decil superior (el 10 por ciento de la población con mayor renta) en la renta nacional total se situaba entre el 26 y el 34 por ciento en 1980 en distintas regiones del mundo, frente al 37 y el 56 por ciento en las mismas regiones en 2018. El aumento de las desigualdades es generalizado en todos los niveles de desarrollo, aunque su amplitud varía mucho de unos países a otros. Es mayor en Estados Unidos que en Europa (Unión Europea), y en la India que en China. 




			 




			FUENTES Y SERIES: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. 




			 




			Desde una perspectiva temporal más amplia, se constata que las cinco grandes regiones del mundo representadas en el gráfico 0.3 atravesaron entre 1950 y 1980 una fase histórica relativamente igualitaria, antes de entrar en un período de aumento de las desigualdades a partir de 1980. La fase igualitaria 1950-1980 se dio con regímenes políticos distintos en cada región —regímenes comunistas en China y en Rusia, regímenes que podemos calificar de socialdemócratas en Europa y, en cierto modo, en Estados Unidos y en la India, aunque siguiendo modalidades muy diferentes que estudiaremos en detalle—, pero que tenían un punto en común: todos buscaban favorecer una relativa igualdad socioeconómica (lo cual no significa que otras desigualdades no jugaran un papel esencial). 




			Si se amplía la mirada a otras partes del mundo, se constata que existen regiones todavía más desigualitarias (véase el gráfico 0.4). En África subsahariana, por ejemplo, la participación del decil superior alcanza el 54 por ciento de la renta total (e incluso el 65 por ciento en el caso de Sudáfrica), el 56 por ciento en Brasil y el 64 por ciento en Oriente Próximo, que figura como la región más desigualitaria del mundo en 2018 (casi empatado con Sudáfrica), con una participación inferior al 10 por ciento de la renta total para el 50 por ciento más pobre de la población.7 Los orígenes de las desigualdades en estas regiones son extremadamente diversos: van desde las discriminaciones raciales y coloniales heredadas, incluyendo la esclavitud en algunos casos (en particular, en Brasil, Sudáfrica y Estados Unidos), hasta factores más «modernos» relacionados con la hiperconcentración de la riqueza petrolera y con su transformación en riqueza financiera en el caso de Oriente Próximo, a través de la intermediación de los mercados internacionales y de un sistema legal cada vez más sofisticado. El principal punto en común entre estos regímenes (Sudáfrica, Brasil, Oriente Próximo) es que están entre los más desigualitarios del mundo contemporáneo, con una participación del decil superior en torno al 55-65 por ciento de la renta total. Además, aunque los datos históricos sean imperfectos, todo parece indicar que estas regiones siempre han estado caracterizadas por un nivel de desigualdad elevado. Nunca han conocido una fase igualitaria «socialdemócrata» (y menos aún comunista). 




			En síntesis, asistimos a un aumento de las desigualdades en prácticamente todas las regiones del mundo desde 1980-1990, salvo en aquellas que no han dejado nunca de ser muy desigualitarias. Incluso las regiones que atravesaron un período de relativa igualdad entre 1950 y 1980 parecen estar aproximándose cada vez a los países más desigualitarios del mundo, aunque con diferencias considerables entre países. 




			 




			Gráfico 0.4 




			La desigualdad en diferentes regiones del mundo en 2018 
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			INTERPRETACIÓN: En 2018, la participación del decil superior (el 10 por ciento de la población con mayor renta) en la renta nacional era del 34 por ciento en Europa, 41 por ciento en China, 46 por ciento en Rusia, 48 por ciento en Estados Unidos, 54 por ciento en África subsahariana, 55 por ciento en la India, 56 por ciento en Brasil y 64 por ciento en Oriente Próximo. 




			 




			FUENTES Y SERIES: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. 




			 




			
La curva del elefante: debatir serenamente sobre la mundialización 




			 




			El aumento de las desigualdades desde 1980 es un fenómeno actualmente bien documentado y reconocido. No obstante, el hecho de estar de acuerdo con esta premisa no implica que exista un consenso sobre las soluciones: la clave no es tanto el nivel de desigualdad, sino más bien su origen y su esquema de justificación. Por ejemplo, es posible argumentar que el nivel de desigualdad monetaria era artificial y excesivamente bajo en los regímenes comunistas ruso y chino en 1980, por lo que el aumento de la desigualdad de rentas observado desde la década de 1980-1990 en estos dos países no tiene nada de malo, sino que más bien habría contribuido a estimular la innovación y el crecimiento en beneficio de todos, incluidos los más necesitados (especialmente en China, donde la pobreza ha disminuido drásticamente). Un argumento de estas características podría ser aceptable, a condición de que se utilice con moderación y clarividencia, como resultado del examen detallado de los elementos de análisis disponibles. Así, por ejemplo, la apropiación de riquezas naturales o de antiguas empresas públicas por parte de oligarcas rusos o chinos (que no siempre han demostrado una gran capacidad de innovación, excepto quizá para imaginar entramados legales y fiscales que permitan blindar sus apropiaciones) en los años 2000-2020 no se pueden justificar poniendo como excusa que las desigualdades monetarias eran exageradamente reducidas en 1980. 




			También podríamos utilizar este argumento en el caso de la India, Europa y Estados Unidos. Como el nivel de igualdad entre 1950 y 1980 era excesivo, se hizo necesario actuar en beneficio de los más pobres. Este argumento presenta debilidades más evidentes todavía que en el caso de Rusia y China. No puede emplearse por defecto para justificar cualquier aumento de las desigualdades sin haber examinado antes cada caso en cuestión. Por ejemplo, el crecimiento económico estadounidense, como también ocurrió con el europeo, fue más intenso en el período igualitario de 1950-1980 que durante el período siguiente, que estuvo caracterizado por un aumento de las desigualdades de dudosa utilidad social. El aumento de las desigualdades observado desde 1980 en Estados Unidos, mayor que el registrado en Europa, no ha generado un crecimiento económico suplementario y, en cualquier caso, no ha beneficiado al 50 por ciento más pobre, que ha sufrido un estancamiento total de su nivel de vida en términos absolutos y un hundimiento en términos relativos. Algo similar sucede en la India en comparación con China. El aumento de las desigualdades observado desde 1980 en la India, mayor que el registrado en China, ha venido acompañado de un crecimiento económico considerablemente más débil, lo que ha penalizado doblemente al 50 por ciento más pobre de la población india: menor crecimiento económico y menor participación en la renta nacional. Por frágiles que sean estos argumentos, basados en la idea de una reducción excesiva de las desigualdades entre 1950 y 1980 y de un crecimiento útil de las desigualdades desde entonces, deben tomarse en serio; al menos hasta cierto punto, razón por la cual los examinaremos de forma detallada en este libro. 




			Una manera particularmente elocuente de ilustrar la distribución del crecimiento global desde 1980 y la complejidad de las trasformaciones sociales en curso consiste en relacionar la posición de cada país en la clasificación mundial de renta con la tasa de crecimiento económico observada en cada caso. Se obtiene así lo que podemos llamar la «curva del elefante» (véase el gráfico 0.5).8 Los niveles de renta comprendidos entre los percentiles 60 y 90 de la distribución mundial (los que no están ni entre el 60 por ciento de los ingresos más bajos del planeta, ni entre el 10 por ciento de los ingresos más elevados), intervalo que corresponde grosso modo a las clases medias y populares de los países ricos, han sido los grandes olvidados del crecimiento mundial durante el período 1980-2018. En cambio, este crecimiento ha beneficiado considerablemente a otros grupos, de mayor y menor renta: por una parte, a los hogares de países pobres y emergentes (la espalda del elefante, en particular entre los percentiles 20 y 40) y, por otra parte, a los hogares más ricos de los países ricos del planeta, que han sido los grandes beneficiados (la parte superior de la trompa, más allá del percentil 99; esto es, el 1 por ciento de los hogares con ingresos más elevados del mundo y, especialmente, el 0,1 por ciento y 0,01 por ciento más rico). Si la distribución mundial de la renta estuviese en una situación de equilibrio, esta curva tendría que ser plana: todos los percentiles deberían progresar, en promedio, al mismo ritmo. Seguiría habiendo ricos y pobres, así como individuos que mejorarían o empeorarían notablemente su situación, pero la renta media de los distintos percentiles progresaría al mismo ritmo.9 El crecimiento mundial se asemejaría entonces a «una marea creciente que levanta todos los barcos» («a  rising tide that lifts all boats»), retomando la expresión anglosajona utilizada en la posguerra para describir un crecimiento que beneficia en proporciones similares a toda la población, con independencia del nivel de renta. El hecho de que se aleje tanto de una línea horizontal ilustra la magnitud de los cambios en curso. 




			 




			Gráfico 0.5 




			La curva del elefante de las desigualdades mundiales  (1980-2018) 
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			INTERPRETACIÓN: El 50 por ciento de los habitantes con menor renta del mundo ha experimentado un aumento importante de su poder adquisitivo entre 1980 y 2018 (entre +60 y +120 puntos porcentuales); el 1 por ciento más rico del mundo ha experimentado un crecimiento todavía mayor (entre +80 y +240 puntos porcentuales); las rentas intermedias, en cambio, han experimentado un crecimiento más modesto. En resumen: las desigualdades entre la parte inferior y la parte intermedia de la distribución mundial han disminuido, mientras que han aumentado entre la parte intermedia y la parte superior. 




			 




			FUENTES Y SERIES: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. 




			 




			La «curva del elefante» es fundamental, ya que permite comprender mejor el difícil debate público en torno a la mundialización. Algunos se maravillan ante la reducción de las desigualdades y de la pobreza mundial que habría sido posible gracias al formidable crecimiento de los países menos avanzados; mientras otros se lamentan del aumento masivo de las desigualdades que habría sido originado, de forma inexorable, por los excesos del hipercapitalismo mundializado. En realidad, ambos discursos tienen una parte de verdad. Las desigualdades han disminuido entre la parte baja y la parte media de la distribución, mientras que han aumentado entre la parte media y la parte alta. Estos dos aspectos de la mundialización son tan reales el uno como el otro. No se trata de negar ninguno de lo dos, sino más bien de encontrar el modo de conservar los aspectos positivos de la mundialización desprendiéndose de los negativos. También es importante tener en cuenta la importancia del lenguaje y de los procesos cognitivos empleados. Si describiésemos las desigualdades con un indicador único, como el coeficiente de Gini, entonces podríamos tener la impresión de que nada ha cambiado, precisamente porque no estaríamos poniendo los medios para analizar cambios que son complejos y multidimensionales. En ese caso estaríamos obviando que existen diferentes variables cuyos impactos, de distinto signo, acabarían diluidos en ese único indicador. Por este motivo no recurriré en este libro a ese tipo de indicadores «sintéticos». Trataré de describir con cuidado las desigualdades y sus respectivas evoluciones, distinguiendo claramente los diferentes deciles y percentiles de renta y patrimonio y, por lo tanto, los distintos grupos sociales implicados.10 




			Hay quien puede tener la tentación de reprochar a la «curva del elefante» que concede una importancia visual excesiva a ese 1 por ciento o 0,1 por ciento de la población mundial que se ha enriquecido en el extremo superior de la distribución. En lugar de azuzar estúpidamente la envidia y la codicia hacia grupos tan minúsculos, ¿no deberíamos más bien sentirnos satisfechos del crecimiento observado en la parte baja de la distribución? En realidad, las investigaciones más recientes no sólo han confirmado la pertinencia de este enfoque, sino que además han mostrado que la trompa del elefante tiene una pendiente mayor de lo que se había estimado inicialmente. Se constata así que, a lo largo del período 1980-2018, la parte del crecimiento mundial captada por el 1 por ciento más rico de la población es del 27 por ciento, frente al 13 por ciento en el caso del 50 por ciento más pobre (véase el gráfico 0.5). Dicho de otro modo, es cierto que el extremo superior de la distribución afecta a una pequeña parte de la población, pero también lo es que esta pequeña parte de la población se ha apropiado de una parte paquidérmica del crecimiento; en concreto, más del doble que la parte destinada a los 3.500 millones de personas que conforman la mitad más pobre del mundo.11 Esto significa, entre otras cosas, que un modelo de crecimiento ligeramente menos favorable a los más ricos habría permitido (podría hacerlo en un futuro) una reducción de la pobreza mundial bastante más rápida. 




			Una vez más, este tipo de datos tienen el interés de avivar el debate, pero no van a resolverlo. Todo depende del origen de las desigualdades y de su justificación. La clave consiste en saber hasta qué punto es posible justificar el crecimiento de la renta del extremo superior de la distribución apelando a los múltiples beneficios que aportan los más ricos al resto de la sociedad. Si creemos realmente que el aumento de las desigualdades permite que aumente tanto la renta como las condiciones de vida del 50 por ciento más pobre de la población, entonces es posible justificar que el 1 por ciento más rico concentre el 27 por ciento del crecimiento mundial, o incluso más (por qué no el 40 por ciento, el 60 por ciento o el 80 por ciento). El análisis de algunos casos significativos, en particular de la comparación entre Estados Unidos y Europa y entre la India y China, no apuesta en absoluto por este tipo de interpretación, ya que los países en donde las élites económicas se han enriquecido de forma más notable no son aquellos en los que los más pobres han conseguido prosperar más. Al contrario, estas comparaciones sugieren que la parte del crecimiento mundial captada por el 1 por ciento más rico habría podido reducirse al 10-20 por ciento, o incluso menos, y permitir un fuerte aumento de la parte que comparte el 50 por ciento más pobre de la población. Es un tema lo suficientemente importante como para dedicarle un análisis más detallado. En cualquier caso, a la vista de estos datos, resulta difícil afirmar que solamente existe una manera de organizar la mundialización y que, además, la parte que recibe el 1 por ciento más rico de la población debe ser precisamente el 27 por ciento de la renta mundial (frente al 13 por ciento que recibe el 50 por ciento más pobre), ni más ni menos. La mundialización ha traído consigo deformaciones considerables de la distribución de la renta que no podemos ignorar con el argumento de que sólo el crecimiento total tiene importancia. De un modo u otro, debe tener lugar un debate sobre las alternativas y las decisiones institucionales y políticas susceptibles de influir en el reparto del crecimiento mundial. 




			 




			
Sobre la justificación de la desigualdad extrema 




			 




			También veremos que, desde la década de 1980, las mayores fortunas del mundo han crecido todavía más de lo que lo han hecho las rentas situadas en el extremo superior de la distribución, tal y como se representa en el gráfico 0.5. En todas partes se ha producido un aumento extremadamente intenso de los grandes patrimonios, ya sean oligarcas rusos o magnates mexicanos, multimillonarios chinos o financieros indonesios, propietarios saudíes o ricos estadounidenses, industriales indios o inversores europeos. Se observan aumentos a ritmos mucho más elevados que el crecimiento de la economía mundial, alrededor de 3-4 veces más rápidos que el crecimiento económico registrado durante el período 1980-2018. Por definición, un fenómeno como éste no puede prolongarse de forma indefinida, salvo si aceptamos la idea de que la proporción de multimillonarios sobre el total de patrimonios mundiales tiende paulatinamente hacia el cien por cien, hipótesis difícil de sostener. La divergencia entre el aumento de las fortunas y el crecimiento mundial se prolongó durante la década que siguió a la crisis financiera de 2008, casi con la misma tendencia que durante el período 1990-2008, lo cual sugiere que nos encontramos frente a un cambio estructural de gran magnitud cuyo desenlace todavía no hemos presenciado.12 




			Frente a una dinámica tan espectacular, los discursos que justifican la desigualdad patrimonial extrema adquieren formas tan variadas como sorprendentes. En los países occidentales, se suele hacer una distinción muy fuerte entre, por una parte, los «oligarcas» rusos, los «petromultimillonarios» de Oriente Próximo y otros multimillonarios chinos, mexicanos, guineanos, hindúes o indonesios, de los que solemos considerar que no «merecen» realmente su fortuna, pues se supone que la han conseguido gracias a sus relaciones con los poderes estatales (por ejemplo, por apropiación indebida de recursos naturales o por la explotación de determinadas licencias) y consideramos que su opulencia no es útil para el crecimiento; y, por otra parte, los «empresarios» europeos y estadounidenses, sobre todo californianos, de quienes es frecuente oír alabanzas sobre sus infinitas contribuciones al bienestar mundial, llegando incluso a pensar que todavía deberían ser más ricos si el planeta en que vivimos supiese recompensarlos en su justa medida. Se diría que casi debemos prolongar nuestra deuda moral hacia ellos y transformarla en una deuda financiera contante y sonante; o cederles nuestro derecho al voto, algo que casi estamos rozando en algunos países. Este tipo de justificación de las desigualdades, que dice ser hipermeritocrático, es característico de Occidente e ilustra perfectamente la necesidad incontenible de las sociedades humanas de dar sentido a sus desigualdades, más allá incluso de lo razonable. De hecho, la casi beatificación de la fortuna no está exenta de contradicciones, algunas de ellas abismales. ¿Estamos seguros de que Bill Gates y los demás «tecnomultimillonarios» habrían podido desarrollar sus negocios sin la ayuda de los cientos de miles de millones de dinero público invertidos en formación y en investigación básica desde hace décadas? ¿Realmente creemos que su poder de mercado casi monopolístico y la captación de conocimiento público a través de patentes privadas habría podido prosperar utilizando otros medios que no fueran el apoyo activo del sistema legal y fiscal en vigor? 




			Éste es el motivo por el cual la justificación de las desigualdades extremas utiliza a menudo un discurso menos grandilocuente, que insiste sobre todo en la necesidad de estabilidad patrimonial y en la protección de los derechos de propiedad. O, dicho de otro modo, puede que la desigualdad no sea totalmente justa, ni útil, sobre todo en los niveles observados, incluso en California, pero su cuestionamiento podría dar lugar a un efecto dominó cuyas consecuencias terminarían pagando los más pobres y la sociedad en su conjunto. Este argumento propietarista basado en la necesidad de estabilidad sociopolítica y de protección absoluta (a veces casi religiosa) de los derechos de propiedad adquiridos en el pasado jugaba ya un papel importante en la justificación de las enormes desigualdades que caracterizaban a las sociedades propietaristas que prosperaron en Europa y en Estados Unidos en el siglo XIX y a comienzos del siglo XX. También encontraremos el mismo argumento de la estabilidad en las sociedades trifuncionales y esclavistas. A esto hay que añadir, en la actualidad, el discurso sobre la supuesta ineficiencia del Estado, menos ágil y resolutivo que la filantropía privada, un argumento que también tuvo su papel en épocas anteriores, pero que ha adquirido otra dimensión en los últimos tiempos. Estos discursos son legítimos y deben ser escuchados, hasta cierto punto, pero trataré de demostrar que pueden ser superados, basándonos en las lecciones de la historia. 




			 




			
Aprender de la historia, aprender del siglo XX 




			 




			En general, en este libro veremos que para analizar los cambios que se han dado a finales del siglo XX y a comienzos del XXI, así como para extraer conclusiones útiles, es necesario contextualizar la historia de los regímenes e ideologías desigualitarias desde una perspectiva histórica, comparada y de largo plazo. El régimen desigualitario actual, que podemos calificar de neopropietarista, conserva huellas de todos los regímenes precedentes. No se puede estudiar correctamente el régimen desigualitario actual sin examinar previamente cómo las antiguas sociedades trifuncionales se transformaron en sociedades propietaristas en los siglos XVIII y XIX, cómo estas últimas se colapsaron en el siglo XX a consecuencia del desafío comunista y socialdemócrata, de las guerras mundiales y de la independencia de numerosas colonias tras varios siglos de dominación. Todas las sociedades humanas necesitan dar un sentido a sus desigualdades. Las justificaciones del pasado, cuando las estudiamos de cerca, no siempre son más descabelladas que las del presente. Examinándolas todas, en su contexto histórico concreto, teniendo en cuenta cómo han evolucionado con el paso del tiempo, es posible poner en perspectiva el régimen desigualitario actual y reflexionar sobre cuáles son las condiciones necesarias para su transformación. 




			Daremos una importancia particular a la caída de las sociedades propietaristas y coloniales en el siglo XX, caída que vino acompañada de una transformación radical de la estructura de las desigualdades y de su justificación. Los países de Europa occidental, empezando por Francia, el Reino Unido y Alemania que, justo antes del comienzo de la primera guerra mundial, eran países más desigualitarios que Estados Unidos, se volvieron menos desigualitarios durante el siglo XX. Esto se debió, en primer lugar, a que la reducción de las desigualdades a raíz de los enfrentamientos bélicos de 1914-1945 fue mayor en Europa; y, en segundo lugar, a que el incremento de las desigualdades desde la década de 1980 ha sido menos acusado que en Estados Unidos (véase el gráfico 0.6).13 Veremos que la fuerte compresión de las desigualdades que tuvo lugar entre 1914 y la década de 1950-1960 se explica, tanto en Europa como en Estados Unidos, por el impacto de un conjunto de transformaciones del sistema legal, social y fiscal, cuyo desarrollo se aceleró considerablemente debido a las guerras de 1914-1918 y 1939-1945, a la revolución bolchevique de 1917 y a la crisis de 1929, pero que en cierto modo estaban ya en gestación intelectual y política a finales del siglo XIX. Es posible imaginar que estas transformaciones se habrían producido de todos modos, quizá adoptando formas diferentes o a través de otras crisis. Los cambios históricos se producen cuando la evolución de pensamiento colectivo y la lógica de los acontecimientos van de la mano: uno no puede hacer nada sin el otro. Esta conclusión la vamos a encontrar una y otra vez; por ejemplo, cuando analicemos los acontecimientos de la Revolución francesa o los cambios en la estructura de la desigualdad en la India desde la época colonial hasta nuestros días. 




			Entre las transformaciones legales, fiscales y sociales puestas en marcha durante el siglo XX para reducir las desigualdades, cabe destacar el desarrollo a gran escala de un sistema de impuestos progresivos sobre la renta y sobre las herencias. Esto es, de un sistema fiscal que grava con tipos impositivos más elevados las rentas y las herencias más elevadas, mientras aplica tipos más bajos a las rentas y herencias más bajas. Esta innovación en la fiscalidad moderna tuvo su origen en Estados Unidos, que, en la época llamada Gilded Age (edad dorada), entre 1865 y 1900, y en la posterior etapa de la eclosión de los grandes patrimonios industriales y financieros de comienzos del siglo XX, se alarmaron ante la idea de convertirse en un país tan desigualitario como la Vieja Europa que, entonces, era percibida como oligarca y contraria al espíritu democrático estadounidense. Este invento también debe mucho al Reino Unido, que no sufrió la misma destrucción patrimonial que Francia y Alemania entre 1914 y 1945, pero que comenzó, en un marco político ya más distendido, a dar la espalda a un pasado fuertemente desigualitario, aristocrático y propietarista a través de impuestos progresivos sobre las rentas y las herencias. 




			 




			Gráfico 0.6 




			La desigualdad de 1900 a 2020: Europa, Estados Unidos y Japón 
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			INTERPRETACIÓN: La participación del decil superior (el 10 por ciento de la población con mayor renta) en la renta nacional total era del 50 por ciento aproximadamente en Europa occidental en 1900-1910, antes de reducirse al 30 por ciento aproximadamente en 1950-1980, para aumentar posteriormente y superar el 35 por ciento en 2010-2020. El incremento de las desigualdades ha sido mucho más acusado en Estados Unidos, donde la participación del decil superior se aproxima al 50 por ciento en 2010-2020 y supera el nivel de 1900-1910. Japón se encuentra en una situación intermedia entre la de Europa y Estados Unidos. 




			 




			FUENTES Y SERIES: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. 




			 




			En lo que concierne al impuesto sobre la renta, se constata por ejemplo que el tipo impositivo marginal más elevado (el tipo aplicado a las rentas más altas o, más correctamente, a la parte de las rentas más altas que sobrepasan cierto umbral), alcanzó una media del 81 por ciento en Estados Unidos entre 1932 y 1980, durante cerca de medio siglo, y una media del 89 por ciento en el Reino Unido, frente a «solamente» el 58 por ciento en Alemania y el 60 por ciento en Francia (véase el gráfico 0.7). Conviene precisar que estos tipos impositivos marginales no se aplican a otros impuestos como el de consumo y que, en el caso estadounidense, no incluyen el impuesto sobre la renta de cada estado federado (que, en la práctica, se sitúa en torno al 5-10 por ciento y se añade al tipo impositivo del impuesto federal). A la vista de los hechos, no parece que estos niveles superiores al 80 por ciento aplicados durante medio siglo hayan causado la destrucción del capitalismo estadounidense. Más bien todo lo contrario. 




			 




			Gráfico 0.7 




			El tipo máximo del impuesto sobre la renta (1900-2020) 
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			INTERPRETACIÓN: El tipo marginal máximo del impuesto sobre la renta (aplicable a las rentas más elevadas) en Estados Unidos entre 1900 y 1932 era el 23 por ciento, en promedio, frente al 81 por ciento entre 1932 y 1980 y el 39 por ciento entre 1980 y 2018. En los mismos periodos, el tipo máximo es 30, 89 y 46 por ciento en el Reino Unido, 18, 58 y 50 por ciento en Alemania, y 23, 60 y 57 por ciento en Francia. La progresividad fiscal fue máxima a mediados del siglo XX, particularmente en Estados Unidos y el Reino Unido. 




			 




			FUENTES Y SERIES: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. 




			 




			Veremos que la fuerte progresividad fiscal contribuyó de manera notable a reducir las desigualdades en el siglo XX. Analizaremos en detalle cómo fue cuestionado este logro durante la década de 1980, en particular en Estados Unidos y en el Reino Unido, así como las lecciones que se pueden extraer de las diferentes experiencias históricas nacionales. Para los republicanos estadounidenses adeptos a Ronald Reagan y para los conservadores británicos que seguían a Margaret Thatcher, el descenso espectacular de la progresividad fiscal se convirtió, cuando llegaron al poder tras las elecciones de 1979-1980, en la medida más emblemática de lo que después se conocería como la «revolución conservadora». Este giro político e ideológico de la década de 1980 tuvo un impacto considerable en la evolución de la progresividad fiscal y de las desigualdades, no sólo en el caso de estos dos países, sino también a nivel mundial; con el agravante de que este giro nunca fue puesto en cuestión por los gobiernos y movimientos políticos que han ido sucediéndose desde entonces en el poder. En Estados Unidos, el tipo impositivo del último tramo del impuesto federal sobre la renta ha fluctuado en torno al 30-40 por ciento desde finales de la década de 1980, mientras que en el Reino Unido se ha situado alrededor del 40-45 por ciento, con una ligera tendencia al alza desde la crisis de 2008. En ambos casos, los niveles observados en el período 1980-2018 son grosso modo la mitad de los aplicados durante los años 1932-1980; es decir, alrededor del 40 por ciento en lugar del 80 por ciento (véase el gráfico 0.7). 




			A ojos de los promotores y defensores de este cambio, la espectacular reducción de la progresividad fiscal se justificaba con el argumento de que los tipos impositivos más elevados habían alcanzado niveles desmesurados en ambos países entre 1950 y 1980. Según ciertos discursos, estos tipos impositivos habrían arruinado a los emprendedores anglosajones, contribuyendo así a que países de la Europa continental y Japón los alcanzasen (tema muy presente en las campañas electorales estadounidenses y británicas de los años 1970 y 1980). Con la perspectiva que da el tiempo, más de tres décadas después, considero que esta tesis ha envejecido mal y merece un nuevo análisis. La recuperación económica de los años 1950-1980 puede explicarse por muchos otros factores, empezando por el hecho de que Alemania, Francia, Suecia o Japón partían con un considerable retraso en 1950 en comparación con los países anglosajones (sobre todo, con Estados Unidos), por lo que era casi inevitable que creciesen a mayor velocidad durante las décadas siguientes. El fuerte crecimiento de estos países también pudo verse favorecido por un cierto número de factores institucionales, en particular por las políticas educativas y sociales relativamente ambiciosas e igualitarias que se pusieron en marcha en Europa tras la segunda guerra mundial. Estas políticas permitieron una recuperación educativa particularmente rápida en comparación con Estados Unidos, y dejaron atrás de manera indiscutible al Reino Unido, que arrastraba un retraso histórico cada vez más importante en términos de formación desde finales del siglo XIX (el país jamás se enfrentó a este problema como hubiera podido hacerlo). Además, es preciso insistir en un hecho: el crecimiento de la productividad fue en realidad sensiblemente más elevado en Estados Unidos y en el Reino Unido durante el período 1950-1990 de lo que lo ha sido durante los años 1990-2020, lo cual deja serias dudas sobre las virtudes dinamizadoras de la reducción de tipos impositivos en los tramos de renta más elevados. 




			Es lícito pensar que la reducción de la progresividad fiscal decidida en la década de 1980 ha contribuido, sobre todo, al aumento sin precedentes de las desigualdades en Estados Unidos y en el Reino Unido durante el período 1980-2018. También ha contribuido al hundimiento de la participación de los hogares más desfavorecidos en la renta nacional, así como al aumento del sentimiento de abandono de las clases medias y populares y a las actitudes de repliegue identitario y xenófobo que se manifestaron de forma tan abrupta en ambos países en 2016, con el referéndum sobre la salida de la Unión Europea (el brexit) y la elección de Donald Trump. En cualquier caso, estas experiencias pueden utilizarse para replantearse formas más ambiciosas de progresividad fiscal en el siglo XXI, no sólo sobre las rentas, sino también sobre la riqueza, tanto en los países ricos como en los países pobres, que han sido las primeras víctimas de la competencia fiscal y la falta de transparencia financiera internacional. La libre circulación de capitales sin control y sin intercambio de información entre administraciones fiscales ha sido uno de los factores que explican la persistencia y la dimensión internacional de la revolución fiscal conservadora de los años 1980-1990. Ha tenido un impacto extremadamente negativo en el proceso de construcción del Estado y de una fiscalidad legítima global. En realidad, debemos cuestionarnos por qué las coaliciones socialdemócratas de la posguerra han sido incapaces de responder a este reto; en concreto, por qué han sido incapaces de abordar a escala transnacional tanto la problemática de la progresividad fiscal como la noción de propiedad privada temporal, que es a donde nos conduciría la aplicación de un impuesto suficientemente progresivo sobre las grandes fortunas. Esta limitación programática, intelectual e ideológica es una de las razones de fondo que explican el agotamiento actual de la evolución histórica hacia la igualdad y el aumento de las desigualdades. 




			 




			
Sobre la glaciación ideológica y las nuevas desigualdades educativas 




			 




			Para comprender el alcance de los cambios en curso, nos hará falta analizar también las transformaciones políticas e ideológicas que afectan a aquellas instituciones sociales que permiten la reducción y la regulación de las desigualdades. Esto concierne, sobre todo, al reparto del poder económico y a la participación de los asalariados en las instancias decisorias y en las estrategias de las empresas, cuestión a la que muchos países (como Alemania o Suecia) han buscado soluciones innovadoras desde la década de 1950, aunque realmente no se haya profundizado en ellas hasta hace poco. Por ejemplo, hasta la década de 1980, los laboristas británicos y los socialistas franceses favorecieron un programa centrado en las nacionalizaciones, antes de abandonar de forma repentina cualquier iniciativa de ese tipo tras la caída del Muro de Berlín y el final del comunismo en Europa. Esta falta de ambición se explica, en gran medida, por la ausencia generalizada de una reflexión global sobre la superación de la propiedad exclusivamente privada. 




			De hecho, la guerra fría no sólo tuvo el impacto sobre el sistema de relaciones internacionales que todos conocemos. También contribuyó a congelar toda reflexión sobre la superación del capitalismo, algo que se abandonó por completo tras la caída del Muro de Berlín, en un ambiente de euforia anticomunista, hasta la Gran Recesión de 2008. El debate en torno a un mejor anclaje social de las fuerzas económicas es, por lo tanto, relativamente reciente. 




			Lo mismo sucede con la inversión en educación y el acceso a la formación superior. Lo más chocante del aumento de las desigualdades en Estados Unidos es el hundimiento de la participación del 50 por ciento más pobre en la renta nacional, que ha pasado de un 20 por ciento en 1980 a poco más del 12 por ciento en 2018. Una caída tan acusada, partiendo de un nivel que no era de por sí demasiado elevado, sólo puede explicarse conjugando una multitud de factores, empezando por la evolución de las reglas sociales y salariales (como la fuerte caída del salario mínimo federal en términos reales experimentada desde 1980) y siguiendo por las fortísimas desigualdades de acceso a la educación. Desde este punto de vista, es sorprendente constatar hasta qué punto las oportunidades de acceso a los estudios universitarios en Estados Unidos están determinadas por la renta familiar. Cruzando información sobre los estudiantes y las declaraciones de renta de sus padres, diversos estudios han podido demostrar que la probabilidad de acceder a los estudios superiores (incluidos los diplomas cortos de dos años) apenas superaba el 20 por ciento en 2010 para los estudiantes de familias en el 10 por ciento inferior de la distribución de rentas. Esta probabilidad se eleva a más del 90 por ciento, casi de forma lineal, para los jóvenes pertenecientes a familias situadas en el 10 por ciento superior de la distribución de rentas (véase el gráfico 0.8).14 Asimismo, conviene señalar que tampoco tienen acceso al mismo tipo de estudios superiores. La concentración de la inversión educativa y de la financiación en los planes de estudio más elitistas es particularmente extrema en Estados Unidos, con una gran opacidad en los procedimientos de admisión y una ausencia casi total de regulación pública. 




			 




			Gráfico 0.8 Ingresos parentales y acceso a la universidad,  Estados Unidos (2014) 
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			INTERPRETACIÓN: En 2014, en Estados Unidos, la tasa de acceso a la educación superior (porcentaje de personas entre 19 y 21 años matriculadas en alguna universidad, college o cualquier otro establecimiento de educación superior) era apenas el 30 por ciento para los hijos del 10 por ciento de las familias con menos recursos, y más del 90 por ciento para los hijos del 10 por ciento de las familias más ricas. 




			 




			FUENTES Y SERIES: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. 




			 




			Estos resultados son sorprendentes, porque ilustran el gran abismo que puede llegar a existir entre las proclamaciones meritocráticas oficiales (que tanto insisten en la importancia de la igualdad de oportunidades, al menos desde un punto de vista teórico y retórico) y la realidad a la que se enfrentan las clases más desfavorecidas en términos de acceso a la educación superior. Veremos que las desigualdades de acceso y de financiación de la educación son algo menos extremas en Europa y en Japón, y que esto puede contribuir a explicar la gran divergencia entre altos y bajos ingresos observada en Estados Unidos. Sin embargo, la cuestión de las desigualdades educativas y de la ausencia de transparencia democrática en este sentido es un factor que afecta a todos los países y que forma parte de los fracasos socialdemócratas más relevantes. 




			 




			
El regreso de las élites múltiples y las dificultades para una coalición igualitaria 




			 




			En este libro intentaremos comprender mejor bajo qué condiciones lograron formarse las coaliciones políticas igualitarias que, a mediados del siglo XX, lograron reducir las desigualdades heredadas del pasado, por qué terminaron por agotarse y bajo qué condiciones nuevas coaliciones igualitarias podrían surgir en el siglo XXI. 




			En primer lugar, es preciso subrayar que las coaliciones redistributivas de tipo socialdemócrata que lograron imponerse a mediados del siglo XX tenían una dimensión que no se limitaba al ámbito electoral, institucional y de partidos, sino que era sobre todo intelectual e ideológica. Dicho de otro modo, el combate se llevó a cabo principalmente en el terreno de las ideas. Fue esencial, por supuesto, que estas coaliciones se materializaran en partidos y se presentaran a elecciones concretas, tanto si hablamos de los partidos auténtica y explícitamente «socialdemócratas» (como el SAP en Suecia o el SPD en Alemania, que asumieron importantes responsabilidades desde los años 1920-1930),15 como si hablamos de formaciones como el Partido Laborista en el Reino Unido (que obtuvo mayoría absoluta en las históricas elecciones de 1945), o del Partido Demócrata en Estados Unidos (en el poder desde 1942 hasta 1952, con Franklin D. Roosevelt y, posteriormente, con Harry S. Truman), o de las diversas alianzas entre socialistas y comunistas en Francia (en el poder en 1936 y en 1945) y en otros países. Más allá de su materialización en casos específicos, lo cierto es que la verdadera toma de poder se dio primero en el plano ideológico e intelectual. Se trataba de coaliciones de ideas basadas en programas de reducción de las desigualdades y de transformación profunda del sistema legal, fiscal y social que terminarían por extenderse al conjunto de fuerzas políticas en el período 1930-1980, incluyendo a los partidos situados más a la derecha en el tablero político de la época. Esta transformación se apoyó, naturalmente, en las estrategias de movilización puestas en marcha por los partidos socialdemócratas (en sentido amplio), pero, sobre todo, en la participación de amplios sectores de la sociedad (sindicatos, militantes, medios, intelectuales, etc.) y en la transformación de la ideología dominante que, a lo largo de todo el siglo XIX y hasta el comienzo del XX, asumía el dogma casi religioso del mercado, de la desigualdad y de la propiedad. 




			La emergencia de estas coaliciones y el cambio de visión sobre el papel del Estado se explica, fundamentalmente, por la pérdida de legitimidad del sistema de propiedad privada y de libre competencia. En un primer momento, esto ocurrió de forma gradual en el siglo XIX y comienzos del XX, debido a la enorme concentración de riqueza generada por el crecimiento industrial y al sentimiento de injusticia nacido de estos cambios. A continuación, sucedió de forma más acelerada, como consecuencia de las guerras mundiales y de la crisis de la década de 1930. La existencia de un contramodelo comunista en la Unión Soviética jugó un papel esencial. Por una parte, imponiendo una agenda redistributiva ambiciosa a los actores y partidos conservadores, que a menudo no la deseaban realmente; por otra parte, acelerando el proceso de descolonización de los imperios europeos y la extensión de derechos civiles en Estados Unidos. 




			Cuando se examina la evolución de la estructura de los electorados socialdemócratas desde 1945 choca constatar hasta qué punto ésta se ha ido transformando, tanto en Europa como en Estados Unidos, siguiendo un mismo patrón. No es algo evidente que esta evolución sea similar en ambos casos, si tenemos en cuenta las diferencias entre los orígenes históricos del sistema de partidos a cada lado del Atlántico. En la décadas de 1950-1970, el voto al Partido Demócrata en Estados Unidos era particularmente elevado entre los electores con un menor nivel de estudios y provenientes de hogares con menores ingresos. El voto republicano era, al contrario, más importante entre los electores con estudios y entre los hogares con patrimonios e ingresos más elevados. Encontramos la misma estructura en Francia, en proporciones prácticamente idénticas: en los años 1950-1970, los partidos socialistas, comunistas y radicales atraían más votos provenientes de electores con menos estudios, menores rentas y patrimonios más modestos; sucedía lo contrario en el caso de los partidos de centroderecha y los de derecha de diversas tendencias. Esta estructura electoral empezó a transformarse a finales de la década de 1960 y a comienzos de la de 1970. A partir de 1980-2000, la estructura cambia notablemente, una vez más de forma prácticamente idéntica en Estados Unidos y en Francia: el voto demócrata, como ocurre con el socialista o el comunista, se convierte en el preferido entre los electores con mayor nivel de estudios, aunque sigue siendo débil entre los electores de rentas altas. Quizá estemos en vísperas de un nuevo cambio: en las elecciones presidenciales estadounidenses de 2016, por primera vez, no sólo los electores con mayor nivel de estudios optaron por votar al Partido Demócrata, sino que también lo hicieron los electores con mayor nivel de renta, lo que supone un vuelco total de la estructura social del voto en comparación con las décadas de 1950-1970 (véase el gráfico 0.9). 




			Dicho de otro modo, la transformación de los ejes izquierda-derecha característicos de la posguerra, de cuya confrontación nace la reducción de las desigualdades a mediados del siglo XX (las elecciones celebradas en Estados Unidos y en Francia en 2016 y 2017 son una muestra del avance de esta transformación), es un fenómeno que viene de lejos y que sólo puede ser analizado desde una perspectiva de largo plazo. 




			Veremos, además, transformaciones similares con el voto laborista en el Reino Unido y con el voto socialdemócrata en sentido amplio en Europa.16 En las décadas de 1950-1980, el voto socialdemócrata era el voto del partido de los trabajadores. A partir de los años 1990-2010 se convirtió en el voto de los electores con estudios. Veremos, sin embargo, que los votantes más acomodados siguen sin fiarse de los partidos socialdemócratas, laboristas y socialistas, algo que también ocurre con el voto demócrata en Estados Unidos (a pesar de que en ambos casos sucede cada vez con menos claridad). La clave a tener en cuenta es que las diferentes dimensiones de la desigualdad social (nivel de estudios, renta, riqueza, etc.) siempre han estado vinculadas entre sí, pero únicamente de forma parcial: tanto en las décadas de 1950-1980 como en las de 2000-2020 existe una parte del electorado socialdemócrata que se caracteriza por una posición en el nivel de estudios más elevada que la relativa a su patrimonio, y al revés.17 El cambio ha consistido en que las organizaciones y las coaliciones políticas en liza han adquirido la capacidad de unir o, al contrario, de enfrentar diferentes dimensiones de la desigualdad social. 




			 




			Gráfico 0.9 La transformación del tablero político y electoral  (1945-2020): ¿emergencia de un sistema de élites múltiples? 
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			INTERPRETACIÓN: En las décadas de 1950-1970, el voto al Partido Demócrata en Estados Unidos y a los partidos de izquierda en Francia (socialistas, comunistas, radicales y ecologistas) estaba asociado con los electores con menor nivel de estudios e ingresos; en los años 1980-2000 lo estaba con los electores con mayor nivel de estudios; en la década de 2010-2020 parece estar vinculándose también con los electores con mayor nivel de ingresos (especialmente en Estados Unidos). 




			 




			FUENTES Y SERIES: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. 




			 




			En concreto, en el período 1950-1980, estas dimensiones estaban políticamente alineadas: las personas que ocupaban posiciones menos elevadas en la jerarquía social tendían a votar por un mismo partido o coalición, fuera cual fuese la dimensión considerada (nivel de estudios, renta o riqueza) y el hecho de estar mal posicionado en diferentes dimensiones producía efectos acumulativos en el voto. La estructura del conflicto político era «clasista», en la medida en que enfrentaba a las clases sociales más modestas con las más acomodadas, con independencia de cómo se definiese la identidad de clase (identidad que sigue siendo profundamente compleja y multidimensional en la práctica, lo cual tiende a complicar la formación de coaliciones mayoritarias). 




			Al contrario, desde los años 1980-2000, las distintas dimensiones de la desigualdad social han dejado de estar alineadas. La estructura del conflicto político corresponde a lo que podríamos describir como un sistema «de élites múltiples»: un partido o una coalición atrae los votos del electorado con estudios (la élite intelectual y cultural), mientras que otro partido o coalición seduce a los votantes con mayor nivel de renta y/o riqueza (la élite mercantil y financiera). Entre las múltiples dificultades que surgen de esta situación se encuentra, sobre todo, el hecho de que la estructura del conflicto político hace que todo aquel que no es titular de un diploma superior ni posee un patrimonio o unos ingresos elevados puede sentirse abandonado. Esto explicaría por qué la participación electoral de los grupos sociales que disponen del menor nivel de estudios, ingresos y riqueza se ha hundido en las últimas décadas, cuando era la misma que en los demás grupos durante los años 1950-1970. Si queremos entender el aumento del «populismo» (término comodín, a menudo utilizado por las élites para descalificar movimientos políticos sobre los que no logran ejercer suficiente poder), resulta necesario analizar este aumento en potencia del «elitismo» dentro de las estructuras partidistas. También conviene destacar que el sistema de élites múltiples no está del todo desvinculado del Antiguo Régimen trifuncional, basado en el equilibrio entre las élites dominantes, a pesar de que las formas de legitimidad hayan cambiado, como es evidente. 




			 




			
Replantearse la propiedad justa,  la educación justa, las fronteras justas 




			 




			Intentaremos profundizar en la comprensión de los orígenes y de las implicaciones de las transformaciones políticas y electorales desde los años 1950-1970 en adelante. Pero, digámoslo abiertamente: se trata de una evolución compleja que puede ser, al mismo tiempo, causa o consecuencia del aumento de las desigualdades. Sería necesario realizar muchos más estudios y contar con otro material, además del que he podido reunir en esta obra, para poder analizar estos cambios de forma plenamente satisfactoria. Es posible, en primer lugar, ver en esta evolución la consecuencia de la «revolución conservadora» de la década de 1980 y del movimiento de desregularización social y financiera consiguiente, al que los socialdemócratas contribuyeron de manera notable por no haber pensado lo suficiente en un modelo alternativo de organización de la economía global y en la superación del Estado nación. Es así como los antiguos partidos y coaliciones socialdemócratas fueron abandonando de forma progresiva toda ambición seria en términos de redistribución y de reducción de las desigualdades, en parte debido a la competencia fiscal creciente entre países y a la libre circulación de bienes y capitales (que ellos mismos fomentaron, sin la contrapartida de nuevas reglas fiscales y sociales comunes). Como consecuencia, perdieron el apoyo de los electores menos favorecidos, lo que les llevó a concentrar su atención en el electorado con más estudios, constituido principalmente por quienes se beneficiaban en primer lugar de la mundialización que estaba teniendo lugar. 




			También podemos considerar que el aumento de la fracturas raciales y étnico-religiosas —al principio en Estados Unidos, como consecuencia del movimiento de los civil rights en la década de 1960, y más tarde en Europa, cuando los conflictos en torno a cuestiones migratorias y poscoloniales empezaron a endurecerse en la década de 1980-1990— fue lo que provocó la fragmentación de las clases populares y lo que condujo a una explosión gradual de la coalición igualitaria de los años 1950-1980, con el abandono paulatino de una parte de las clases populares blancas o autóctonas que se decantaron por votos xenófobos y «nativistas».18 Según la primera explicación, los socialdemócratas habrían abandonado a las clases populares; según la segunda, se habría producido exactamente lo contrario. 




			Todas estas explicaciones tienen sin duda una parte de verdad, pero el análisis de cada caso y las distintas cronologías sugieren que pueden englobarse en un mismo factor: la incapacidad de la coalición igualitaria socialdemócrata de la posguerra para profundizar y renovar su programa y su ideología. Antes que culpar a la mundialización liberal (que no surgió de la nada) o al supuesto racismo popular (que no es más espontáneo que el mostrado por las élites), es más constructivo explicar estos cambios a través de la ideología y, en este caso concreto, a través de la debilidad ideológica de la coalición igualitaria. 




			Esta debilidad afecta sobre todo a la incapacidad de concebir y organizar la redistribución y la progresividad fiscal a escala transnacional, cuestión que fue arrinconada por los socialdemócratas en la época del Estado nación redistributivo (que triunfó en la posguerra) y que no han hecho propia hasta el momento, ni en el marco de la Unión Europea ni a nivel mundial. Esto también atañe a las dificultades encontradas por la socialdemocracia para incorporar la cuestión de la diversidad de orígenes al debate sobre la desigualdad social, una cuestión que no se planteó hasta los años 1960-1970, en la medida en que la población con diferentes orígenes geográficos, raciales o étnico-religiosos apenas era significativa en el seno de una misma sociedad, salvo en el caso de las relaciones transfronterizas o de dominación colonial. En el fondo, estas dos debilidades plantean la misma cuestión: la de las fronteras de la comunidad humana a la que nos vinculamos para organizar la vida colectiva y, en concreto, para reducir las desigualdades y construir un estándar de igualdad que sea aceptado por la mayoría. El aumento exponencial de las relaciones de todo tipo entre las diferentes partes del mundo, particularmente como resultado de los avances en las tecnologías de transporte y comunicación, obliga a replantearse la idea de justicia social en un marco explícitamente transnacional y mundial.  




			Veremos también que, desde el fracaso comunista, el programa socialdemócrata no ha vuelto a reflexionar sobre qué se puede entender por propiedad justa. El consenso socialdemócrata de posguerra se construyó precipitadamente, y las cuestiones ligadas a la fiscalidad progresiva, a la propiedad temporal y a la distribución del capital (por ejemplo, a través de una dotación universal financiada a través de un impuesto progresivo sobre el patrimonio y las herencias), de reparto del poder y la propiedad social dentro de las empresas (cogestión, autogestión), de democracia presupuestaria y de propiedad pública nunca llegaron a analizarse y a experimentarse de forma global y coherente. El hecho de que los estudios superiores dejasen de estar reservados a una élite muy reducida, algo que de por sí ya constituye una evolución, hizo más justo el sistema educativo. Hubo una verdadera revolución de la educación primaria y, posteriormente, de la educación secundaria, con un programa igualitario relativamente simple en materia educativa: bastó que el Estado dedicase los medios necesarios para que la totalidad de una generación llegase al final de la educación primaria y, más tarde, de la secundaria. En el caso de los estudios superiores fue más complejo definir un objetivo igualitario. No tardaron en desarrollarse diversas ideologías que decían estar basadas en la igualdad de oportunidades pero que, en realidad, estaban orientadas a ensalzar los méritos de los vencedores del sistema educativo, lo que terminó por reforzar el vínculo entre el nivel de renta y la probabilidad de acceso a los estudios superiores, de manera particularmente hipócrita (véase el gráfico 0.8). La incapacidad de los socialdemócratas para convencer a las clases más desfavorecidas de que realmente se preocupaban por sus hijos y por su educación tanto como por los suyos propios y por los planes de estudio elitistas (nada sorprendente, ya que jamás desarrollaron una política justa y transparente en la materia) explica en gran medida por qué se convirtieron en el partido de los electores con estudios.  




			En la última parte de este libro trataré de analizar estas cuestiones a partir de experiencias históricas concretas, así como de estudiar los mecanismos institucionales que permiten abordar las condiciones para la existencia de una propiedad justa, de una educación justa y de unas fronteras justas. Estas conclusiones deberán tomarse como lo que son: lecciones imperfectas, frágiles y provisionales que permiten esbozar el contorno de un socialismo participativo y de un federalismo social basado en las lecciones de la historia. Sobre todo, me gustaría insistir en una de las principales moralejas del relato histórico que encontrarán en las siguientes páginas y que constituye la trama principal de este libro: las ideas y las ideologías cuentan en la historia, pero no más que el curso de los acontecimientos, la experimentación institucional y, a menudo, las crisis más o menos violentas. Dada la profunda transformación política y electoral, no es muy probable que una nueva coalición igualitaria pueda volver a emerger algún día sin una redefinición radical de su base programática, ideológica e intelectual. 




			 




			
La diversidad del mundo y la evolución a largo plazo 




			 




			Antes de abordar el análisis de las trasformaciones en curso, este libro ofrece un largo recorrido por la historia de los regímenes desigualitarios. Es necesario estudiar previamente cómo las antiguas sociedades trifuncionales se transformaron en sociedades propietaristas. También es importante saber de qué manera las potencias propietaristas y coloniales europeas alteraron la evolución de las sociedades trifuncionales en otros lugares del mundo. En los apartados anteriores ya he hecho un primer boceto de las razones que hacen indispensable adoptar una perspectiva de largo plazo. Esto nos permitirá, ante todo, hacernos una idea de la diversidad política e ideológica de los regímenes desigualitarios y de cómo han evolucionado con el paso del tiempo. A lo largo de la historia, las diferentes sociedades humanas han mostrado una gran creatividad a la hora de estructurar ideológica e institucionalmente las desigualdades sociales. Estaríamos muy equivocados si únicamente viésemos en estas construcciones intelectuales y políticas un velo hipócrita y carente de importancia con el que las élites justifican y perpetúan su dominación. Estas construcciones mentales ponen de manifiesto luchas y visiones contradictorias —que hasta cierto punto tienen un fondo de sinceridad y son plausibles— de las que podemos extraer conclusiones y lecciones de utilidad. La cuestión de la organización ideal de una sociedad de tamaño considerable no es simple. Denunciar el régimen vigente no asegura que el régimen que lo sustituya sea preferible. Es necesario tomarse en serio las construcciones ideológicas del pasado, no sólo porque no siempre son más descabelladas que las del presente, sino porque, además, contamos con una perspectiva temporal que no tenemos cuando se trata de analizar el tiempo presente. Veremos también que numerosos debates que consideramos eminentemente contemporáneos tienen raíces profundas, como las discusiones sobre la fiscalidad progresiva y la redistribución de la propiedad durante la Revolución francesa. El estudio de esta genealogía es necesario para comprender mejor los conflictos futuros y sus posibles soluciones. 




			Asimismo, este largo paseo por la historia también pone de manifiesto que la entrada en contacto entre las distintas partes del mundo se ha dado de manera gradual. Durante siglos, las diferentes sociedades diseminadas por el planeta no mantenían más que mínimos contactos entre ellas. Con el tiempo, se fueron forjando relaciones cada vez más estrechas, a través de intercambios intelectuales y comerciales, en el marco de las relaciones de poder entre Estados y de las relaciones de dominación colonial. Hubo que esperar a después de la descolonización (en cierto modo, hasta después de la guerra fría) para que las principales regiones del mundo estuvieran realmente conectadas entre ellas, no solamente desde el punto de vista de los flujos económicos y financieros, sino también de los intercambios humanos y culturales. En muchos países, como en la mayoría de las sociedades europeas, el contacto directo entre poblaciones de diferentes orígenes continentales y religiosos prácticamente no existía antes de los años 1960-1970. Estos contactos empezaron a ser de una magnitud relevante con los flujos migratorios poscoloniales y han tenido un impacto notable en el conflicto ideológico y electoral en Europa. Otras partes del mundo, como la India, Estados Unidos, Brasil o Sudáfrica, tienen una experiencia más antigua del encuentro en un mismo territorio entre poblaciones que se perciben como radicalmente distintas unas de otras, ya sea por razones raciales, sociales o religiosas. La casuística de mestizajes, equilibrios y antagonismos, en ocasiones persistentes, es extensa. Por eso, antes de abrir la puerta a las siguientes etapas de esta larga historia común, es necesario contextualizar estos encuentros y los regímenes desigualitarios resultantes. 




			 




			
Sobre la complementariedad entre el lenguaje natural y el lenguaje matemático 




			 




			Desde un punto de vista metodológico, este libro recurrirá principalmente al lenguaje natural (que, dicho sea de paso, no tiene nada de natural, ni en el caso de la lengua francesa, en la que está escrito originalmente este libro, ni en el de otras lenguas) y, de modo complementario, al lenguaje matemático y estadístico. Por ejemplo, recurriré a menudo a los conceptos de «decil» y de «percentil» para medir la desigualdad de renta o de riqueza, o entre niveles educativos. No tengo la más mínima intención de sustituir la lucha de clases por una lucha de deciles. Las identidades sociales son y serán siempre flexibles y multidimensionales. El lenguaje natural proporciona recursos lingüísticos que permiten nombrar y clasificar las distintas profesiones y oficios, los diversos tipos de activos, las aspiraciones y las vivencias que caracterizan a cada grupo social. Nada podrá reemplazar jamás al lenguaje natural, ni para definir las identidades sociales y las ideologías políticas, ni para estructurar la investigación en ciencias sociales y la reflexión sobre qué es una sociedad justa. Se equivocan quienes esperan que podamos un día delegar en una fórmula matemática, algoritmo o modelo econométrico la responsabilidad de elegir el nivel «socialmente óptimo» de desigualdad, así como las instituciones que puedan permitir gestionarlo. Eso no sucederá nunca, afortunadamente. Tan sólo la discusión abierta y democrática, formulada en el lenguaje natural (o, más bien, en las distintas lenguas naturales, lo cual no es baladí), permite manejar los matices necesarios para tomar el tipo de decisiones que se plantean en las siguientes páginas. 




			Sin embargo, el uso del lenguaje matemático, de series estadísticas, de gráficos y de tablas, ocupa un lugar importante en este libro, al igual que juega un papel esencial en la discusión política y en el cambio histórico. Como ocurre con todas las estadísticas en general, las series históricas y otros elementos cuantitativos presentes en esta obra no son más que construcciones sociales imperfectas, provisionales y frágiles. No pretenden establecer «la» verdad de las cifras o la certeza de los «hechos». En mi opinión, las estadísticas sirven principalmente para desarrollar un lenguaje que permita establecer órdenes de magnitud con los que comparar de la manera más sensata posible épocas, sociedades y culturas alejadas entre sí que, por construcción, nunca podrán compararse exactamente unas con otras. Más allá de la unicidad absoluta y de la singularidad radical de cada sociedad, puede ser legítimo comparar la concentración de la propiedad en Estados Unidos en 2018 con la de Francia en 1914 o la del Reino Unido en 1800, por ejemplo. 




			Las condiciones bajo las que se ejerce el derecho de propiedad no son, en efecto, las mismas en los tres casos mencionados. Los sistemas legales, fiscales y sociales difieren en distintos aspectos, y las categorías de bienes que se poseen (tierras, inmuebles urbanos, activos financieros, bienes inmateriales, etc.) no son las mismas en un caso u otro. No obstante, si somos conscientes de estas especificidades y de su importancia, si tenemos en cuenta cómo el contexto social y político del momento ha condicionado la elaboración de las fuentes con las que se está trabajando, entonces puede tener sentido hacer este tipo de comparaciones; por ejemplo, estimando la parte de la propiedad total en manos del 10 por ciento más rico de la población o en manos del 50 por ciento más pobre en distintas sociedades. Poder recurrir a datos estadísticos en la investigación histórica es también la mejor forma de medir el tamaño de nuestra ignorancia. Las cifras llaman inmediatamente a más cifras, que a menudo no están disponibles, algo que conviene señalar de forma explícita para dejar claro qué comparaciones se pueden establecer y cuáles no. En la práctica, por lo general, siempre existen comparaciones que tienen sentido, incluso entre las sociedades que se ven a sí mismas como una excepción, radicalmente diferentes a las demás, y que a menudo rechazan aprender de otras. Uno de los principales objetivos de la investigación en ciencias sociales es identificar estas comparaciones, señalando de forma clara todas las que no pueden llevarse a cabo. 




			Estas comparaciones son útiles, ya que ayudan a extraer conclusiones de las distintas experiencias políticas y evoluciones históricas, a analizar los efectos de tal o cual sistema legal o fiscal, a construir normas comunes de justicia social y económica, y a diseñar mecanismos institucionales que sean aceptables para la mayoría. A menudo, las ciencias sociales se conforman con decir que toda estadística es una construcción social, lo cual es y será siempre verdad, pero esto no deja de ser en cierto modo una impostura que, llevada al extremo, conduciría a abandonar algunos debates esenciales, en particular los debates económicos. Esta actitud desprende a veces un cierto conservadurismo o, en todo caso, un gran escepticismo acerca de la posibilidad de extraer conclusiones a partir de las fuentes históricas disponibles. 




			No son pocos los procesos históricos de emancipación social y política que han logrado materializarse gracias al uso de herramientas estadísticas y a construcciones matemáticas de diversa naturaleza. Es difícil, por ejemplo, organizar un sistema de sufragio universal si no se dispone de un censo que permita delimitar las circunscripciones y asegurarse de que cada elector tiene el mismo peso; o, en sentido más amplio, diseñar reglas electorales que permitan transformar los votos individuales en decisiones colectivas. Tampoco es sencillo aspirar a la justicia fiscal si no es posible sustituir la discrecionalidad del recaudador de impuestos por un baremo fiscal expresado en tipos impositivos. Estos baremos se aplican sobre magnitudes como la renta o el capital, que son conceptos abstractos y teóricos cuya definición no está exenta de dificultades, pero que posibilitan la comparación entre grupos sociales muy diferentes (a costa, es cierto, de complejos equilibrios y negociaciones políticas en cuanto estas categorías tienen que llevarse a la práctica). Quizá dentro de algunos años nos demos cuenta de que no era muy creíble pretender promover la justicia educativa sin evaluar si las clases sociales más desfavorecidas se benefician de los recursos públicos en la misma o en mayor proporción que las clases más favorecidas (o si reciben claramente menos recursos, como ocurre en la actualidad prácticamente en todas partes). Tampoco parece muy creíble pretender promover la justicia educativa si no se permite, de forma explícita y verificable, que el origen social forme parte de los mecanismos de asignación de los recursos públicos. Para luchar contra el nacionalismo intelectual y para huir de la arbitrariedad de las élites, para construir un nuevo horizonte igualitario, el lenguaje matemático y estadístico, sujeto a un método y utilizado con moderación, es un complemento indispensable del lenguaje natural. 




			 




			
Estructura del libro 




			 




			Este libro está estructurado en cuatro partes y un total de diecisiete capítulos. La primera parte, titulada «Los regímenes desigualitarios en la historia», está formada por cinco capítulos. El capítulo 1 es una introducción general al estudio de las sociedades ternarias, o trifuncionales; esto es, sociedades organizadas en torno a tres grupos funcionales (clero, nobleza y pueblo llano). El capítulo 2 analiza el caso de las sociedades estamentales europeas, basadas en el equilibrio de legitimidades entre las élites intelectuales y militares y en formas específicas de propiedad y de relaciones de poder. El capítulo 3 estudia el nacimiento de las sociedades propietaristas a partir de la ruptura emblemática que supuso la Revolución francesa, que intentó establecer una separación radical entre el derecho a la propiedad (supuestamente accesible a todos) y los poderes soberanos (monopolio del Estado desde entonces), y que, en el camino, tropezó con la cuestión de la desigualdad y su persistencia. El capítulo 4 analiza el desarrollo de una sociedad propietarista hiperdesigualitaria en la Francia del siglo XIX, hasta la primera guerra mundial. El capítulo 5 estudia diferentes casos de transición entre las lógicas trifuncionales y las lógicas propietaristas en Europa, prestando especial atención al Reino Unido y Suecia. La casuística pone de manifiesto la importancia de las movilizaciones colectivas y de los cambios políticos e ideológicos en la transformación de los regímenes desigualitarios. 




			La segunda parte lleva por título «Las sociedades esclavistas y coloniales» y está compuesta por cuatro capítulos. El capítulo 6 se ocupa de las sociedades esclavistas, que constituyen la forma histórica más extrema de desigualdad, centrándose en la abolición de la esclavitud durante el siglo XIX y en las formas de compensación a los propietarios de esclavos a las que dio lugar. Estos episodios ilustran la casi sacralización de la propiedad en la época, de donde en parte ha surgido el mundo actual. El capítulo 7 estudia la estructura de las desigualdades en las sociedades coloniales postesclavistas, que también ha dejado profundas huellas en la estructura de la desigualdad contemporánea, tanto entre países como en el interior de ellos. Los capítulos 8 y 9 examinan cómo las potencias coloniales y propietaristas europeas alteraron la evolución de las sociedades trifuncionales no europeas, prestando especial atención al caso de la India (donde la antigua división entre estatus sociales ha dejado una huella particularmente duradera, en cierta medida debido a una codificación rígida por parte de los colonizadores británicos) y, desde una perspectiva euroasiática más amplia, a los casos de China, Japón e Irán. 




			La tercera parte se titula «La gran transformación del siglo XX» e incluye cuatro capítulos. El capítulo 10 analiza la caída de sociedades propietaristas en el siglo XX, como consecuencia de las dos guerras mundiales, de la crisis de la década de 1930, del comunismo, de la independencia de antiguas colonias y, principalmente, de movilizaciones colectivas e ideológicas (sobre todo socialdemócratas y sindicales, que ya estaban en gestación a finales del siglo XIX) en favor de un régimen desigualitario más justo que el propietarismo. El capítulo 11 estudia los logros y las limitaciones de las sociedades socialdemócratas tras la segunda guerra mundial; en particular, analiza sus propias dificultades para definir qué entienden por propiedad justa, para hacer frente a la desigualdad del sistema de educación superior y para extender la cuestión de la redistribución a escala transnacional. El capítulo 12 examina las sociedades comunistas y poscomunistas en sus variantes rusa, china y de Europa del Este, así como la contribución del poscomunismo a alimentar las derivas desigualitarias e identitarias recientes. El capítulo 13 pone en perspectiva el actual régimen hipercapitalista mundial, entre lo moderno y lo arcaico, insistiendo en su incapacidad para darse cuenta de la magnitud de la crisis desigualitaria y medioambiental que socava sus propios cimientos. 




			La cuarta parte del libro, bajo el título «Repensar de nuevo las dimensiones del conflicto político», se compone de cuatro capítulos, en los que se estudia la evolución de la estructura socioeconómica de los electorados de diferentes partidos y movimientos políticos desde mediados del siglo XX en adelante, así como las perspectivas de evolución futura. El capítulo 14 analiza las condiciones históricas que definen la aparición y posterior desaparición de una coalición electoral igualitaria (un programa redistributivo lo suficientemente convincente como para reunir a clases populares originarias de diferentes lugares), comenzando por el caso francés. El capítulo 15 muestra cómo el proceso de desagregación-gentrificación-brahmanización de la coalición socialdemócrata de posguerra se produjo tanto en Estados Unidos como en el Reino Unido, lo cual sugiere la existencia de causas estructurales comunes. El capítulo 16 extiende este análisis a otras democracias electorales occidentales, a Europa del Este, a la India y a Brasil. En él estudio la formación de una verdadera trampa social-nativista a comienzos del siglo XXI, e insisto en la forma en que las derivas identitarias actuales se alimentan de la ausencia de una plataforma igualitaria e internacionalista lo suficientemente fuerte como para actuar de contrapeso; es decir, de un federalismo social real y creíble. El capítulo 17 trata de extraer conclusiones de las experiencias históricas relatadas en los capítulos precedentes, así como de presentar el boceto de un posible socialismo participativo para el siglo XXI. Analizo, en concreto, qué formas podría adoptar una propiedad justa, con dos pilares principales: por una parte, un reparto real del poder y de los derechos de voto en las empresas, capaz de institucionalizar la propiedad social y de ir más allá de la cogestión y de la autogestión; por otra parte, un impuesto fuertemente progresivo sobre la propiedad que permita financiar una dotación de capital a cada joven adulto, así como instaurar una forma de propiedad temporal y de circulación permanente del patrimonio. También plantearé la necesidad de garantizar la justicia educativa y la justicia fiscal a través de la transparencia y del control por parte de los ciudadanos. Examinaré, finalmente, las condiciones para una democracia justa y para unas fronteras justas. La clave es una organización alternativa de la economía mundial que permita desarrollar nuevas formas de solidaridad fiscal, social y medioambiental que reemplace a los tratados de libre circulación de bienes y de capitales que actualmente hacen las veces de gobernanza mundial. 




			Algunos lectores tendrán la tentación de pasar directamente al último capítulo y a las conclusiones. No podré impedirles que lo hagan, pero sí les doy este aviso: encontrarán dificultades para comprender de dónde provienen los elementos allí presentes si no leen antes las cuatro primeras partes, al menos en diagonal. Otros considerarán quizá que los materiales que presento en las dos primeras partes abordan una historia demasiado antigua y, por lo tanto, poco pertinente para ellos, de manera que preferirán concentrarse en la tercera y en la cuarta partes. He tratado de incluir recordatorios y notas al comienzo de cada parte y de cada capítulo, para que el libro pueda abordarse de diferentes formas. Que cada uno elija su camino, aunque la línea recta siga siendo, naturalmente, la progresión más lógica. 




			Para facilitar la lectura del libro, sólo se citan en el texto y en las notas a pie de página las principales fuentes y referencias. Los lectores que deseen obtener información detallada sobre el conjunto de fuentes históricas, referencias bibliográficas y métodos utilizados en la elaboración de este libro, pueden consultar el apéndice técnico disponible online: <http://piketty.pse.ens.fr/files/AnnexeKIdeologie.pdf>.19 
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Los regímenes desigualitarios en la historia 




			

	    


	 	

	    

             




			Capítulo 1 




			 




			
Las sociedades ternarias:   la desigualdad trifuncional 




			 




			Las dos primeras partes de este libro abordan la historia de los regímenes desigualitarios desde una perspectiva de largo plazo. En concreto, intentaremos comprender mejor la complejidad de los procesos que transformaron las antiguas sociedades ternarias y esclavistas en triunfales sociedades propietaristas, coloniales y postesclavistas durante el siglo XIX. La primera parte estudia, principalmente, el caso de las sociedades estamentales europeas y su transformación en sociedades propietaristas. La segunda parte examina el caso de las sociedades esclavistas y coloniales, y cómo las sociedades trifuncionales no europeas se vieron afectadas por su encuentro con las potencias europeas. La tercera parte analiza la crisis de las sociedades propietaristas y de las sociedades coloniales en el siglo XX, bajo el impacto de las guerras mundiales y del comunismo. La cuarta parte estudia las condiciones para su regeneración y posible transformación en el mundo poscolonial y neopropietarista de finales del siglo XX y principios del siglo XXI. 




			 




			
La lógica de las tres funciones: clero, nobleza y pueblo llano 




			 




			Comencemos por el estudio de lo que propongo denominar «sociedades ternarias», que conforman la categoría de regímenes desigualitarios más antigua y frecuente de la historia. Han dejado, además, una huella que perdura en el mundo actual. No es posible examinar correctamente los desarrollos políticos e ideológicos posteriores sin comenzar por el análisis de esta matriz original de la desigualdad social, así como de su justificación. 




			En su forma más simple, las sociedades ternarias están compuestas por tres grupos sociales distintos, cada uno de los cuales cumple unas funciones esenciales al servicio de la comunidad que son indispensables para su perpetuación: el clero, la nobleza y el pueblo llano. El clero es la clase religiosa e intelectual, encargada de la dirección espiritual de la comunidad, de sus valores y de su educación; da sentido a la propia historia de la sociedad y a su devenir y, para ello, proporciona a la comunidad las normas y las referencias intelectuales y morales necesarias a este fin. La nobleza es la clase guerrera y militar, que maneja las armas y aporta seguridad, protección y estabilidad al conjunto de la sociedad; evita, de esta manera, que la comunidad se suma en el caos permanente. El pueblo llano es la clase trabajadora y plebeya, que agrupa al resto de la sociedad, empezando por los campesinos, los artesanos y los comerciantes; gracias a su trabajo permite al conjunto de la comunidad alimentarse, vestirse y reproducirse. Podría hablarse también de «sociedades trifuncionales» para designar a este tipo de sociedades que, en la práctica, adopta formas más complejas y diversas, con múltiples subclases dentro de cada grupo, pero con un esquema general de funcionamiento —a veces incluso de organización política formal— que está basado en estas tres funciones. 




			Encontramos este tipo de organización social en toda la Europa cristiana hasta la Revolución francesa, pero también en numerosas sociedades no europeas y en la mayoría de las religiones, en particular en el hinduismo y el islam chiita y sunita, adoptando distintas formas en cada caso. En el pasado, algunos antropólogos plantearon la hipótesis (rebatida) de que los sistemas de «tripartición» social observados en Europa y en la India tenían un origen indoeuropeo común que era detectable en la mitología y en las estructuras lingüísticas.1 A pesar de ser muy incompleto, el conocimiento actual de estas sociedades invita a pensar que este tipo de organización basada en tres grupos sociales es, en realidad, bastante más general de lo que pudiera pensarse y que la tesis del origen único es difícilmente válida. El esquema ternario se encuentra en la casi totalidad de las sociedades antiguas y en cualquier parte del mundo, hasta en Extremo Oriente, como en China y Japón, aunque con variaciones sustanciales que conviene estudiar y que son, en el fondo, más interesantes incluso que las similitudes superficiales. La fascinación ante lo intangible, o lo considerado como tal, traduce a menudo un cierto conservadurismo político y social, cuando la realidad histórica es siempre cambiante y su evolución es multidireccional, llena de potenciales imprevistos, de equilibrios institucionales tan sorprendentes como precarios, de acuerdos inestables y de giros inconclusos. Para comprender esta realidad, así como para prepararse ante futuros cambios, conviene analizar tanto las condiciones que explican estas transformaciones sociales e históricas como las que explican su persistencia en el tiempo, tanto en el caso de las sociedades ternarias como en las demás. En este sentido, resulta útil comparar las dinámicas de largo plazo observadas en contextos muy diferentes, en concreto en Europa y en la India, desde una perspectiva comparada y transnacional. Es lo que intentamos hacer en este capítulo y en los siguientes. 




			 




			
Las sociedades ternarias y la formación del Estado moderno 




			 




			Las sociedades ternarias se diferencian de otras formas históricas posteriores por dos características esenciales, estrechamente ligadas la una a la otra: por una parte, el esquema trifuncional de justificación de la desigualdad y, por otra parte, el hecho de que se trate de sociedades antiguas que preceden a la formación del Estado centralizado moderno, y en las cuales el poder político y económico era ejercido simultáneamente a nivel local, sobre un territorio de reducidas dimensiones en la mayoría de los casos, que a veces mantenía lazos relativamente débiles con un poder central monárquico o imperial más o menos lejano. El orden social se estructuraba en torno a algunas instituciones clave (el pueblo, la comunidad rural, el castillo, la iglesia, el templo, el monasterio), de manera muy descentralizada, con una coordinación limitada entre los distintos territorios y centros de poder. Estos últimos estaban, en la mayoría de los casos, mal comunicados unos con otros, habida cuenta sobre todo de la precariedad de los medios de transporte de la época. La descentralización del poder no evitaba la brutalidad y la dominación en las relaciones sociales, pero es algo que se producía de manera diferente a la que se dará con las estructuras estatales centralizadas de la Edad Moderna. 




			En las sociedades ternarias tradicionales, los derechos de propiedad y los poderes soberanos (seguridad, justicia, violencia legitimada) están vinculados intrínsecamente en el marco de las relaciones de poder local. Las dos clases dirigentes —el clero y la nobleza— son, desde luego, las clases más ricas y, en general, poseen la mayoría de las tierras agrícolas (a veces casi la totalidad), que en todas las sociedades rurales constituyen la base del poder económico y político. En el caso del clero, la posesión se organiza a menudo a través de la intermediación de distintos tipos de instituciones eclesiásticas características de cada religión (iglesias, templos, obispados, fundaciones piadosas, monasterios, etc.), en particular en el cristianismo, el hinduismo y el islam. En el caso de la nobleza, la posesión está vinculada a la propiedad a título individual, o más bien al linaje y a los títulos nobiliarios, a veces por medio de proindivisos familiares orientadas a impedir la dilapidación del patrimonio y del rango social. 




			En todo caso, la clave es que los derechos de propiedad del clero y de la nobleza van de la mano de los poderes soberanos fundamentales, sobre todo en cuestiones relativas al mantenimiento del orden y al poder militar (en principio, se trata de una prerrogativa de la nobleza, pero también puede ser ejercida en nombre de un señor eclesiástico), así como en términos jurisdiccionales (la justicia se imparte generalmente en el nombre del señor del lugar, ya sea noble o religioso). Tanto en la Europa medieval como en la India anterior a la colonización, tanto el señor francés como el terrateniente inglés, el obispo español como el brahmán y el rajput indios, y sus equivalentes en otros contextos, son al mismo tiempo los dueños de la tierra y los dueños de las personas que trabajan y viven sobre ella. Están dotados al mismo tiempo de derechos de propiedad y de poderes soberanos, de manera diversa según el lugar y cambiante en el tiempo. 




			Sea el señor un noble o un miembro del clero, sea el caso de Europa, de la India o de otras áreas geográficas, en todas las antiguas sociedades ternarias se constata la importancia y la imbricación de estas relaciones de poder a nivel local. En ocasiones, adopta la forma extrema del trabajo forzado y de la servidumbre, lo que supone una limitación estricta a la movilidad de una parte o de la totalidad de la clase trabajadora, que carece entonces del derecho a abandonar un territorio e irse a trabajar a otro lugar. En este caso, los trabajadores pertenecen a los señores, nobles o religiosos, incluso si se trata de una relación de posesión diferente de las que estudiaremos en el capítulo dedicado a las sociedades esclavistas. 




			Lo más habitual es que esta pertenencia de los trabajadores a los señores adopte formas menos extremas y potencialmente más indulgentes (no por ello menos reales) que pueden conducir a la formación de cuasi Estados a nivel local, dirigidos por el clero y la nobleza, con un reparto de papeles que varía en función de cada caso. Además del poder sobre el orden público y la justicia, el ejercicio de la autoridad más importante en las sociedades ternarias tradicionales incluye específicamente el control y el registro de los matrimonios, los nacimientos y las defunciones. Se trata de una función básica para la perpetuación y la regulación de la comunidad, estrechamente vinculada a las ceremonias religiosas y a las reglas relativas a las alianzas y a las formas recomendadas de vida familiar (en particular todo lo tocante a la sexualidad, al poder paterno, al papel de las mujeres y a la educación de los niños). Generalmente, esta función es prerrogativa del clero, y los registros correspondientes se llevan en las iglesias y en los templos de las diferentes religiones en cuestión. 




			Es preciso mencionar también el registro de las transacciones comerciales y de los contratos. Esta función juega un papel central en la regulación de la actividad económica y de las relaciones de propiedad; puede ser desempeñada por el señor, noble o religioso, generalmente en relación con el ejercicio de poder jurisdiccional local y con la resolución de litigios civiles, comerciales y sucesorios. Otras funciones y servicios colectivos también pueden jugar un papel importante en la sociedad ternaria tradicional, como la educación y la atención médica (a menudo rudimentarios, otras veces más elaborados), así como ciertas infraestructuras colectivas (molinos, puentes, caminos, pozos). Cabe señalar que los poderes soberanos de los dos estamentos superiores de las sociedades ternarias (clero y nobleza) se conciben como la contraparte natural de los servicios que aportan al pueblo llano en términos de seguridad y espiritualidad, así como en términos de estructuración de la comunidad. Todo encaja en la sociedad trifuncional: cada grupo forma parte de un conjunto de derechos, deberes y poderes que están estrechamente vinculados entre sí a nivel local. 




			¿En qué medida el desarrollo del Estado centralizado moderno está en el origen de la desaparición de las sociedades ternarias? Veremos que las interacciones entre estos dos procesos políticos y económicos fundamentales son en realidad más complejas, y no pueden describirse de manera mecánica, unidireccional o determinista. En algunos casos, el esquema ideológico trifuncional logra apoyarse en estructuras estatales centralizadas de manera duradera, y redefinirse y perpetuarse en este nuevo marco, al menos por un tiempo. Pensemos por ejemplo en la Cámara de los Lores británica, institución nobiliaria y clerical directamente surgida del mundo trifuncional medieval, pero que desempeña un papel central en el gobierno del primer imperio colonial mundial durante la mayor parte del siglo XIX y hasta el comienzo del siglo XX. O en el clero chií iraní que, con la creación del Consejo de Guardianes y de la Asamblea de Expertos (una cámara electa reservada a los clérigos, responsable en particular del nombramiento del guía supremo), logró constitucionalizar su papel político dominante con la creación de la República Islámica de Irán a finales del siglo XX, un régimen que en gran medida no tenía precedentes en la historia y que sigue en pie a principios del siglo XXI.  




			 




			
La deslegitimación de las sociedades ternarias, entre revoluciones y colonizaciones 




			 




			La construcción del Estado moderno tiende a socavar de manera natural los fundamentos mismos del orden trifuncional, y va acompañada generalmente del desarrollo de formas ideológicas que entran en competencia, como, por ejemplo, las ideologías propietaristas, colonialistas o comunistas, que en la mayoría de los casos terminan sustituyendo y erradicando sencilla y llanamente la ideología ternaria como ideología dominante. Desde el momento en que una estructura estatal descentralizada consigue garantizar la seguridad de las personas y de los bienes en un amplio territorio, movilizando una administración con medios humanos específicos (policías, militares, funcionarios), cada vez menos ligados a la antigua nobleza militar, es evidente que la legitimidad misma de la nobleza como garante del orden y de la seguridad se ve seriamente puesta a prueba. Del mismo modo, a medida que surgen procesos e instituciones civiles, escolares y universitarias destinadas a educar y generar nuevos conocimientos, dirigidas por nuevas redes de profesores, intelectuales, médicos, científicos y filósofos, cada vez menos vinculados al antiguo estamento clerical, no cabe duda de que la propia legitimidad del clero como garante de la dirección espiritual de la comunidad está siendo seriamente cuestionada. 




			Estos procesos de deslegitimación de las antiguas clases militares y clericales pueden desarrollarse de manera extremadamente paulatina y, en algunos casos, prolongarse durante varios siglos. En numerosos países europeos (por ejemplo, en el Reino Unido y en Suecia, casos sobre los que volveremos más adelante), la transformación de las sociedades estamentales europeas en sociedades propietaristas requirió una evolución muy larga y gradual, que comenzó en torno a 1500-1600 (o incluso antes) y no concluyó hasta alrededor de 1900-1920; y no del todo, puesto que todavía perduran rastros trifuncionales en la actualidad, aunque sólo sea en forma de instituciones monárquicas todavía presentes en un gran número de Estados de Europa occidental, a veces con vestigios en gran medida simbólicos del poder nobiliario o clerical (como la Cámara de los Lores británica).2 




			También existen momentos de aceleración brutal, en los que nuevas ideologías y estructuras estatales apropiadas actúan de manera concertada para transformar radical y conscientemente la organización de las antiguas sociedades ternarias. Analizaremos en concreto el caso de la Revolución francesa, que es el más emblemático y también uno de los mejor documentados. Tras la abolición de los «privilegios» de la nobleza y del clero la noche del 4 de agosto de 1789, las Asambleas revolucionarias y sus administraciones y tribunales se vieron en la obligación de darle un sentido concreto a este término. Casi sin tiempo, hubo que establecer una delimitación estricta entre lo que los legisladores revolucionarios consideraban el ejercicio legítimo de un derecho de propiedad (incluso cuando era ejercido por una persona hasta entonces «privilegiada», que a veces lo había adquirido y consolidado en condiciones dudosas) y lo que pertenecía al mundo antiguo de la apropiación ilegítima de derechos soberanos locales (en lo sucesivo, dominio exclusivo del Estado central). No se hizo sin dificultad, ya que estos derechos estaban en la práctica intrínsecamente vinculados. Esta experiencia permite comprender mejor la singularidad del entramado de poderes y derechos que caracteriza a la sociedad ternaria tradicional y, en particular, a la sociedad estamental europea. 




			También analizaremos un episodio histórico completamente diferente pero igualmente instructivo, examinando cómo el Estado colonial británico se propuso llevar la iniciativa y transformar la estructura trifuncional entonces vigente en la India a través de los censos de castas realizados entre 1871 y 1941. En cierto modo es el caso opuesto a la Revolución francesa: en la India, un poder estatal extranjero se propone reconfigurar una antigua sociedad ternaria e interrumpe el proceso autóctono de formación del Estado y de transformación social. La confrontación de estas dos experiencias opuestas (así como el examen de otras transiciones que combinan lógicas posternarias y poscoloniales, como en China, Japón o Irán) nos permitirá comprender mejor la diversidad de posibles evoluciones y mecanismos en funcionamiento. 




			 




			
Por qué debemos estudiar las sociedades ternarias 




			 




			Antes de proseguir, conviene responder a una pregunta que surge de manera natural: más allá de su interés histórico, ¿por qué debemos estudiar las sociedades ternarias? Algunos podrían tener la tentación de pasarlas por alto y relegarlas a un pasado lejano, mal conocido y poco documentado, además de poco relevante para la comprensión del mundo moderno. ¿Acaso las estrictas diferencias estamentales que las caracterizan no se sitúan en las antípodas de nuestras sociedades democráticas y meritocráticas modernas, que dicen estar basadas en la igualdad de acceso a las diferentes profesiones, en la fluidez social y en la movilidad intergeneracional? Nos equivocaríamos si lo viéramos así, al menos por dos razones. En primer lugar, porque la estructura de las desigualdades en las antiguas sociedades ternarias está menos alejada de la de las sociedades modernas de lo que a veces se piensa. En segundo lugar, sobre todo, porque las condiciones que explican la desaparición de las sociedades trifuncionales, que varían mucho de un país a otro, de una región a otra y de un contexto religioso, colonial y poscolonial a otro, han dejado profundas huellas en el mundo contemporáneo. 




			Comencemos por insistir en el hecho de que, incluso si la falta de movilidad entre los diferentes estatus sociales es la norma en el esquema trifuncional, la movilidad entre clases no está en realidad completamente ausente de estas sociedades, que se parecen en este sentido a las sociedades modernas. Por ejemplo, veremos que el tamaño relativo de los tres estamentos (clero, nobleza y pueblo llano), así como el tamaño de su riqueza, varía enormemente en el tiempo y de un país a otro, a consecuencia principalmente de diferencias en las reglas de admisión y de las estrategias de alianzas seguidas por los grupos dominantes, más o menos abiertos o cerrados según el caso, y también de las instituciones y equilibrios de poder que regulan las relaciones entre grupos. Las dos clases dominantes (el clero y la nobleza) representaban, en conjunto, algo más del 2 por ciento de la población adulta masculina en Francia al final del Antiguo Régimen, frente a más del 5 por ciento dos siglos antes; alrededor del 11 por ciento en la España del siglo XVIII; y más del 10 por ciento en el caso de las dos varnas (o castas) correspondientes a las clases clericales y militares —los brahmanes y los chatrias— en la India del siglo XIX (o cerca del 20 por ciento si se añaden todas las castas altas), lo que es indicativo de realidades humanas, económicas y políticas muy diferentes (véase el gráfico 1.1). En otras palabras, las fronteras entre los tres grupos de las sociedades ternarias, lejos de ser inamovibles, son objeto de negociación y conflicto permanente, y pueden alterar radicalmente su definición y su perímetro. Cabe señalar también que, desde el punto de vista del peso relativo de las dos clases dominantes sobre la población total, la India y España parecen a fin de cuentas más próximas entre sí que Francia y España, lo que tal vez sugiere que las oposiciones radicales que a veces se establecen entre civilizaciones, culturas y religiones (las castas indias juegan a menudo un papel absolutamente extraño desde la perspectiva occidental, cuando no son consideradas como un símbolo de la desmesura y del supuesto gusto oriental por la desigualdad y la tiranía) son en realidad menos importantes que los procesos sociopolíticos e institucionales que permiten modificar las estructuras sociales. 




			También tendremos ocasión de ver que las estimaciones del peso de cada grupo sobre la población total, como las que acabamos de mencionar, son en sí mismas el producto de una compleja construcción social y política. A menudo son el resultado de distintas tentativas por parte de poderes estatales emergentes (monarquías absolutas o imperios coloniales) para organizar censos sobre el clero y la nobleza, o censos de la población colonizada y de los diferentes grupos que la componen. Estos procesos, que son inseparablemente políticos y cognitivos, suelen formar parte de un proyecto de dominación de la sociedad, al mismo tiempo que de generación de conocimiento. Las categorías sociales utilizadas y el tipo de información elaborada son reveladores de las intenciones y del proyecto político de sus autores, al menos tanto como sobre la estructura de la sociedad en cuestión. Esto no significa que no se pueda aprender directamente nada útil de estos materiales, al contrario. Si nos tomamos el tiempo de contextualizarlos y analizarlos, son una fuente valiosa para comprender mejor los conflictos, los cambios y las rupturas por las que atraviesan sociedades que están lejos de ser estáticas. 




			 




			Gráfico 1.1 La estructura de las sociedades ternarias:   Europa-India (1660-1880) 
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			INTERPRETACIÓN: En 1660, el clero representaba alrededor del 3,3 por ciento de la población masculina adulta en Francia, y la nobleza, el 1,8 por ciento, lo que da un total de 5,1 por ciento para el conjunto de las dos clases dominantes de la sociedad trifuncional. En 1880, los brahmanes (antigua casta, o clase, de sacerdotes, según los censos coloniales británicos) representaban alrededor del 6,7 por ciento de la población masculina adulta en la India, y los chatrias (antigua casta guerrera) alrededor del 3,8 por ciento, lo que suma un total de 10,5 por ciento entre las dos clases dominantes. 




			 




			FUENTES Y SERIES: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. 




			 




			Además, si bien las ideologías ternarias suelen ir acompañadas de diversas teorías étnicas sobre los orígenes reales o supuestos de los grupos dominantes y de los dominados (la nobleza se reconoce, por ejemplo, como franca, normanda o aria en Francia, Inglaterra o la India, mientras que el pueblo se supone que es galorromano, anglosajón o dravídico), teorías que se han utilizado alternativamente para legitimar o, por el contrario, para deslegitimar el sistema de dominación en vigor (incluyendo, por supuesto, a las potencias coloniales, que no pretendían sino empujar a las sociedades colonizadas a una diferenciación radical, para asignarles una identidad supuestamente ajena a la modernidad europea), todos los elementos históricos disponibles hoy día sugieren que el mestizaje era de hecho lo suficientemente importante como para que estas supuestas diferencias étnicas desaparecieran casi por completo al cabo de pocas generaciones. Sin duda, la movilidad en el seno de las antiguas sociedades ternarias era en general cuantitativamente menor que en las sociedades contemporáneas. Aunque es difícil hacer comparaciones precisas, hay muchos ejemplos en sentido opuesto, basados en el ascenso de élites emergentes y de nuevos nobles, tanto en la India como en Europa, que la ideología ternaria sólo legitima una vez se han consumado, lo que demuestra de paso cierta flexibilidad. En cualquier caso, se trata de una diferencia de grado y no de naturaleza que debe ser estudiada como tal. En todas las sociedades trifuncionales, incluidas aquellas en las que la clase religiosa es en principio hereditaria, se observan clérigos de las otras dos clases, plebeyos ennoblecidos por sus hazañas de combate u otros méritos y cualidades, religiosos que toman las armas, etc. Aunque no es la norma, la movilidad social nunca está del todo ausente. Las identidades sociales y las líneas de separación entre clases se negocian y se discuten, tanto en las sociedades ternarias como en las demás. 




			 




			
Sobre la justificación de la desigualdad en las sociedades ternarias 




			 




			En general, sería un error ver en las sociedades ternarias la encarnación de un orden inherentemente injusto, despótico y arbitrario, en oposición radical al orden meritocrático moderno, que consideramos justo y armonioso. La necesidad de seguridad y de dotar de un sentido a la comunidad han sido siempre dos necesidades sociales básicas. Esto se aplica en particular, pero no sólo, a las sociedades menos desarrolladas, caracterizadas por la fragmentación territorial y por la debilidad de las comunicaciones, marcadas por la inestabilidad crónica y por la precariedad de la existencia humana, cuyos cimientos mismos se ven permanentemente amenazados por saqueadores, razias o epidemias. En la medida en que grupos religiosos y militares puedan dar respuestas creíbles a la necesidad de sentido comunitario y pueden proporcionar seguridad, en el marco de instituciones e ideologías adaptadas a los territorios y a los tiempos en cuestión —los primeros proponiendo un gran relato sobre los orígenes y el futuro de la comunidad, con símbolos concretos para expresar su pertenencia y asegurar su perpetuación, y los segundos ofreciendo una organización que permita regular el alcance de la violencia legitimada y garantizar la seguridad de las personas y de los bienes—, no es de extrañar que el orden trifuncional pueda parecer legítimo a ojos de las poblaciones concernidas. ¿Por qué habría que arriesgarse a perderlo todo, cuestionando un poder que proporciona seguridad material y espiritual, sin saber qué ocurrirá después? Los misterios de la política y de la organización social ideal son tan profundos, la incertidumbre sobre los medios prácticos para alcanzarla es tan extrema, que es natural que un poder que proponga un modelo probado de estabilidad, basado en una distribución simple e inteligible de las principales funciones sociales, tenga cierto éxito. 




			Esto, obviamente, no implica que exista un consenso sobre la distribución exacta del poder y de los recursos entre los tres grupos. El esquema trifuncional no es un discurso idealista y razonado que propone una norma de justicia definida con precisión y abierta a deliberación. Es un discurso autoritario, jerárquico y violentamente desigual, que permite a las élites religiosas y militares establecer su dominación, a menudo de manera descarada, brutal y excesiva. De hecho, en las sociedades ternarias ocurre a menudo que el clero y la nobleza intentan llevar demasiado lejos su posición dominante o sobrevaloran su poder coercitivo, lo que puede conducir a revueltas sociales, a la transformación de la sociedad o incluso a su desaparición. Me gustaría subrayar que el sistema trifuncional de justificación de la desigualdad en el seno de las sociedades ternarias, la idea de que cada uno de los tres grupos tiene una función específica (una función religiosa, una función militar, una función trabajadora) y que esta tripartición beneficia potencialmente a toda la comunidad debe tener siempre un nivel mínimo de credibilidad para que el sistema pueda perdurar. En las sociedades ternarias, como en todas las sociedades, un régimen desigualitario solamente puede ser sostenible si está basado en una compleja mezcla de coerción y consentimiento. La restricción pura y dura no es suficiente: el modelo de organización social defendido por los grupos dominantes también debe generar un nivel mínimo de apoyo entre la población o, al menos, dentro de una parte significativa de ella. El liderazgo político siempre debe estar basado en una forma mínima de liderazgo moral e intelectual, en una teoría creíble del bien público y del interés general.3 Éste es probablemente el punto en común más importante entre las sociedades trifuncionales y las sociedades que les siguieron. 




			La particularidad de las sociedades ternarias consiste simplemente en su modo específico de justificar la desigualdad: cada grupo social cumple una función indispensable para los otros grupos, prestando servicios vitales a cada uno de ellos, de la misma manera que ocurre entre las diferentes partes de un mismo cuerpo. La metáfora del cuerpo humano es, por cierto, frecuentemente utilizada en los diferentes textos que teorizan la organización trifuncional de estas sociedades, tanto en la antigua India (particularmente en el contexto del Manusmriti, un tratado jurídico-político escrito en el siglo II a.C. en el norte de la India, más de un milenio antes de los primeros textos cristianos que formalizaron el esquema ternario) como en la Europa medieval. Esto permite proporcionar a los grupos dominados un lugar dentro de un todo coherente, en la mayoría de los casos el papel de los pies o de las piernas (los grupos dominantes encarnan generalmente la cabeza y los brazos), lo que ciertamente no es muy gratificante, pero al menos corresponde a una función indiscutiblemente útil al servicio de la comunidad. 




			Este modo de justificación de la desigualdad merece ser estudiado, en particular las condiciones de su transformación y de su desaparición, así como ser comparado con los regímenes modernos de justificación de la desigualdad, que no siempre son completamente diferentes aunque las funciones sociales hayan evolucionado de manera notable, como es obvio, y aunque la igualdad de acceso a las diferentes profesiones sea actualmente un principio rector (sin preocuparse siempre de saber si la igualdad de oportunidades es real o teórica). Los regímenes políticos que reemplazaron a las sociedades ternarias se han encargado de denigrarlas, como es natural. Pensemos, por ejemplo, en el discurso de la burguesía francesa del siglo XIX contra la nobleza del Antiguo Régimen, o en el discurso del colonizador británico contra los brahmanes indios. No obstante, estos mismos discursos pretendían justificar otros sistemas de desigualdad y de dominación que no siempre fueron más indulgentes con los grupos dominados. 




			 




			
¿Múltiples élites, una sola clase trabajadora? 




			 




			Por último, pero no por ello menos importante, debemos abordar el estudio de las sociedades ternarias analizando algunas de sus múltiples variantes porque, a pesar de lo mucho que las separa de las sociedades modernas, el hecho es que las diferentes evoluciones y transiciones históricas que llevaron a la desaparición de las sociedades ternarias han dejado una huella duradera en el mundo actual. En particular, veremos que las principales diferencias entre unas sociedades ternarias y otras pueden explicarse por la naturaleza de la ideología política y religiosa dominante, y sobre todo por su posición en dos asuntos clave: la multiplicidad más o menos asumida de las élites y la unidad real o supuesta del pueblo. 




			Esto concierne, en primer lugar, a la cuestión de la jerarquía y la complementariedad entre los dos grupos dominantes. En la mayoría de las sociedades estamentales europeas (y, en particular, en el Antiguo Régimen francés), el primer estamento es oficialmente el clero, mientras que la nobleza debe conformarse con el segundo lugar en el protocolo de las procesiones. Ahora bien, ¿quién tiene realmente el poder supremo dentro de las sociedades ternarias y cómo se organiza la cohabitación entre el poder espiritual del clero y el poder terrenal de los nobles? La pregunta es cualquier cosa menos trivial, y ha recibido respuestas que varían en el tiempo y el espacio. 




			Esta cuestión está estrechamente ligada a la del celibato de los sacerdotes y a su reproducción como grupo social genuinamente diferente de los otros dos. Así, el grupo clerical puede reproducirse y formar una verdadera clase hereditaria en el hinduismo (en forma de brahmanes, una clase clerical e intelectual que en la práctica ha tenido a menudo una posición política y económica dominante frente a la nobleza militar de los chatrias), el islam chií y suní (con un clero hereditario en el caso del chiismo, organizado y poderoso, a menudo a la cabeza de cuasi Estados locales, cuando no del Estado centralizado mismo), el judaísmo y la mayoría de las religiones, con la notable excepción del cristianismo (al menos en su variante romana y católica moderna), en el cual los efectivos del clero deben ser alimentados de manera permanente por los otros dos grupos (en la práctica, por la nobleza para el alto clero y por el pueblo llano para el bajo clero). Esto último hace, de entrada, que el caso europeo sea específico dentro de la larga historia de las sociedades ternarias y de los regímenes desigualitarios, lo que también contribuye a explicar ciertos aspectos de la posterior trayectoria europea, en particular desde el punto de vista de su ideología económica y financiera y de su organización jurídica. Veremos, en la cuarta parte de este libro, que la competencia entre las distintas élites y legitimidades de las sociedades ternarias no es ajena a las disputas entre las élites intelectuales y económicas que a veces caracterizan el conflicto político y electoral moderno, incluso si las condiciones han cambiado considerablemente desde la época del trifuncionalismo. 




			En segundo lugar, está el asunto de la unificación más o menos completa de los diferentes estatus en el seno de la clase trabajadora o, por el contrario, el mantenimiento más o menos tardío de las diferentes formas de trabajo servil (servidumbre, esclavitud) y la importancia que se da a los gremios o cuerpos profesionales, en relación con la formación del Estado centralizado moderno y con la ideología religiosa tradicional. En teoría, la sociedad ternaria está basada en la idea de unificar a todos los trabajadores en una sola clase, un solo estatus, una sola dignidad. En la práctica, las cosas pueden ser mucho más complejas, como lo muestran, por ejemplo, las persistentes desigualdades entre los grupos de las castas inferiores en el mundo indio (los dalits, antigua mano de obra intocable y discriminada) y los de las castas bajas y medias (los shudra, antigua mano de obra proletaria o servil, según los casos, menos discriminada que los dalits), disputa que sigue desempeñando un papel central en la estructuración del conflicto sociopolítico de principios del siglo XXI en la India. En el mundo europeo, el proceso de unificación de los diferentes estatus de la clase trabajadora y la extinción progresiva de la servidumbre duró casi un milenio, comenzando alrededor del año 1000 y continuando hasta finales del siglo XIX en el este del continente, dejando huellas visibles y discriminación hasta la actualidad (como ilustra el caso de los romaníes). Sobre todo, la modernidad propietarista euroamericana vino de la mano de un desarrollo sin precedentes de los sistemas de esclavitud y colonialismo, que han llevado a la persistencia de desigualdades entre las poblaciones blancas y negras en Estados Unidos, así como entre las poblaciones de origen indígena y poscolonial en Europa, de maneras diferentes y, sin embargo, comparables. 




			Las desigualdades vinculadas a los diferentes estatus dentro de la clase trabajadora y a los orígenes étnico-religiosos siguen desempeñando un papel central en la desigualdad moderna que no se limita al cuento de hadas meritocrático de algunos discursos. Ni mucho menos. Ahora bien, para comprender esta dimensión central de las desigualdades modernas, es importante empezar por estudiar las sociedades ternarias tradicionales y sus variantes, saber cómo fueron evolucionando durante el siglo XVIII hasta convertirse en una compleja mezcla de sociedades propietaristas (donde las diferencias estatutarias y étnico-religiosas se eliminan, en principio, pero donde las desigualdades monetarias y patrimoniales pueden adquirir proporciones insospechadas) y sociedades esclavistas, coloniales y poscoloniales (donde las diferencias estatutarias y étnico-religiosas juegan un papel central, en ocasiones en conjunción con considerables desigualdades monetarias y patrimoniales). El estudio de la evolución de las sociedades ternarias y su diversidad constituye una de las claves esenciales para analizar el papel de las instituciones y de las ideologías religiosas en la estructuración de las sociedades modernas, en particular a través de su participación en el sistema educativo y, globalmente, en la construcción del relato colectivo sobre las desigualdades sociales. 




			 




			
Las sociedades ternarias y la formación del Estado: Europa, la India, China e Irán 




			 




			No se trata de proponer en este libro una historia general de las sociedades ternarias: por una parte, porque requeriría muchos volúmenes y rebasaría con mucho el alcance de este libro y, por otra, porque los materiales primarios necesarios para escribir esa historia no están disponibles hasta la fecha y, en cierta medida, nunca lo estarán del todo debido a la naturaleza altamente descentralizada de las sociedades ternarias y a los pocos rastros que nos han dejado. Más modestamente, el propósito de este capítulo y de los siguientes es sentar las bases para un análisis histórico, comparativo y global de la evolución de las sociedades ternarias y de los regímenes desigualitarios modernos. 




			En esta primera parte, examinaré en detalle el caso de Francia y el de otros países europeos. El caso francés es emblemático porque la Revolución de 1789 marca una ruptura especialmente nítida entre el Antiguo Régimen, que puede considerarse un ejemplo paradigmático de sociedad ternaria, y la sociedad burguesa que floreció en la Francia del siglo XIX, el arquetipo de sociedad de rentistas que reemplazó en muchos países a las sociedades ternarias. La expresión «tercer estado» (o pueblo llano) proviene del francés (tiers état) y expresa de la manera más clara posible la idea de una sociedad dividida en tres clases. El estudio del caso francés y la comparación con otras trayectorias europeas y no europeas también plantea interrogantes sobre los papeles respectivos de los procesos revolucionarios y de las tendencias a largo plazo (vinculadas en particular a la formación del Estado y a los cambios en la estructura socioeconómica) en la transformación de las sociedades ternarias. Los casos británico y sueco ofrecen un contrapunto particularmente útil: estos dos países siguen siendo monarquías hoy día, y el proceso de transformación de las sociedades ternarias ha tenido lugar allí de una manera mucho más gradual que en Francia. No obstante, veremos que, por lo general, los momentos de ruptura juegan un papel esencial, dentro de una casuística extensa. 




			En la segunda parte del libro analizaré algunas variantes de sociedades ternarias (a veces cuaternarias) no europeas. Me ocuparé especialmente de cómo se vieron afectadas por los sistemas de dominación esclavistas y luego colonialistas establecidos por las potencias europeas; en particular en el caso de la India, donde los estigmas de las antiguas divisiones ternarias siguen siendo excepcionalmente fuertes, a pesar de la voluntad de los gobiernos indios de ponerles fin desde la independencia del país en 1947. La India también ofrece un punto de vista único, ligado al encuentro violento entre una antigua civilización ternaria (la más antigua del mundo) y el poder colonial británico, un encuentro que transformó totalmente las condiciones de formación del Estado y condicionó la evolución de la sociedad. La comparación con China o Japón permitirá plantear distintas hipótesis sobre las diferentes trayectorias posternarias. Por último, mencionaré el caso de Irán, que ofrece un ejemplo llamativo de constitucionalización tardía y todavía válida del poder clerical, con el establecimiento de la República Islámica en 1979. Asimiladas estas lecciones, podremos pasar a la tercera parte del libro y al análisis del hundimiento de las sociedades propietaristas en el siglo XX, así como de su posible regeneración y redefinición en el mundo neopropietarista y poscolonial actual. 




			

	    


	 	

	    

             




			Capítulo 2 




			 




			
Las sociedades estamentales europeas:   poder y propiedad 




			 




			Comenzamos el estudio de las sociedades ternarias y su transformación examinando el caso de las sociedades estamentales europeas y, en particular, el caso de Francia. Las relaciones de poder y de propiedad entre las tres clases en el seno de este tipo de sociedades pueden adoptar distintas formas. Se trata de comprenderlas mejor. Analizaremos en primer lugar el patrón general de justificación del orden trifuncional durante la época medieval. Veremos que el discurso desigualitario ternario intenta argumentar, a su manera, que existe un cierto equilibrio político y social entre dos formas de gobierno que, a  priori, pueden ser legítimas: por una parte, la de las élites intelectuales y religiosas, y por otra parte la de las élites guerreras y militares; ambas supuestamente esenciales para la perpetuación del orden y de la sociedad en su conjunto. 




			A continuación, estudiaremos la evolución, en las sociedades del Antiguo Régimen, del peso demográfico de la nobleza y del clero y su participación en la riqueza. Veremos cómo la ideología trifuncional se materializó en sofisticadas relaciones de propiedad y en intrincadas regulaciones económicas. En concreto, haremos referencia al papel desempeñado por la Iglesia cristiana como institución propietarista y como prescriptora de normas a la vez económicas y financieras, familiares y educativas. Estas lecciones serán esenciales para comprender mejor, en los capítulos siguientes, las condiciones que explican la transformación de las sociedades ternarias en sociedades propietaristas. 




			 




			
Las sociedades estamentales: ¿una forma de equilibrio de poderes? 




			 




			Muchos textos de la Edad Media europea, los más antiguos de los cuales datan de alrededor del año 1000, describen y teorizan la división de la sociedad medieval en tres estamentos. A finales del siglo X y principios del siglo XI, los textos del arzobispo Wolfsan de York (en el norte de Inglaterra) y los del obispo Adalbéron de Laon (en el norte de Francia) preconizan que la sociedad cristiana debe organizarse en tres grupos: los oratores (que rezan, es decir, el clero), los bellatores (que hacen la guerra, o la nobleza) y los laboratores (que trabajan, normalmente la tierra, o el pueblo llano). 




			Para entender el porqué de este discurso es necesario, por supuesto, tener en cuenta la necesidad de estabilidad en las sociedades cristianas de la época y, en particular, el miedo a las revueltas. Se trata, sobre todo, de justificar las jerarquías sociales y de que los laboratores acepten su destino y comprendan que su existencia como buenos cristianos exige el respeto del orden ternario en este mundo y, por tanto, la autoridad del clero y de la nobleza. 




			Muchos textos hacen referencia a la dureza de la vida de los campesinos, que se considera necesaria para la supervivencia de los otros dos estamentos y de la sociedad en su conjunto, así como al castigo corporal como elemento disuasorio para los que se rebelan. Éste es, por ejemplo, el relato del monje Guillaume de Jumièges, a mediados del siglo XI, de una revuelta que tuvo lugar en Normandía: «Sin esperar órdenes, el conde Raoul sometió inmediatamente a todos los campesinos, les cortó las manos y los pies y los devolvió, mutilados, a sus familiares. Éstos se abstuvieron en lo sucesivo de tales actos, y el miedo a sufrir un destino aún peor los hizo más cautelosos [...]. Los campesinos, escarmentados por la experiencia, regresaron apresuradamente a sus arados y olvidaron sus asambleas».4 




			El discurso ternario también se dirige a las élites. Para el obispo Adalbéron de Laon se trata de convencer a los reyes y a los nobles para que gobiernen con sabiduría y moderación, para que sigan los consejos del clero (tanto de los miembros del clero secular como del regular que, además de sus funciones estrictamente religiosas, a menudo cumplían muchas otras tareas indispensables al servicio de la alta nobleza: como juristas, escribas, emisarios, contables, médicos, etc.).5 En uno de sus textos, Adalbéron describe una extraña procesión en la que el mundo funciona al revés, con los campesinos portando una corona, seguidos por el rey, y luego los soldados, monjes y obispos, que caminan desnudos detrás de un arado. Trataba de ilustrar así lo que sucedería si el rey consintiera los excesos de los nobles y decidiera poner fin al equilibrio entre los tres estamentos, que es el único que permite aportar la estabilidad necesaria a la sociedad.6 




			Es interesante señalar que Adalbéron también se dirige explícitamente a los miembros de su propio estamento (el clero) y, en particular, a los monjes cluniacenses, que a principios del siglo XI se vieron tentados a tomar las armas y a afirmar su poder militar. De hecho, impedir que los miembros del clero lleven armas aparece como una preocupación recurrente en los textos medievales (los miembros de las órdenes monásticas son a menudo los más desobedientes). En otras palabras, el fondo del discurso ternario es más complejo y sutil de lo que parece: se trata tanto de pacificar a las élites como de unir al pueblo. El objetivo no es simplemente que las clases dominadas acepten su destino: también es necesario que las élites acepten separarse en dos estamentos distintos, la clase clerical e intelectual, por un lado, la clase militar y noble por el otro, y que cada grupo se atenga estrictamente a su papel. Los nobles deben comportarse como buenos cristianos y escuchar el sabio consejo del clero que, a su vez, no debe pretenden asumir el papel de los nobles. Es una forma de equilibrio de poderes y de autolimitación de las prerrogativas de cada grupo, lo que en absoluto resulta obvio en la práctica de la época. 




			La historiografía reciente también ha subrayado la importancia de la ideología trifuncional en el lento proceso de unificación de los diferentes estatus laborales dentro del pueblo llano. Porque dotar de sentido teórico a una sociedad estamental no consiste simplemente en justificar la autoridad de los dos primeros estamentos sobre el tercero. También pasa por defender la igual dignidad de todos los miembros del tercer estamento y, por lo tanto, de oponerse en cierto modo a la esclavitud y a la servidumbre. Para Mathieu Arnoux, la consolidación del esquema trifuncional es precisamente lo que posibilita el fin del trabajo forzoso y la unificación de los trabajadores en un solo estamento. Esto, a su vez, explicaría el imponente auge demográfico medieval (1000-1350), gracias a un aumento de la intensidad y de la productividad del trabajo de los labradores y campesinos, al fin reconocidos y puestos en valor como trabajadores libres, en lugar de seguir siendo tratados como una fuerza de trabajo dividida (según estatus) y en parte servil.7 Alrededor del año 1000, todos los textos literarios y eclesiásticos muestran que la esclavitud sigue estando muy presente en Europa occidental. A finales del siglo XI, los esclavos y los siervos seguían representando una parte significativa de la población de Inglaterra y Francia.8 Hacia 1350, sin embargo, la esclavitud en Europa occidental ya sólo existía de manera residual, e incluso la servidumbre parecía haber desaparecido casi por completo, al menos en sus formas más duras.9 Un mayor reconocimiento de la personalidad jurídica de los campesinos, de sus derechos civiles y personales, así como de sus derechos de propiedad y de movilidad, se produce gradualmente entre los años 1000 y 1350, al mismo tiempo que se generalizan los discursos que defienden el equilibrio trifuncional. 




			Para Arnoux, el proceso de aparición del trabajo libre parece haber comenzado mucho antes de la peste negra de 1347-1352 y del estancamiento demográfico de los años 1350-1450. Este punto cronológico es importante, en tanto en cuanto la relativa escasez de mano de obra después de la peste negra ha sido citada a menudo para explicar el fin de la servidumbre en Europa occidental (a veces también para explicar su aparente endurecimiento en el este del continente, lo que no es muy coherente).10 




			Arnoux, en cambio, hace hincapié en los factores políticos e ideológicos del esquema trifuncional. También insiste en el papel jugado por instituciones concretas que permiten el desarrollo de modos de producción cooperativos que resultan exitosos (barbechos, diezmos, mercados, molinos) y que son posibles gracias a la aparición de acuerdos entre los diferentes estamentos de la sociedad ternaria. Estos acuerdos involucran tanto a los campesinos (verdaderos artífices silenciosos de esta revolución) como a las organizaciones eclesiásticas (el diezmo pagado al clero permite financiar los graneros comunales, las primeras escuelas y la asistencia a los más necesitados) y a los nobles (implicados en particular en el desarrollo y la regulación de los molinos de agua y en la extensión de los cultivos). Este proceso virtuoso habría permitido, más allá de las crisis, un aumento considerable de la producción agrícola y de la población de Europa occidental entre los años 1000 y 1500, un progreso que ha dejado una huella profunda en el paisaje, visible en la evolución de los bosques y la roturación de tierras, que estuvo acompañado del cese gradual de la servidumbre.11 




			 




			
El orden trifuncional, la aparición del trabajo libre y el destino de Europa 




			 




			Diferentes historiadores medievales ya habían destacado el papel histórico de la ideología trifuncional en la unificación de los estatus laborales. Por ejemplo, para Jacques Le Goff, si el esquema trifuncional terminó por agotarse en el siglo XVIII es precisamente porque fue víctima de su éxito. La teoría de los tres estamentos, entre el año 1000 y la Revolución de 1789, estaría en el origen de la aparición del trabajo como valor. Una vez cumplida esta tarea histórica, la ideología ternaria podía desaparecer y dar paso a ideologías igualitarias más ambiciosas.12 Arnoux lleva el análisis más allá y defiende que la ideología trifuncional y el proceso europeo de unificación del trabajo es uno de factores que explican por qué la cristiandad, que hacia el año 1000 era atacada por todas partes (vikingos, sarracenos, húngaros) y parecía debilitada en comparación con otros sistemas políticos y religiosos (Imperio bizantino y mundo árabe musulmán, principalmente), se preparaba sin embargo para conquistar el mundo alrededor de 1450-1500, gracias a una población numerosa, joven y dinámica, así como a una agricultura lo suficientemente productiva como para alimentar los inicios de la urbanización y las expediciones bélicas y marítimas venideras.13 




			Desgraciadamente, las limitaciones de los datos disponibles impiden cualquier prueba definitiva a este respecto. No es imposible pensar que algunas de estas hipótesis se basan en una visión un tanto idílica de la sociedad ternaria medieval europea y de las cooperaciones mutuamente beneficiosas que pudieran haberse dado entre los distintos estamentos. Más adelante veremos que hay muchos otros factores que ayudan a explicar la singularidad del caso europeo. En todo caso, estos textos medievales tienen el inmenso mérito de poner de relieve la complejidad de las cuestiones políticas e ideológicas que rodean el esquema trifuncional y permiten enriquecer la información sobre las posiciones políticas e intelectuales de unos y otros en esta larga historia. 




			Pensemos, por ejemplo, en el abad Sieyès, miembro del clero y, sin embargo, elegido representante del pueblo llano en los Estados Generales, muy conocido por un opúsculo publicado en enero de 1789 que comienza con la famosa sentencia: «¿Qué es el tercer estado? Todo. ¿Qué ha sido hasta ahora en el orden político? Nada. ¿Qué es lo que pide? Pasar a ser algo». Tras denunciar en las primeras páginas las excentricidades de la nobleza francesa, comparables según él «a las castas de las Indias Orientales y del Antiguo Egipto» (Sieyès no profundizó en el alcance de la comparación, pero obviamente no se trata de un cumplido), expuso su principal reivindicación: que los tres estamentos que el rey Luis XVI acaba de convocar y que se reunirán en Versalles en abril de 1789 puedan hacerlo juntos, con tantos votos para el tercer estado como para la suma de los otros dos estamentos (es decir, el 50 por ciento de los votos para el pueblo llano). 




			La petición es revolucionaria, ya que la costumbre era que los tres estamentos se reunieran y votaran por separado, lo que garantizaba a los estamentos privilegiados dos de cada tres votos en caso de desacuerdo. Sieyès consideraba inaceptable esta mayoría automática de la que disfrutaban los privilegiados, ya que el pueblo llano representaba, según sus propias estimaciones, entre el 98 y el 99 por ciento de la población total del reino. Nótese que, sin embargo, estaba dispuesto a aceptar el 50 por ciento de los votos, al menos durante un tiempo. Al final, en el fragor de los acontecimientos, por iniciativa suya, los representantes del pueblo llano propusieron en junio de 1789 que los otros dos estamentos se unieran a ellos y formaran así una «Asamblea Nacional». Algunos representantes del clero y de la nobleza aceptaron la propuesta, de modo que fue esta Asamblea (compuesta principalmente por representantes del pueblo llano) la que se hizo con el poder, tomó el control de la Revolución y votó en la noche del 4 de agosto de 1789 la abolición de los «privilegios» de los dos estamentos dominantes. 




			Apenas unos meses más tarde, Sieyès expresó su profundo desacuerdo con el modo concreto en que se realizó esta votación histórica, en particular con respecto a la nacionalización de la propiedad del clero y a la abolición del diezmo eclesiástico. En el Antiguo Régimen francés, el diezmo eclesiástico era un impuesto sobre el producto de la tierra y los animales, con un tipo impositivo que variaba según los cultivos y las costumbres locales, que generalmente estaba entre el 8 y el 10 por ciento del valor de la cosecha, la mayoría de las veces pagado en especie. El diezmo pesaba sobre todas las tierras, incluyendo en principio las de la nobleza (a diferencia de la talla, un impuesto real del que estaba exenta la nobleza) y sus ingresos se pagaban directamente a las organizaciones eclesiásticas, con complejas reglas de reparto entre parroquias, obispados y monasterios. El diezmo tenía orígenes muy antiguos, ya que había ido sustituyendo a los pagos voluntarios de los fieles a la Iglesia desde principios de la Edad Media, con el apoyo del poder real y nobiliario carolingio, que en el siglo VIII le dio fuerza legal y lo transformó en un pago obligatorio. Este apoyo será confirmado por todas las dinastías posteriores, sellando así la unión entre la Iglesia y la Corona, una alianza inquebrantable entre el clero y la nobleza.14 El diezmo era, junto con las rentas procedentes de las propiedades de la Iglesia, el principal recurso de las instituciones eclesiásticas para pagar al clero y financiar sus actividades. Fue una institución política y fiscal central que, de hecho, transformó la Iglesia en un cuasi Estado con medios considerables para regular la sociedad y cumplir con sus funciones de supervisión, que eran espirituales, sociales, educativas y morales. 




			Para Sieyès (Arnoux tiende a estar de acuerdo con él en este punto), la abolición del diezmo eclesiástico no sólo impedía que la Iglesia desempeñara esta función, sino también que transfiriera decenas de millones de libras tornesas a los ricos terratenientes privados (burgueses o nobles).15 Esto iba en detrimento de los campesinos más pobres que, según Sieyès, eran a menudo los primeros beneficiarios de los graneros colectivos, los dispensarios, las escuelas y otras ayudas sociales, así como de los bienes públicos financiados por la Iglesia.16 Cabe destacar que los resultados educativos y sociales obtenidos por las instituciones eclesiásticas católicas francesas en el siglo XVIII parecen, a fin de cuentas, relativamente modestos en comparación con los obtenidos por las estructuras estatales y comunales de épocas posteriores. Asimismo, debe señalarse que el diezmo también financiaba el tren de vida de los obispos, sacerdotes y monjes cuya primera preocupación no siempre era el bienestar de los más pobres. El diezmo lastraba a menudo las condiciones de vida de los más desfavorecidos, no sólo las de los propietarios acomodados (nada en su funcionamiento permitía que los más ricos contribuyeran más, ya que el diezmo era un impuesto proporcional y no progresivo; en ningún momento los miembros del clero propusieron que fuera de otra manera).17 No se pretende aquí zanjar este debate ni reabrir la controversia entre el abad Sieyès (que habría preferido que se tratase al clero con indulgencia y que se exigiera más a la nobleza) y el anticlerical marqués de Mirabeau (que se distinguió en discursos que pedían el fin del diezmo y la nacionalización de las propiedades de la Iglesia, mientras se mostraba mucho menos contundente a la hora de expropiar a la clase nobiliaria). 




			Se trata simplemente de ilustrar la complejidad de intereses y, al mismo tiempo, de relaciones de dominación, que existen entre los distintos grupos sociales que conforman las sociedades ternarias, una complejidad que permite dar voz a relatos contradictorios y sin embargo plausibles. Para Sieyès, habría sido claramente posible y deseable poner fin a los privilegios más indebidos de los dos estamentos dominantes, preservando al mismo tiempo un papel social importante para la Iglesia católica, en particular en materia educativa (y por lo tanto unos recursos fiscales y patrimoniales apropiados). El debate sobre el papel de los cultos religiosos, la diversidad de los modelos educativos y su financiación sigue ocupando un papel central en muchas sociedades modernas (tanto en las que han adoptado un régimen supuestamente republicano y laico, como Francia, como en las que han conservado el principio monárquico o una forma de reconocimiento oficial de las religiones, como el Reino Unido o Alemania). Volveremos sobre ello a su debido tiempo. Por el momento, basta señalar que este debate tiene orígenes antiguos que hunden sus raíces en la estructuración trifuncional de la desigualdad social. 




			 




			
El peso del clero y la nobleza en la población total y su participación en la riqueza: el caso de Francia 




			 




			En general, desafortunadamente, se sabe poco de la evolución del peso relativo del clero, de la nobleza y de los diferentes grupos sociales en la población total, así como su participación respectiva en la riqueza, en la historia de las sociedades ternarias. Existen razones profundas para esto: las sociedades ternarias estaban basadas, en su origen, en una lógica de imbricación de poderes y legitimidades políticas y económicas a nivel extremadamente local, una lógica que es directamente antagonista a la del Estado centralizado moderno, que se caracteriza entre otras cosas por la recogida y la elaboración de información y por la búsqueda de uniformidad. Las sociedades ternarias no definen las categorías sociales, políticas y económicas de manera clara, absoluta y homogénea, ni lo hacen en territorios extensos. No se organizan en torno a encuestas administrativas o censos sistemáticos. En realidad, por ser más precisos, cuando empiezan a hacerlo generalmente significa que la formación del Estado centralizado está ya avanzada y que el fin de las sociedades ternarias que le preceden está próximo o, al menos, que se encuentran al borde de experimentar una transformación radical. Las sociedades ternarias tradicionales viven en la sombra. Cuando las luces se encienden, es porque ya no son del todo ellas mismas. 




			El caso de la monarquía francesa es particularmente interesante desde este punto de vista, porque los tres estamentos gozaban de una existencia política oficial centralizada relativamente antigua. Los Estados Generales del reino, que reunían a representantes del clero, de la nobleza y del pueblo llano, se convocaban más o menos regularmente desde 1302 para tomar decisiones sobre cuestiones particularmente importantes que afectaban a todo el país, en general de carácter fiscal, judicial o religioso. Esta institución representa en sí misma la encarnación emblemática de la ideología trifuncional, o quizá un intento temporal y en última instancia fracasado de dotar de un fundamento trifuncional al Estado monárquico centralizado que estaba en formación (la sociedad ternaria a nivel local había funcionado durante siglos sin que los Estados Generales desempeñaran ningún papel). En la práctica, se trataba de una institución frágil, poco formalizada, con reuniones muy irregulares. En 1789, la convocación de los Estados Generales parecía ser el último recurso para replantear desde cero el sistema tributario y hacer frente a una crisis financiera y moral que, en última instancia, sería fatal para el Antiguo Régimen. La reunión previa a esta última convocatoria databa de 1614. 




			No existía una lista electoral centralizada ni un procedimiento homogéneo para nombrar a los representantes de los diferentes estamentos en el marco de los Estados Generales. Todo se dejaba al arbitrio de las costumbres y a la jurisprudencia local. En la práctica, eran principalmente la burguesía de las ciudades y la clase campesina más acomodada quienes participaban en la elección de los representantes del tercer estado. Estas designaciones también generaban conflictos recurrentes en el entorno de la nobleza, en particular entre la antigua nobleza de espada (los «caballeros de espada») y la nueva nobleza de toga (los «robins»,18 juristas y magistrados de los Parlamentos, también llamados «caballeros de toga»), con los primeros siempre tratando de reconducir a los segundos de vuelta al tercer estado, a menudo con éxito, de modo que en la práctica sólo una pequeña minoría de «hauts robins» era reconocida verdaderamente como miembro de la nobleza.19 




			Durante los Estados Generales de 1614, se celebraron elecciones separadas en el tercer estado para nombrar a los representantes de la nobleza de toga, por un lado, y a los representantes del resto del pueblo llano (burgueses, comerciantes, etc.), por otro lado, de modo que se podría considerar que había en cierto modo cuatro estamentos en lugar de tres. El abogado Loyseau, autor del influyente Traité sur les ordres et les seigneuries, de 1610, no estuvo lejos de proponer que la nobleza de toga, verdadera columna vertebral administrativa y jurídica del Estado monárquico en ciernes, se convirtiera en el auténtico estamento dominante del reino, en lugar del clero (ponía como ejemplo que los druidas galos habían sido los primeros jueces). Sin embargo, no se atrevió a dar el paso, ya que esto habría requerido una redefinición radical del orden político y religioso vigente. Las críticas de Loyseau contra la nobleza de espada no eran menos severas, acusándola de haber abusado de la debilidad de los monarcas durante siglos, al transformar los derechos derivados de sus servicios militares pasados (derechos que, a su entender, deberían ser temporales y limitados) en derechos permanentes, desorbitados y transferibles. Al hacerlo, un abogado como Loyseau se está mostrando como un defensor inflexible del Estado centralizado, socavando los fundamentos mismos del orden trifuncional y preparando las mentes para 1789. El conflicto también fue feroz entre los caballeros de espada y los titulares de cargos u oficios de corte, acusados de haber aprovechado la falta de liquidez de la Corona para apropiarse de prerrogativas e ingresos públicos, a veces incluso de títulos nobiliarios, en función de su disponibilidad financiera, que en la mayoría de los casos derivaba de actividades mercantiles consideradas indignas.20 




			Tanto es así, que resulta imposible utilizar las listas electorales de los Estados Generales para conocer el número total de miembros de las diferentes clases: todos los nombramientos de los representantes de los tres estamentos se realizaban a nivel local, con innumerables diferencias en los procedimientos según cada territorio. Sólo existen rastros dispares, con categorías que varían de un lugar a otro y también en el tiempo. Cabe recordar que en Francia no se organizó ningún verdadero censo antes del siglo XIX. Hoy día parece obvio que los censos son una herramienta esencial para la obtención y elaboración de información social y demográfica básica, así como para el funcionamiento mismo del Estado (por ejemplo, para determinar la distribución de fondos asignados a los municipios o para asignar los escaños y las circunscripciones cuando se revisan los mapas electorales). Pero la construcción de tales sistemas requiere capacidad organizativa, medios de transporte adecuados y, también, el deseo de conocer, medir y administrar, condiciones que no son evidentes y que resultan de procesos políticos e ideológicos particulares. 




			En el Antiguo Régimen, a veces se contabilizaba el número de hogares21 (grupos familiares que compartían el mismo techo), pero nunca las personas. Sólo se hacía en algunas provincias y, en cualquier caso, sin una información homogénea sobre los estamentos, las profesiones, los estatus laborales o las clases presentes en los diferentes hogares. Los primeros censos verdaderamente nacionales no se organizaron en Francia hasta 1801 y no eran más que simples recuentos relativamente rudimentarios de la población total. Hasta el censo de 1851 no aparecieron las papeletas individuales y las primeras listas nominativas, lo que permitió elaborar tabulaciones por edad, sexo y profesión. Estas estadísticas y clasificaciones socioprofesionales se irán transformando posteriormente de manera continua en el marco de los censos modernos.22 




			En el Antiguo Régimen, todo el mundo debatía sobre el número de miembros de los diferentes estamentos, especialmente durante el siglo XVIII, pero no existían estimaciones oficiales. Cada cual tuvo que ingeniárselas a la hora de defender sus propias extrapolaciones nacionales a partir de la escasa información disponible sobre el número de parroquias, de nobles y de hogares en este o aquel territorio en particular. Como el mismo Sieyès señala en su famoso opúsculo: «En cuanto a la población, somos conscientes del peso inmenso que tiene el tercer estado sobre los dos primeros. Como todo el mundo, desconozco cuál es la verdadera proporción entre ellos; pero, como todo el mundo, me permitiré hacer mis cálculos». A esto le sigue una estimación relativamente baja del número de nobles, basada en un cálculo muy aproximado del número de familias nobles bretonas, multiplicado por un tamaño medio por familia exageradamente bajo, cálculo que revela el deseo del autor de insistir en el pequeño tamaño de la nobleza en comparación con su escandaloso peso político. 




			En general, existe cierto acuerdo entre las fuentes sobre el número de familias nobles (en el sentido de linajes), pero las cosas se vuelven extremadamente complejas cuando se trata de calcular el número de miembros de este grupo social. Es difícil estimar el tamaño medio de los hogares, que implica hacer suposiciones sobre el número de hijos, los cónyuges supervivientes y las cohabitaciones intergeneracionales; y, todavía más, estimar el número de hogares y de núcleos familiares diferentes que deben tenerse en cuenta en cada linaje (la incertidumbre es tanto mayor cuanto que no siempre es obvio decidir de antemano si tal o cual nueva rama de la familia va a permanecer o no en la nobleza). 




			A partir de mediados del siglo XVII, es posible apoyarse en las grandes encuestas sobre la nobleza y el clero realizadas en los años 1660-1670 bajo el reinado de Luis XIV y la dirección de su ministro Colbert; especialmente en los datos del impuesto de capitación, creado en 1695, que recaía sobre los nobles (a diferencia de la talla). El mariscal Vauban, conocido por sus famosas fortificaciones, construidas por todo el reino, así como por sus intentos de estimar la riqueza proveniente de la explotación de la tierra y por sus proyectos de reforma fiscal, había preparado en 1710 un plan de acción para futuros censos, pero nunca llegó a aplicarse. Durante los siglos XIV, XV y XVI, algunos autores utilizaron las listas de reclutamiento y de reserva, elaboradas a nivel local para determinar cuántos nobles podrían ser llamados a las armas si fuera necesario. Todos estos datos están sujetos a limitaciones importantes, pero permiten estimar tendencias y órdenes de magnitud, particularmente para el período comprendido entre mediados del siglo XVII y finales del siglo XVIII. 




			Cuanto más nos remontamos en el tiempo, más la nobleza de un linaje es una cuestión de reconocimiento por parte de sus pares a nivel local y más carece de sentido la idea misma de una estimación nacional. En la época medieval, «el que vive noblemente» sin tener que dedicarse a actividades degradantes (comerciales) para mantener su estatus es considerado noble. En principio, un comerciante que comprase un feudo sólo podía ser considerado noble y estar exento del pago de la talla al cabo de varias generaciones, a condición de que su hijo, o más bien su nieto, lograse demostrar que vivía noblemente, espada en mano, «sin dedicarse al comercio». En la práctica, todo era una cuestión de reconocimiento por parte de las demás familias nobles del entorno, especialmente en lo que respecta a las alianzas matrimoniales y a la aceptación de los antiguos linajes nobles locales para casar a sus hijos con los recién llegados (una cuestión central a la que volveremos cuando estudiemos las castas superiores de la India). 




			 




			
El número de nobles y de clérigos, en declive hacia al final del Antiguo Régimen 




			 




			A pesar de sus limitaciones, es útil examinar la información de la que disponemos sobre la evolución del número de nobles y de clérigos en Francia durante el Antiguo Régimen. Las estimaciones que analizamos a continuación han sido elaboradas a partir de la explotación de datos de capitación y de las listas de reclutamiento y de reserva, así como de los resultados de las encuestas sobre la nobleza y el clero realizadas en las décadas de 1660 y 1670. El valor de estas estimaciones reside principalmente en los órdenes de magnitud, aunque también permiten realizar un cierto número de comparaciones temporales y espaciales interesantes. 




			Dos hechos parecen, no obstante, suficientemente robustos. Por una parte, el número de clérigos y de nobles era relativamente pequeño en Francia durante los últimos siglos de la monarquía. Según las estimaciones más optimistas, los dos estamentos privilegiados representaban entre el 3 y el 4 por ciento de la población total entre finales del siglo XIV y finales del siglo XVII: alrededor del 1,5 por ciento para el clero y del 2 por ciento para la nobleza.23 




			 




			Gráfico 2.1 El clero y la nobleza en la sociedad ternaria   en Francia (1380-1780) (en % de la población total) 
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			INTERPRETACIÓN: En 1780, la nobleza y el clero representaban aproximadamente el 0,8 por ciento y el 0,7 por ciento, respectivamente, de la población francesa total, es decir 1,5 por ciento en total (frente al 98,5 por ciento del pueblo llano); en 1660, la nobleza y el clero representaban aproximadamente el 2 por ciento y el 1,4 por ciento de la población total, es decir el 3,4 por ciento en total (frente al 96,6 por ciento del pueblo llano). Se constata una relativa estabilidad de estas proporciones entre 1380 y 1660, y una reducción acusada desde 1660 hasta 1780. 




			 




			FUENTES Y SERIES: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. 




			 




			Por otra parte, hubo un declive significativo del número de clérigos y de nobles a partir del último tercio del siglo XVII, bajo el reinado de Luis XIV, y durante todo el siglo XVIII, bajo Luis XV y luego Luis XVI. En total, el peso de los dos primeros estamentos, expresado en porcentaje de la población total, parece haberse reducido a algo menos de la mitad entre 1660 y 1780. En vísperas de la Revolución francesa, representaban alrededor del 1,5 por ciento de la población: en torno a 0,7 por ciento para el clero y 0,8 por ciento para la nobleza (véase el gráfico 2.1). 




			Conviene, además, puntualizar varias cuestiones. En primer lugar, aunque existe una elevada incertidumbre en cuanto a los niveles, las tendencias parecen relativamente claras. Es imposible afirmar con certeza que los nobles representaban exactamente el 0,8 por ciento de la población francesa en vísperas de la Revolución. Dependiendo del grado de detalle de las fuentes y de los métodos utilizados, se pueden obtener estimaciones significativamente más bajas o altas.24 Sin embargo, para la misma fuente y el mismo método de estimación, se constata una disminución sistemática y muy clara en el número de miembros de los dos primeros estamentos, en particular en el caso de la nobleza, durante el último siglo del Antiguo Régimen.25 Al contrario, no parece observarse ninguna tendencia clara en los siglos anteriores.26 




			¿Cómo interpretar el relativamente reducido número de miembros de los dos estamentos dominantes bajo la monarquía francesa y, sobre todo, el declive durante el siglo anterior a la Revolución? Para aclarar el contexto general en el que se desarrollan estos cambios, conviene recordar que la población del reino de Francia aumentó considerablemente durante este período, pasando de poco más de 11 millones de habitantes, hacia 1380, a casi 22 millones, en torno a 1700, y a alrededor de 28 millones de habitantes en la década de 1780, según las estimaciones disponibles. En comparación, Inglaterra tenía menos de 8 millones de habitantes hacia 1780; el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda, unos 13 millones; y Estados Unidos de América, recientemente independizados, apenas 3 millones de habitantes (incluyendo a los esclavos). Una vez más, la exactitud de estas cifras es cuestionable, pero los órdenes de magnitud son claros. En los siglos XVII y XVIII, el reino de Francia era, con mucho, el país más poblado de Occidente, lo que sin duda ayuda a explicar el papel internacional de la lengua francesa durante la Ilustración, así como el considerable impacto que la Revolución francesa iba a tener en los países vecinos y en la historia de Europa. Si la monarquía más poderosa se derrumbaba, ¿no era esto una señal de que el Viejo Mundo y el orden trifuncional en su conjunto estaban a punto de derrumbarse? Por otra parte, es probable que el dinamismo demográfico francés no sea ajeno al estallido de la Revolución en sí. Todo indica que el fuerte crecimiento demográfico contribuyó al estancamiento de los salarios agrícolas y al aumento de las rentas de la tierra en las décadas previas a la explosión de 1789. Sin convertirla en la única causa de la Revolución francesa, parece obvio que el aumento de la desigualdad pudo haber aumentado la impopularidad de la nobleza y del régimen político vigente.27 




			El fuerte aumento de la población implica también que la relativa estabilidad de la proporción de clérigos y de nobles entre los siglos XIV y XVII enmascara en realidad un fuerte aumento del número de miembros del clero y la nobleza que, en términos absolutos, nunca fue tan numeroso como en la década de 1660, fecha a partir de la cual comienza a disminuir ligeramente. Lo hace más claramente entre 1700 y 1780, en particular en el caso de los nobles, cuyo número parece disminuir en más de un 30 por ciento durante el siglo XVIII. En un contexto de fuerte crecimiento demográfico, el peso de la nobleza se redujo a menos de la mitad en apenas un siglo (véase la tabla 2.1). 




			En lo que respecta al clero, puede ser interesante expresar su número como porcentaje de la población masculina adulta. En la Iglesia católica, los sacerdotes no pueden tener familia (ni cónyuge, ni hijos), lo que reduce automáticamente el tamaño del clero en relación con otros países y religiones donde los sacerdotes tienen familias de tamaño equivalente (o a veces incluso ligeramente mayor) al de otras clases sociales, como los sacerdotes protestantes y ortodoxos, el clero chií en Irán o los brahmanes en la India, que examinaremos en los próximos capítulos. Por eso, para hacer comparaciones entre estas civilizaciones, es más apropiado medir el peso de los diferentes grupos dentro de la población masculina adulta (aunque ambos puntos de vista pueden estar justificados y cada uno ofrece perspectivas complementarias sobre las diferentes estructuras sociales en cuestión). 




			 




			Tabla 2.1 El clero y la nobleza en Francia (1380-1780)   




			(en % de la población total) 




			 






  

    	 

    	1380 


    	1470 


    	1560 


    	1660 


    	1700 


    	1780


  


  

    	Clero 


    	1,4 % 


    	1,3 % 


    	1,4 % 


    	1,4 % 


    	1,1 % 


    	0,7 % 


  


  

    	Nobleza 


    	2,0 % 


    	1,8 % 


    	1,9 % 


    	2,0 % 


    	1,6 % 


    	0,8 %


  


  

    	Clero y nobleza 


    	3,4 % 


    	3,1 % 


    	3,3 % 


    	3,4 % 


    	2,7 % 


    	,5 %


  


  

    	Pueblo llano 


    	96,6 % 


    	96,9 % 


    	96,7 % 


    	96,6 % 


    	97,3 % 


    	98,5 %


  


  

    	Población total  (millones) 


    	11 


    	14 


    	17 


    	19 


    	22 


    	28


  


  

    	Clérigos (miles) 


    	160 


    	190 


    	240 


    	260 


    	230 


    	200


  


  

    	Nobles (miles) 


    	220 


    	250 


    	320 


    	360 


    	340 


    	210


  







			 




			INTERPRETACIÓN: En 1780, el clero y la nobleza representaban en torno al 0,7-0,8 por ciento de la población total, es decir, un 1,5 por ciento en total (unos 410.000 habitantes sobre 28 millones). 




			 




			FUENTES Y SERIES: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. 




			 




			En este caso, tras las encuestas efectuadas en Francia en los años 1660-1670, se llegó a la conclusión de que el clero contaba con unos 260.000 miembros, de los cuales 100.000 correspondían al clero secular (obispos, sacerdotes, canónigos, diáconos y vicarios, únicamente hombres) y 160.000 al clero regular (miembros de las órdenes religiosas que seguían las reglas monásticas). Según esta fuente, el clero regular se dividía en dos partes aproximadamente equivalentes, compuestas por unos 80.000 monjes y 80.000 monjas. Por lo tanto, los hombres representaban alrededor del 70 por ciento del total del clero (180.000 de 260.000). Si se da por buena esta estimación, se tiene que, en el siglo XVII, el clero masculino representaba alrededor del 3,3 por ciento de la población masculina adulta; es decir, un hombre adulto por cada treinta. Durante el siglo XVIII, esta proporción descendió a poco menos del 2 por ciento, lo que aún representa casi uno de cada cincuenta hombres adultos (véase la tabla 2.2). En comparación, menos de uno de cada mil hombres adultos eran miembros del clero en Francia a finales del siglo XX y principios del siglo XXI (considerando todas las religiones). En tres siglos, el estamento religioso ha desaparecido de facto.28 La clase intelectual sigue estando muy presente, tanto en Francia como en todas las sociedades occidentales (el número de doctorandos alcanza a veces a casi el 2 por ciento del electorado, uno de cada cincuenta, frente a menos de uno por cada mil hace un siglo), e incluso desempeña un papel considerable en la estructuración del conflicto político y electoral y del régimen desigualitario en su conjunto, aunque de forma muy distinta a la observada en la era trifuncional.29 




			Si se suman los dos estamentos dominantes, se tiene que el clero y la nobleza representaban alrededor del 5 por ciento de la población masculina adulta entre los siglos XIV y XVII, o el 3,5 por ciento como proporción de la población total. Este peso se redujo a poco más del 2 por ciento en vísperas de la Revolución, o al 1,5 por ciento si se considera como proporción de la población total (véanse las tablas 2.1 y 2.2).30 




			 




			Tabla 2.2 El clero y la nobleza en Francia (1380-1780)   




			(en % de la población adulta masculina) 




			 








  

    	 

    	1380 


    	1470 


    	1560 


    	1660 


    	1700 


    	1780 


  


  

    	Clero 


    	3,3 % 


    	3,2 % 


    	3,3 % 


    	3,3 % 


    	2,5 % 


    	1,7 % 


  


  

    	Nobleza 


    	1,8 % 


    	1,6 % 


    	1,8 % 


    	1,8 % 


    	1,5 % 


    	0,7 %


  


  

    	Clero y nobleza 


    	5,1 % 


    	4,8 % 


    	5,1 % 


    	5,1 % 


    	4,0 % 


    	2,4 %


  


  

    	Pueblo llano 


    	94,9 % 


    	95,2 % 


    	94,9 % 


    	94,9 % 


    	96,0 % 


    	97,6 %


  


  

    	Población total  (millones) 


    	3,4 


    	4,2 


    	5,1 


    	5,6 


    	6,5 


    	8,3


  


  

    	Clérigos (miles) 


    	110 


    	130 


    	160 


    	180 


    	160 


    	140


  


  

    	Nobles (miles) 


    	60 


    	60 


    	90 


    	100 


    	90 


    	60 


  





			 




			INTERPRETACIÓN: En 1780, el clero y la nobleza representaban en torno al 1,7 por ciento y 0,7 por ciento de la población adulta masculina respectivamente, es decir, el 2,4 por ciento en total (unos 200.000 habitantes sobre 8,3 millones de hombres adultos). 




			 




			FUENTES Y SERIES: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. 




			 




			
¿Cómo explicar la disminución del número de nobles? 




			 




			Volvamos a la disminución del número de miembros del clero y de la nobleza: ¿cómo se explica que la importancia numérica del clero, y más aún de la nobleza, se haya visto mermada en Francia durante el último siglo del Antiguo Régimen? Digámoslo ya de entrada: las fuentes disponibles no permiten responder a esta pregunta de una manera absolutamente precisa y convincente. Esta disminución podría ser la consecuencia de un proceso a largo plazo vinculado a la formación del Estado centralizado y a la progresiva deslegitimación de las funciones del clero y la nobleza. Diversos factores políticos e ideológicos específicos de cada época han jugado un papel en esta evolución, presente también en otros países europeos, en particular en el Reino Unido y en Suecia, aunque con interesantes diferencias en su cronología y en su estructura. En el caso concreto de Francia, es probable que el fuerte declive observado desde mediados del siglo XVII sea, al menos en parte, el resultado de una política deliberada llevada a cabo por una monarquía absoluta en plena expansión y en plena autoafirmación. No olvidemos que el objetivo de las grandes encuestas sobre la nobleza y el clero de los años 1660-1670, organizadas por Colbert durante el reinado de Luis XIV, era precisamente el de permitir que el Estado centralizado, entonces en formación, pudiera tomar la medida a los estamentos privilegiados y, en cierto modo, hacerse con su control. Desde el momento en que se puede contabilizar y definir quién es quién, o al menos avanzar en esa dirección, también se es capaz de influir en la delimitación de cada estamento y de acordar la adscripción y los derechos que ello conlleva. De hecho, la Corona acomete entonces un endurecimiento de las reglas de pertenencia a la nobleza exigiendo, por ejemplo, en el marco de la Declaración Real de 1664 «pruebas auténticas» a la nobleza que se reivindicaba anterior a 1560. A la Corona no le resultó sencillo definir el tipo de pruebas y documentos admitidos a este fin.31 




			A finales del siglo XVII y principios del XVIII, la monarquía francesa intensificó sus esfuerzos para limitar el número de nobles. La motivación era tanto política (se trataba de demostrar que el Estado centralizado en formación no necesitaba una nobleza pletórica y ociosa) como presupuestaria ya que, al reducir el número de nobles, las exenciones fiscales se reducían en consecuencia. El impuesto de capitación creado en 1695 permitió someter a contribución a la nobleza; al menos en parte, puesto que los nobles permanecieron exentos de otros muchos impuestos reales hasta 1789, en concreto de la talla. Sólo una restricción en las condiciones de reconocimiento como parte de la nobleza podía, por lo tanto, aumentar los ingresos por ese lado. Los esfuerzos en esta dirección siempre eran incompletos, ya que la monarquía sólo tenía un control muy imperfecto sobre las instituciones y los procesos jurisdiccionales y administrativos locales, que eran los que establecían las exenciones, y no podía o no quería correr el riesgo de aislarse del núcleo de la nobleza, de modo que la cuestión sólo se resolvería realmente durante la Revolución. Pero el hecho es que el proceso se había iniciado mucho antes, no sin dificultades. 




			Al mismo tiempo, la monarquía también contribuyó a vincular poco a poco a las antiguas élites nobles y militares con las nuevas élites mercantiles y financieras, por un lado vendiendo cargos u oficios de corte (a veces acompañados de títulos nobiliarios) a quienes disponían de recursos financieros suficientes y, por otro, permitiendo que los nobles diversificaran sus actividades sin perder su título, por ejemplo, declarando en 1627 que el comercio marítimo dejaba de ser una actividad deshonesta para los caballeros, decisión que se extendió a los bancos y a las manufacturas en 1767.32 Este proceso gradual de unificación y monetización de las élites, que culminará de alguna manera en los regímenes censitarios vigentes durante el siglo XIX (el tamaño de las propiedades y de los impuestos pagados se convertirían en los nuevos cimientos del poder político), parece haber comenzado ya en los siglos XVII y XVIII, al mismo tiempo que comenzaba a disminuir el número de miembros de la nobleza tradicional. 




			No obstante, parece difícil poder atribuir completamente la disminución del número de nobles a la acción deliberada del Estado centralizado y de quienes lo controlaban. Dada la fuerte caída registrada entre 1660 y 1780, es probable que otros factores (empezando por comportamientos estratégicos de los propios nobles) hayan desempeñado un papel importante, cuando no predominante. Numerosos estudios han demostrado que la clase noble tiende a adoptar un comportamiento demográfico cada vez más «malthusiano» durante el siglo XVIII, con una disminución del número de hijos por pareja y, al mismo tiempo, un aumento del celibato entre los hijos menores y entre las hijas. Al mismo tiempo, se observa en Francia y en otros países europeos una tendencia a generalizar la primogenitura; es decir, a concentrar cada vez más la transmisión de la propiedad en el hijo mayor, a la manera de la nobleza inglesa, mientras que las prácticas hereditarias francesas (también las de otros lugares de Europa) siempre habían variado de una provincia a otra.33 El creciente celibato de los hijos menores y la concentración de las herencias en favor de los primogénitos parecen ir acompañados de una monopolización cada vez más intensa de las funciones dentro del alto clero: más de 95 de cada 100 obispos procedían de la nobleza en el siglo XVIII, mientras que la proporción era del 63 por ciento a principios del siglo XVII y del 78 por ciento a finales del mismo siglo.34 




			Podríamos tener la tentación de analizar estos cambios como una reacción ofensiva (consciente o no) o, incluso, como una autoafirmación de poder por parte de las familias nobles y de sus líderes, a la inglesa. Mientras el Estado centralizado garantice el respeto del derecho a la propiedad a gran escala, sin que sea necesario tener muchos hijos para tomar las armas y defender su feudo y su posición social, tanto mejor para los nobles concentrar el poder dentro de una élite cada vez más reducida y evitar las divisiones y la fragmentación sistemática del patrimonio (una élite demasiado numerosa no es una élite). Estas estrategias familiares malthusianas también pueden ser interpretadas como una reacción defensiva frente al miedo a la pérdida de categoría social. En un contexto de fuerte crecimiento demográfico, de expansión económica y de diversificación de las élites (a los nobles y clérigos se añadieron los togados, los comerciantes, los financieros y los burgueses de todo tipo), restringir el tamaño de su descendencia y concentrar las herencias podía constituir la única manera para la nobleza de mantener su posición frente a las nuevas élites. 




			Las fuentes disponibles son demasiado limitadas como para que sea posible conocer con precisión el papel que desempeñaron estos diferentes factores, percepciones y motivaciones. Es sorprendente, sin embargo, que las disputas sobre el protocolo y los conflictos sobre el rango y la preeminencia, en lugar de desaparecer, parezcan enconarse hacia el final del Antiguo Régimen.35 En un contexto de transformación de un régimen jerárquico y desigualitario, marcado por la creciente centralización y constitución del Estado moderno, así como por múltiples replanteamientos sobre posiciones individuales, sería erróneo imaginar una comunión de las diferentes élites, unidas por la gracia del dinero, de la racionalidad económica y de la maximización de la concentración de la propiedad. Con la entrada solemne de Luis XIV en París en 1660, las habituales disputas entre los caballeros de espada y los caballeros de toga dieron lugar a múltiples conflictos internos en la Gran Cancillería (institución que desempeñaba tanto el papel de Ministerio de Justicia como de Administración Central de la monarquía). Los gardes des rôles, encargados de llevar los múltiples registros y listas administrativas y fiscales, reclamaban una indumentaria y un rango que los asemejara a los maîtres des comptes y a los grands audienciers para distinguirse de los ujieres, considerados menos dignos que ellos. 




			No sólo se codificó el orden en las procesiones, sino también el tamaño de los abrigos y sombreros, el tamaño de los taburetes durante las ceremonias, el color de los zapatos, etc. Los conflictos por la indumentaria, los protocolos, las procesiones y los rangos también afectaban a las relaciones entre los miembros de los diferentes oficios y gremios. En el siglo XVIII, hubo que resolver la delicada cuestión del lugar que ocupaban en el protocolo las princesas y los príncipes de sangre real, así como el de los hijos naturales (recientemente reconocidos, bajo la presión de los monarcas, algo que no estaba exento de dificultades), frente a la alta nobleza. Como es lógico, los cronistas del momento se lamentaban constantemente de la desaparición del antiguo orden protocolario, el del campo de batalla, el orden guerrero y feudal, simbolizado por el banquete fundacional de la Chanson de Roland (el Cantar de Roldán), en el que los doce «pairs» rodeaban al rey, y en el que nadie ignoraba ni cuestionaba las reglas jerárquicas que determinaban el orden para acceder a los platos o para ser servido.36 Estas disputas por el rango dentro de la corte ilustran una cuestión central: que la sociedad estamental todavía estaba muy viva al final del Antiguo Régimen. Las complejas jerarquías simbólicas que la caracterizaban estaban lejos de disolverse en el mundo unidimensional del dinero y la propiedad. Sólo después de la Revolución se transformarán radicalmente. 




			 




			
La nobleza: una clase propietaria, entre la Revolución y la Restauración 




			 




			Para comprender la relación de dominación que el clero y la nobleza tenían sobre el resto de la sociedad del Antiguo Régimen es imposible limitarse a la cuestión del peso relativo de cada estamento sobre la población total. También es necesario analizar los recursos inseparablemente simbólicos, patrimoniales y políticos de los que disponían los dos estamentos privilegiados. Ciertamente, el clero y la nobleza representaban sólo un pequeño porcentaje de la población bajo el Antiguo Régimen. Y esta proporción disminuyó en el siglo anterior a la Revolución. Pero esto no debe ocultar una realidad esencial: cualquiera que fuera la escala de las transformaciones en curso, los dos estamentos dominantes seguían concentrando una parte considerable de la riqueza material y del poder económico y político en vísperas de la Revolución de 1789. 




			Las fuentes disponibles son de nuevo imperfectas, pero los órdenes de magnitud son relativamente claros, al menos en lo que se refiere a la propiedad de la tierra. En torno a 1780, la nobleza y el clero reunían alrededor del 1,5 por ciento de la población total, pero poseían casi la mitad de las tierras del reino de Francia: alrededor del 40-45 por ciento entre ambos estamentos según las estimaciones disponibles, del que un 25-30 por ciento correspondía a la nobleza y un 15 por ciento al clero, con diferencias significativas entre unas provincias y otras (apenas el 5 por ciento para el clero en algunas regiones, y más del 20 por ciento en otras). La proporción de tierras en manos de los dos estamentos privilegiados alcanza incluso el 55-60 por ciento si se incluye la capitalización del diezmo eclesiástico, que ciertamente no corresponde a la propiedad en sentido estricto, pero que proporciona beneficios igualmente importantes, ya que permite a la Iglesia atribuirse de manera permanente una parte significativa de la producción agrícola de todas las propiedades del reino. La concentración de la riqueza por parte de los estamentos privilegiados sería todavía mayor si fuera posible estimar los beneficios que ofrecían los poderes jurisdiccionales y otros derechos, tanto señoriales como soberanos, vinculados a las propiedades de la nobleza y del clero durante el Antiguo Régimen. 




			La Revolución alterará radicalmente este equilibrio, especialmente para el clero. Las propiedades eclesiásticas serán reducidas prácticamente a la nada como resultado de la confiscación de los bienes de la Iglesia. El diezmo será simple y llanamente abolido. En comparación, las propiedades de la nobleza se redujeron aproximadamente a la mitad, si bien luego se recuperaron en parte, de modo que la ruptura con el Antiguo Régimen es menos evidente en este caso. En el departamento del Norte, por ejemplo, la proporción de tierras en manos de los dos estamentos privilegiados pasó del 42 por ciento en 1788 (22 por ciento para la nobleza y 20 por ciento para el clero) a poco más del 12 por ciento en 1802 (11 por ciento para la nobleza y menos del 1 por ciento para el clero).37 Las estimaciones disponibles para otras regiones confirman estos órdenes de magnitud.38 




			En general, se puede considerar que la nobleza detentaba entre un cuarto y un tercio de todas las propiedades en vísperas de la Revolución. Esta participación se situaba entre un décimo y un quinto a principios del siglo XIX, lo que sigue siendo extremadamente elevado. Cabe señalar también que estas aproximaciones subestiman el verdadero peso de la nobleza entre los mayores patrimonios, que era muy superior a su participación en el total de patrimonios. Alcanzó un nivel considerable al final del Antiguo Régimen y lo volvió a recuperar tras la Restauración. 




			A partir de la información disponible, se puede estimar que la participación de los nobles en el 0,1 por ciento de las herencias parisinas más altas era de alrededor del 50 por ciento en vísperas de la Revolución, antes de caer a alrededor del 25-30 por ciento hacia 1800-1810, para luego subir al 40-45 por ciento en los años 1830-1850, al final del período de las monarquías censitarias, y disminuir gradualmente durante la segunda mitad del siglo XIX, situándose en el 10 por ciento aproximadamente en torno a los años 1900-1910 (véase el gráfico 2.2). 




			Conviene señalar algunos aspectos a propósito de esta evolución. En primer lugar, los resultados muestran que un pequeño grupo (los apellidos nobles representaban apenas entre el 1 y el 2 por ciento de la población parisina durante el período 1780-1910) puede concentrar una parte considerable del patrimonio total y, por consiguiente, del poder económico y financiero. Estas estimaciones están basadas en la digitalización de varios cientos de miles de escrituras de herencia conservadas en los archivos de París, una recopilación efectuada con la colaboración de Gilles Postel-Vinay y Jean-Laurent Rosenthal. La fuente tiene sus limitaciones. En concreto, hemos clasificado a los difuntos como nobles en función de los apellidos que aparecen en las escrituras, un método que plantea múltiples dificultades y que, por su construcción, sólo puede dar resultados aproximados.39 




			 




			Gráfico 2.2 La nobleza y las herencias en París (1780-1910) 




			 


            

            [image: ]




			 




			INTERPRETACIÓN: La proporción de apellidos nobles en el 0,1 por ciento de las mayores herencias parisinas pasó del 50 por ciento al 25 por ciento entre 1780 y 1810, antes de remontar hasta el 30-45 por ciento durante el periodo de las monarquías censitarias (1815-1848), para disminuir a continuación hasta el entorno del 10 por ciento a finales del siglo XIX y comienzos del siglo XX. Para que sirva de comparación, la proporción de apellidos nobles en el total de fallecimientos no superó el 2 por ciento entre 1780 y 1910. 




			 




			FUENTES Y SERIES: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. 




			 




			Sin embargo, las tendencias observadas son extremadamente claras, tanto en lo que se refiere a la recuperación del período 1810-1850 como a la disminución experimentada durante el período 1850-1910. Por otra parte, el sistema de registro de herencias establecido durante la Revolución era sorprendentemente universal para la época y sin equivalente en otros países, ya que tenía en cuenta todos los bienes, cualquiera que fuera su naturaleza (tierra, bienes inmuebles y profesionales, activos financieros, etc.), su cuantía y, por supuesto, la condición del propietario (noble o plebeyo). Este sistema se aplicó durante todo el siglo XIX y hasta la actualidad, con tipos impositivos extremadamente bajos desde la Revolución hasta la primera guerra mundial (apenas entre el 1 y el 2 por ciento para las herencias en línea directa; es decir, entre padres e hijos). Esta fuente constituye un observatorio único en el mundo para analizar la distribución de la propiedad desde una perspectiva histórica. Volveremos a ella cuando estudiemos la evolución de la concentración de la riqueza en la sociedad propietarista que se desarrolló en Francia durante el siglo XIX y principios del siglo XX. Por el momento, señalemos simplemente que permite cuantificar la participación de la nobleza en los grandes patrimonios y analizar su evolución.40 




			Los cambios mostrados en el gráfico 2.2 ponen de manifiesto la importancia de los factores puramente políticos e ideológicos (así como de los factores militares y geopolíticos) en la transformación de las sociedades ternarias. Ciertamente, la reducción del tamaño de la nobleza ya estaba en marcha en el siglo XVIII, lo que puede verse como la consecuencia de un lento proceso socioeconómico de renovación de las élites y de formación del Estado, así como de las estrategias nobiliarias malthusianas que lo acompañan. Del mismo modo, la disminución del peso relativo de la nobleza entre las mayores fortunas de 1850 a 1910 también es el resultado de factores socioeconómicos; en concreto, del crecimiento de los sectores industrial y financiero, en los que la vieja élite nobiliaria juega a menudo un papel secundario con respecto a las nuevas élites burguesas y comerciales. Sin embargo, un enfoque puramente socioeconómico difícilmente explicaría la abrupta reducción del patrimonio en manos de la nobleza entre 1780 y 1800-1810, seguida de un fuerte aumento hasta 1840-1850. La caída es consecuencia de las expropiaciones realizadas durante la Revolución (que, sin embargo, conviene no exagerar, como veremos en el próximo capítulo cuando estudiemos el nuevo régimen de propiedad puesto en marcha por los legisladores revolucionarios) y, especialmente, del exilio temporal de parte de la nobleza. Por otra parte, el aumento posterior se explica sobre todo por el retorno de la clase noble al territorio nacional durante la Restauración de 1814-1815 (tras las derrotas de los ejércitos napoleónicos frente a la coalición de monarquías europeas), así como por los favores de que gozó la nobleza en Francia durante el período de las monarquías censitarias (1815-1848). 




			Nos estamos refiriendo en concreto a los famosos «mil millones de los emigrantes», una cifra emblemática discutida desde los primeros años de la Restauración, finalmente adoptada en 1825, y que pretendía transferir sumas considerables (cerca del 15 por ciento de la renta nacional de la época, financiada íntegramente por los contribuyentes y la deuda pública) a antiguos emigrantes nobles para compensarles por las tierras y por las rentas perdidas durante la Revolución. Al mismo tiempo, los gobiernos de Luis XVIII y Carlos X (ambos hermanos del difunto rey Luis XVI, guillotinado en 1793), encabezados por el conde de Villèle, impusieron a Haití una considerable indemnización de 150 millones de francos de oro (más de tres veces la renta anual haitiana en aquel momento) para compensar a los antiguos propietarios de esclavos (de los cuales una gran parte eran aristócratas) por la pérdida de sus explotaciones negreras tras la independencia de la isla.41 En general, todo indica que tanto el sistema judicial como el aparato estatal en su conjunto dieron un giro claramente pronobiliario entre 1815 y 1848, particularmente en el marco de las numerosas disputas jurisdiccionales generadas a raíz de las expropiaciones realizadas durante la Revolución. La cronología política muestra que la transformación de las antiguas sociedades trifuncionales en sociedades propietaristas tuvo lugar tras muchos giros e imprevistos, tanto en Francia como en el conjunto de sociedades europeas. La ruptura de 1789, por importante que fuera, dejaba abiertos varios itinerarios posibles. 




			 




			
La Iglesia cristiana como organización propietarista 




			 




			Las fuentes disponibles indican que la Iglesia católica poseía alrededor del 15 por ciento de la tierra en Francia en la década de 1780. Si sumamos a esto una estimación del valor capitalizado del diezmo, se puede considerar que la participación de la Iglesia en el total de propiedades del reino rondaba el 25 por ciento. 




			Las estimaciones disponibles para otros países europeos sugieren órdenes de magnitud comparables. La incertidumbre que rodea estos cálculos es ciertamente elevada; en primer lugar, porque la noción misma del derecho a la propiedad tenía un significado específico en las sociedades trifuncionales (e incluía derechos jurisdiccionales y soberanos que no se tienen en cuenta aquí); y, en segundo lugar, debido a las limitaciones de las fuentes disponibles. Entre ellas tenemos, por ejemplo, el famoso Catastro de Ensenada, realizado entre 1750 y 1760, que nos dice que la Iglesia poseía entonces el 24 por ciento de las tierras agrícolas en España.42 




			Habría que mencionar también el equivalente español del diezmo eclesiástico francés, aunque no es fácil, porque la relación entre la Corona española y la Iglesia católica estaba caracterizada desde la Reconquista por múltiples transferencias, constantemente renegociadas, a través de las cuales la Iglesia pagaba a la Corona una parte de sus rentas de la tierra. Estas transferencias se justificaron inicialmente por la necesidad de contribuir a la financiación de la guerra santa librada contra los musulmanes para garantizar la «reconquista» de los territorios de la península Ibérica entre 718 y 1492. Posteriormente se prorrogaron, siguiendo modalidades complejas que fueron variando con el paso del tiempo.43 Las alianzas entre poderes monárquicos y eclesiásticos muestran hasta qué punto, en las sociedades trifuncionales, las cuestiones de propiedad estaban intrínsecamente ligadas con cuestiones políticas más amplias, empezando por el asunto central de la legitimidad de las diferentes élites y de su aportación militar o religiosa a la comunidad. 




			Al margen de las tierras de cultivo, no se sabe mucho de las demás propiedades. Es cierto que las tierras representaban sin duda la mayor parte —entre la mitad y dos tercios— del total de propiedades (es decir, del valor total neto de deuda de toda la propiedad: terrenos, inmuebles, bienes profesionales, activos financieros, etc.) en Francia, España o el Reino Unido en el siglo XVIII. Pero no debemos por ello subestimar la relevancia de los demás activos, en particular de los bienes inmuebles, los almacenes, las fábricas y los activos financieros. La participación de la Iglesia en estos otros tipos de propiedades está muy poco documentada y puede ocultar situaciones muy diversas. Estudios recientes han estimado, por ejemplo, que la participación de la Iglesia española en el crédito hipotecario (el crédito que utiliza la tierra y los bienes inmuebles como garantía) era notable, e incluso aumentó del 45 por ciento, en el siglo XVII, al 70 por ciento, a mediados del siglo XVIII. Combinando las diferentes fuentes disponibles, se puede considerar que la Iglesia poseía casi el 30 por ciento de todas las propiedades en España en 1750 (o incluso más).44 




			Con independencia de la falta de precisión de estas estimaciones, me gustaría subrayar aquí que las Iglesias tenían una participación en la propiedad total extremadamente elevada en las sociedades ternarias europeas, típicamente alrededor del 25-35 por ciento (entre un cuarto y un tercio, aproximadamente). Este tipo de orden de magnitud para el caso de las organizaciones eclesiásticas se encuentra también en otros contextos muy diferentes: por ejemplo, la Iglesia etíope poseía alrededor del 30 por ciento de la tierra en Etiopía alrededor de 1700.45 Se trata de una proporción muy elevada: cuando una organización posee entre un cuarto y un tercio de todo lo que hay en un país, esto le otorga un peso financiero y humano notable para estructurar y regular esa sociedad, en particular mediante la remuneración a un gran número de clérigos y el desarrollo de múltiples servicios y actividades, especialmente en el ámbito de la educación y de la salud. 




			Ciertamente no se trata de un peso que les confiera una importancia hegemónica, a diferencia, por ejemplo, de los Estados comunistas de la época soviética (un punto de comparación extremo y, sin embargo, útil) que, como veremos, poseían casi todo lo que había por poseer, típicamente entre el 70 y el 90 por ciento. La Iglesia cristiana es un actor importante en un sistema político plural, en el marco de la ideología trifuncional, y no un actor hegemónico. Sin embargo, la Iglesia fue el propietario más importante de los reinos cristianos (ningún propietario de la nobleza poseía individualmente tantos bienes como la Iglesia, ni siquiera el rey), lo que le confirió una capacidad de acción que a menudo era mucho mayor que la del propio Estado. 




			Para fijar conceptos y hacernos una idea de los órdenes de magnitud, puede ser útil señalar que, a principios del siglo XXI, las instituciones sin ánimo de lucro tienen una participación incomparablemente menor en el total de propiedades: el 1 por ciento en Francia, el 3 por ciento en Japón y apenas el 6 por ciento en Estados Unidos, un país en el que el sector de las fundaciones está especialmente desarrollado (véase el gráfico 2.3). Conviene señalar que estas estimaciones, tomadas de las cuentas nacionales oficiales, incluyen a todas las instituciones sin ánimo de lucro; es decir, no sólo los activos de las organizaciones religiosas (de todas las confesiones religiosas sin excepción), sino también y sobre todo los activos de todas las fundaciones e instituciones sin ánimo de lucro no religiosas, incluyendo a las universidades, los museos, los hospitales y otras estructuras benéficas que operan en todo tipo de sectores. Estas estimaciones también incluyen fundaciones que, en teoría, son de interés general pero que, en la práctica, están principalmente al servicio de una familia determinada, que ha colocado en ellas parte de sus activos por diversas razones, como por ejemplo cuestiones ligadas a la fiscalidad o de gobernanza familiar, y que las cuentas nacionales modernas no siempre saben muy bien cómo clasificar. En principio, en las cuentas nacionales, los bienes de los fideicomisos familiares y de otras fundaciones al servicio de particulares deben consignarse en el sector de los hogares, en lugar de en el sector no lucrativo de las ISFLSH.46 La tarea no es sencilla, como tampoco lo es saber si las propiedades eclesiásticas del Antiguo Régimen servían principalmente al clero o a la masa de fieles. Las cuentas nacionales y, en particular, los intentos de estimar el capital nacional y la renta nacional desde finales del siglo XVII y principios del siglo XVIII, especialmente en el Reino Unido y en Francia, desempeñan un papel importante en el debate contemporáneo. Son construcciones sociales e históricas que reflejan las prioridades de una época y de quienes las diseñan, que a menudo están sujetas a numerosas limitaciones. 




			En cualquier caso, lo que quiero destacar aquí es que, incluso reuniendo a entidades tan dispares, resulta que las instituciones sin ánimo de lucro a principios del siglo XXI detienen una proporción relativamente reducida del total de propiedades (entre el 1 y el 6 por ciento). Esto permite, por contraposición, poner de manifiesto el poder de las Iglesias como organizaciones propietarias en la Europa del Antiguo Régimen (entre el 20 y el 35 por ciento). A pesar de las dudas asociadas con estas mediciones y con su elaboración, los órdenes de magnitud y los términos de la comparación en el tiempo son perfectamente claros. 




			 




			Gráfico 2.3 La Iglesia como organización propietarista (1750-1780) 
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			INTERPRETACIÓN: Hacia 1750-1780, la Iglesia poseía entre el 25 y el 30 por ciento del total de propiedades en España y cerca del 25 por ciento en Francia (tierras, inmuebles, activos financieros, etc., incluyendo la capitalización del diezmo eclesiástico). Por comparación, en 2010, el total de instituciones sin fines de lucro (incluyendo organizaciones religiosas de todas la confesiones, universidades, museos, fundaciones, etc.) poseen en Francia menos del 1 por ciento de la propiedad total, el 6 por ciento en Estados Unidos y el 3 por ciento en Japón. 




			 




			FUENTES Y SERIES: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. 




			 




			En general, esta estructura singular de la propiedad, fundamentalmente diferente de la que se observa en otros tipos de sociedades que estudiaremos más adelante, permite comprender mejor una de las características centrales de las sociedades trifuncionales. Se trata de sociedades en las que dos clases con legitimidades, funciones y organizaciones distintas, el clero y la nobleza, controlan, cada una, una proporción notable del total de recursos y bienes (aproximadamente entre un cuarto y un tercio de la propiedad total, cada uno de los dos grupos, lo que representa de manera conjunta entre la mitad y dos tercios del total; en algunos países incluso más, como veremos cuando estudiemos el caso del Reino Unido). Esto les permite desempeñar plenamente un papel social y político dominante. Como todas las ideologías desigualitarias, la ideología ternaria está encarnada tanto en un régimen político como en un régimen de propiedad y, por lo tanto, en una realidad humana, social y material específica.  




			Nótese que esta proporción de alrededor del 30 por ciento del total de la propiedad en manos de las Iglesias durante el Antiguo Régimen corresponde aproximadamente a la proporción del capital nacional que poseía a finales de 2010 el Estado chino, una estructura estatal que en la práctica está controlada por el Partido Comunista de China (PCC).47 Se trata, evidentemente, de dos tipos de organizaciones y legitimidades muy diferentes. Sin embargo, tanto las Iglesias durante el Antiguo Régimen como el PCC a principios del siglo XXI son organizaciones caracterizadas por proyectos ambiciosos de desarrollo y de regulación de la sociedad; proyectos que sólo pueden llevarse a cabo desde una sólida base patrimonial. 




			 




			
La Iglesia propietaria frente a la riqueza y las transmisiones familiares 




			 




			Es interesante constatar que la dimensión de las Iglesias cristianas como organizaciones propietarias hunde sus raíces en la historia del cristianismo. Esta evolución ha ido acompañada de la constitución de una verdadera doctrina cristiana sobre cuestiones de propiedad, transmisiones familiares y derecho económico, en paralelo al desarrollo de la ideología trifuncional y la unificación de los distintos estatus laborales. 




			Al comienzo de la era cristiana, Jesús enseñó a sus discípulos que era «más fácil que un camello pase por el ojo de una aguja que que un rico entre en el Reino de los Cielos». Pero desde el momento en que las familias de los romanos ricos abrazaron la nueva fe y comenzaron a ocupar posiciones dominantes dentro de la Iglesia, por ejemplo como obispos, a finales del siglo IV y durante el siglo V, las doctrinas cristianas se vieron obligadas a ser pragmáticas y abordar de frente la cuestión de la propiedad y la riqueza. En una sociedad que se había vuelto casi enteramente cristiana, fenómeno impensable poco antes, y en la que la Iglesia acumulaba grandes riquezas, pronto se hizo imprescindible reflexionar sobre las condiciones de una propiedad justa y de una economía conforme a la nueva fe. 




			Simplificando, la riqueza adquirió entonces una connotación positiva, a condición de que una parte de los bienes acumulados por los fieles se transmitiera a la Iglesia (que, gracias a sus propiedades, podía así cumplir su función de estructuración política, religiosa y educativa de la sociedad), y a condición también de que se respetara un cierto número de normas económicas y financieras. Se dotó así de legitimidad al nuevo equilibro entre la riqueza eclesiástica y la riqueza estrictamente privada, con funciones diferentes. Estudiosos de la Antigüedad tardía, como Peter Brown, han analizado la evolución de la doctrina cristiana de la riqueza durante los siglos IV y V y las donaciones espectaculares de ricos señores que se despojaban de parte de su riqueza en favor de la Iglesia.48 




			Algunos antropólogos han llegado incluso a defender la tesis de que la única particularidad realmente europea de las estructuras familiares del vasto espacio euroasiático proviene de esta actitud específica de la Iglesia cristiana hacia la riqueza y, en particular, de su firme deseo de acumular y de poseer bienes. Según Jack Goody, esto es lo que llevó a las autoridades eclesiásticas a desarrollar toda una serie de normas aplicables en el ámbito familiar destinadas a maximizar las donaciones a la Iglesia (en particular, estigmatizando el matrimonio de las mujeres viudas y las adopciones, revirtiendo así las reglas romanas que, al contrario, alentaban tanto los nuevos matrimonios como las adopciones con la finalidad de promover la circulación de bienes) y, en general, a limitar la capacidad de los distintos grupos familiares para concentrar la propiedad (por ejemplo, prohibiendo los matrimonios entre primos, aunque con un éxito limitado, en la medida en que constituye una estrategia matrimonial y patrimonial favorable a los linajes ricos en todas las civilizaciones, lo que demuestra de paso la radicalidad del proyecto político eclesiástico cristiano), siempre con el objetivo de consolidar la posición de la Iglesia como organización propietaria y política frente a las familias. 




			Cualquiera que haya sido el papel concreto desempeñado por las nuevas reglas familiares, el hecho es que la estrategia patrimonial tuvo un éxito inmenso, ya que la Iglesia se hizo con una parte considerable de la riqueza y, en particular, de las tierras de cultivo en el Occidente cristiano. Esta parte se estima entre un cuarto y un tercio, gracias a las donaciones de los fieles (no sólo de las viudas, con reputación de generosas) y a su sólida organización jurídica y económica, que se mantuvo en pie durante más de un milenio, desde los siglos V-VI a los siglos XVIII-XIX.49 Esta base patrimonial ha permitido a lo largo de todos estos siglos sostener a una importante clase clerical, así como (al menos en teoría) financiar una serie de servicios sociales, en particular educativos y hospitalarios. 




			Investigaciones recientes han insistido en el hecho de que el desarrollo de la Iglesia como organización propietaria no habría sido posible sin la constitución de un verdadero derecho económico y financiero medieval, en particular para resolver cuestiones muy concretas relacionadas con aspectos jurídicos y económicos de la gestión de las haciendas, las prácticas de usura más o menos encubiertas, algunos instrumentos de crédito innovadores o, incluso, con la restitución de propiedades eclesiásticas indebidamente enajenadas por medio de contratos excesivamente creativos (en los que los clérigos a menudo creían ver las manos de judíos e infieles, poco respetuosos con las propiedades cristianas). En particular, Giacomo Todeschini ha estudiado con gran detalle la evolución de estas doctrinas entre los siglos XI y XV, en un momento en que los intercambios comerciales y la circulación de riqueza se vuelven cada vez más complejos e intensos, a medida que la roturación de tierras expande los límites de los reinos cristianos, la población aumenta y las ciudades se desarrollan. En este nuevo contexto, analiza el papel central desempeñado por los autores cristianos en el desarrollo de las categorías jurídicas, económicas y financieras que, en su opinión, están en el origen de las nociones capitalistas modernas.50 Esto concierne en particular a la protección jurídica de los bienes de la Iglesia frente a los poderes soberanos, así como frente a los contratistas privados, y al desarrollo de instituciones jurisdiccionales que ofrezcan las garantías adecuadas. También afecta al desarrollo de técnicas contables y financieras destinadas a eludir cuando y como fuere necesario la supuesta prohibición de la usura. 




			 




			
La propiedad eclesiástica, ¿en el origen del derecho económico y del capitalismo? 




			 




			En la doctrina cristiana medieval, contrariamente a lo que a veces se imagina, el problema no es evidentemente que el capital produzca ingresos sin que uno mismo lo trabaje: este hecho incuestionable constituye el fundamento mismo de la propiedad eclesiástica (es precisamente lo que permite a los sacerdotes orar y velar por la sociedad sin tener que preocuparse de cultivar la tierra) e incluso de la propiedad en su conjunto. El problema, abordado de manera cada vez más pragmática, consiste más bien en regular las diferentes formas de inversión y propiedad, asegurar que el capital se utiliza de la mejor manera posible y, sobre todo, establecer un control social y político adecuado sobre la riqueza y su transmisión, de acuerdo con los objetivos sociales y políticos establecidos por la doctrina cristiana. En la práctica, el hecho de que la tierra genere una renta a su propietario (o dé lugar al pago de un diezmo eclesiástico en los casos en los que la Iglesia no es directamente la propietaria) nunca supuso una verdadera dificultad moral o conceptual. Se trataba más bien de determinar qué tipo de inversiones, y en qué medida, podían autorizarse fuera del ámbito de la propiedad de tierras, y en particular en cuestiones comerciales y financieras, así como de concretar las formas de remuneración admisibles. 




			Esta flexibilidad doctrinal queda recogida, por ejemplo, en un texto del papa Inocencio IV que, en pleno siglo XIII, explica que el problema no es ciertamente la usura como tal, sino el hecho de que una remuneración demasiado alta y apenas sin riesgo podría llevar a los ricos «por afán de lucro o para garantizar la seguridad de su dinero» a invertir su dinero «en la usura en vez de en actividades menos seguras». El pontífice cita como ejemplo de actividades «menos seguras» el hecho de invertir el capital «en animales y herramientas para el cultivo», que «los pobres no poseen» y que son esenciales para aumentar la riqueza real. Concluye que la tasa de usura no debe superar un determinado umbral.51 Un banquero central que tratase de estimular la inversión en la economía real no podría justificar de mejor manera, a principios del siglo XXI, su decisión de reducir el tipo de interés de descuento a un nivel cercano a cero (con un éxito a veces limitado, pero eso es otra cuestión). 




			También se desarrollan en este período nuevas técnicas financieras que son excepciones a las reglas anteriores, como, por ejemplo, la generalización de la venta de rentas y muchas formas de venta a crédito, que ya no se consideran usura siempre que la doctrina cristiana las identifique como aptas para promover la circulación de bienes para su mejor uso. Todeschini también subraya la creciente influencia de los discursos que pretenden justificar la expropiación a judíos y a otros infieles, discursos que inciden concretamente en su «incapacidad para comprender el significado de la riqueza y su uso adecuado» (y la amenaza que suponen para las propiedades eclesiásticas), a medida que se desarrollan nuevas técnicas de crédito legítimamente abiertas a los cristianos (en particular, el desarrollo de nuevas formas de deuda pública a finales del siglo XV y durante el siglo XVI). Otros autores han señalado que el trust anglosajón, una estructura de propiedad que permite separar la identidad del beneficiario y la del administrador y, por lo tanto, dar una mayor protección a los activos, tiene su origen en modos de propiedad desarrollados desde el siglo XIII por los monjes franciscanos, quienes tampoco podían o no querían aparecer directamente como propietarios individuales de primer grado.52 




			En definitiva, la tesis subyacente es que el derecho moderno a la propiedad (tanto en su dimensión emancipadora como en su dimensión desigualitaria y excluyente) no nació en 1688, cuando el propietario inglés (noble o burgués) quiso protegerse frente a su soberano, ni siquiera en 1789, cuando el revolucionario francés quiso establecer la «grande démarcation» entre la adquisición legítima de derechos sobre bienes y la ilegítima sobre personas: son las doctrinas cristianas las que han moldeado el derecho a la propiedad a lo largo de los siglos para asegurar la sostenibilidad de la Iglesia como organización religiosa y pudiente. 




			También se puede argumentar que este esfuerzo de abstracción, conceptualización y formalización de fundamentos económicos y financieros se hizo especialmente necesario en el caso de las sociedades ternarias cristianas porque la clase clerical no existía como clase hereditaria, sino simplemente como una organización abstracta y perpetua (un poco como las grandes fundaciones modernas y las empresas y corporaciones capitalistas, o como las administraciones estatales). En el hinduismo o en el islamismo, los templos y las fundaciones piadosas también han estado ciertamente presentes, pero han ido de la mano de poderosas clases clericales hereditarias. De esta manera, el poder sobre la propiedad podía sustentarse en las redes personales y familiares, con lo que la necesidad de codificar y formalizar las relaciones económicas y financieras era menos evidente. Algunos autores también han señalado que el endurecimiento de las reglas del celibato tras las reformas gregorianas del siglo XI (el concubinato todavía era frecuente y estaba tolerado en el clero católico occidental hasta esa fecha) podría analizarse como una forma de evitar posibles abusos familiares y hereditarios, lo que reforzaba el peso de la Iglesia como organización propietaria.53 




			No se trata de concluir aquí que el destino de Europa está enteramente inscrito en el celibato de los sacerdotes, en la moral sexual cristiana y en el poder de la Iglesia como organización propietaria. Muchos otros procesos y cambios posteriores dan cuenta de la singularidad de la trayectoria europea, de manera sin duda mucho más decisiva. En concreto, la competencia entre los Estados europeos contribuyó a la aparición de innovaciones militares y financieras que tuvieron un impacto directo en la dominación colonial, en el desarrollo capitalista e industrial y en la estructura de las desigualdades modernas, tanto dentro de los países como entre ellos. Volveremos en detalle sobre esto más adelante. 




			Las sociedades trifuncionales y sus muchas variantes han dejado una huella profunda en el mundo moderno y merecen toda nuestra atención. En particular, estaban basadas en sofisticadas construcciones políticas e ideológicas destinadas a describir las condiciones de una desigualdad justa (de acuerdo con una cierta visión del interés general) y los medios institucionales para lograrla. En todas las sociedades, esto obliga a abordar una serie de cuestiones prácticas relativas a la organización de las relaciones de propiedad, las relaciones familiares y el acceso a la educación. Las sociedades ternarias no son una excepción y han proporcionado respuestas diferentes e imaginativas a estas preguntas, construidas en torno al esquema trifuncional general. Estas respuestas tenían sus debilidades y, en general, no han resistido la prueba del tiempo. Sin embargo, su historia es rica en lecciones para el futuro. 




			

	    


	 	

	    

             




			Capítulo 3 




			 




			
La invención de las sociedades propietaristas 




			 




			Acabamos de ver algunas de las características generales de las sociedades ternarias (o trifuncionales), especialmente en el contexto de las sociedades estamentales europeas. El siguiente paso es analizar cómo estas sociedades trifuncionales se transformaron gradualmente en sociedades propietaristas durante los siglos XVIII y XIX, a ritmos y formas diferentes en cada país. En la segunda parte del libro examinaremos el caso de las sociedades ternarias no europeas (especialmente en la India y en China) y cómo su encuentro con las potencias propietaristas y coloniales europeas afectó a las condiciones de formación del Estado y a la transformación de sus viejas estructuras trifuncionales. 




			En este capítulo volveré con más detalle a la Revolución francesa de 1789, que marca una ruptura emblemática entre la sociedad estamental del Antiguo Régimen y la sociedad burguesa y propietarista que floreció en la Francia del siglo XIX. En pocos años, los legisladores revolucionarios intentaron redefinir completamente las relaciones de poder y de propiedad, de manera que el análisis de este episodio histórico permite comprender mejor la magnitud de la tarea y de las contradicciones a las que se enfrentaron. También veremos cómo estos complejos procesos políticos y jurídicos tropezaron con la desigualdad y la concentración de la propiedad, de modo que la Revolución francesa finalmente condujo al desarrollo de una sociedad propietarista extremadamente desigual entre 1800 y 1914, como analizaremos en el capítulo siguiente. La comparación con otros casos europeos, especialmente en el Reino Unido y en Suecia, nos permitirá abordar el papel desempeñado, respectivamente, por los procesos revolucionarios y por las tendencias a largo plazo (vinculadas en particular a la formación del Estado y a la evolución de las estructuras socioeconómicas) en la transformación de las sociedades ternarias en sociedades propietaristas. 




			 




			
La «grande démarcation» de 1789 y la invención de la propiedad moderna 




			 




			Comencemos por examinar lo que constituye sin duda el momento más decisivo de la «grande démarcation» entre las sociedades trifuncionales y las sociedades propietaristas. La noche del 4 de agosto de 1789, la Asamblea Nacional francesa votó a favor de la abolición de los «privilegios» del clero y de la nobleza. La dificultad en las semanas, meses y años siguientes fue definir la lista exacta de estos «privilegios», para así establecer la frontera entre los derechos que debían ser pura y simplemente abolidos, sin ninguna compensación, y los que se consideraban legítimos y podían ser perpetuados, o al menos ser objeto de compensación o de recompra, incluso si ello significaba reformularlos de acuerdo con el nuevo lenguaje político y jurídico. 




			La teoría del poder y de la propiedad de los legisladores revolucionarios era en principio relativamente clara: se trataba de distinguir de manera nítida entre, por una parte, la cuestión de los poderes soberanos (seguridad, justicia, violencia legitimada), sobre los que el Estado centralizado debía ejercer el monopolio en adelante; y, por otra parte, la cuestión del derecho a la propiedad, que debía ser inherente al individuo y que debería definirse de manera plena, completa e inviolable, bajo la protección del Estado, quien debería convertirla en su primera o, incluso, única misión. En la práctica, las cosas eran mucho más complejas, ya que los distintos derechos constituían una madeja de intereses en el marco de las relaciones de poder local. Esto hacía que fuese sumamente difícil definir un estándar coherente de justicia aceptable para todos los actores, en particular en lo que respecta a la asignación inicial de los derechos de propiedad. Se sabía (o, mejor dicho, se creía saber) cómo proceder a continuación, una vez que esta asignación inicial estuviera firmemente establecida; pero era muy difícil decidir cuáles de los antiguos derechos merecían consolidarse en nuevos derechos de propiedad y cuáles simplemente debían ser eliminados. 




			Estudios recientes, en particular el de Rafe Blaufarb, han demostrado que es necesario distinguir entre diferentes períodos para poder comprender estos debates.54 En un primer momento, en 1789-1790, el comité de la Asamblea Nacional encargado de estas cuestiones adoptó un enfoque denominado «histórico». La idea era volver a los orígenes de cada derecho en cuestión para determinar su legitimidad y, en particular, su carácter «contractual» (en cuyo caso debía mantenerse) o «extracontractual» (en cuyo caso debía suprimirse). Por ejemplo, si se trataba de un derecho vinculado al ejercicio de un poder señorial indebido, de tipo «feudal», o de una apropiación ilegítima de un derecho atribuido al poder público, este derecho debía considerarse «extracontractual» y, por tanto, debía suprimirse sin compensación. El ejemplo más obvio era el de los privilegios fiscales (el derecho de la nobleza y el clero a no pagar ciertos impuestos), así como el del poder jurisdiccional. El derecho a impartir justicia en un territorio dado, también llamado «señorío público», le fue así retirado a los señores, sin compensación, transfiriéndose al Estado centralizado. Esto condujo inmediatamente a una desorganización del sistema de justicia de primera instancia (que estaba basado en gran medida en los tribunales señoriales), pero la idea de un monopolio estatal de la justicia se impuso definitivamente. 




			También se abolió el diezmo eclesiástico y se nacionalizaron los bienes de la Iglesia, de nuevo sin compensación, lo que provocó acalorados debates a la vista del desmantelamiento de los servicios religiosos, educativos y hospitalarios, tal y como algunos temían (por ejemplo el abad Sieyès, que se opuso a estas decisiones, como hemos mencionado en el capítulo anterior). Los partidarios de la abolición de los diezmos y de la nacionalización de los bienes de la Iglesia insistían en que no se podía dividir la soberanía pública y que no se podía tolerar que la Iglesia disfrutara de unos ingresos fiscales permanentes garantizados por las autoridades y que, por lo tanto, apareciera casi como un Estado. Para tratar de ser ecuánimes, los bienes de la Corona también fueron incorporados a la propiedad nacional, junto con los de la Iglesia, y todo el conjunto fue subastado. La filosofía general era que el Estado, único e indivisible, debía financiarse mediante contribuciones anuales, libremente acordadas por los representantes de los ciudadanos, y que la propiedad y su puesta en valor debía ser competencia de los particulares desde ese momento en adelante.55 




			Sin embargo, aparte de estos casos relativamente claros (privilegios fiscales, señoríos públicos, diezmos eclesiásticos, bienes de la Iglesia), resultó muy difícil ponerse de acuerdo sobre los demás «privilegios» a abolir sin compensación. En particular, la mayoría de los derechos legítimos (los pagos en especie o en dinero debidos por los campesinos a la clase noble) se mantuvieron en la práctica, al menos al principio. En el caso paradigmático de un campesino que explotara la tierra a cambio de un pago al señor del lugar, el principio general era que este derecho debía considerarse a priori legítimo. Esta relación tenía la apariencia de una relación «contractual» o, al menos, de una relación legítima entre un propietario y un arrendatario, tal como la entendieron los legisladores revolucionarios, de modo que el pago debería seguir aplicándose en forma de alquiler. En otras palabras, el señor podía continuar cobrando rentas sobre su tierra («señorío privado»), pero ya no podía hacer justicia allí («señorío público»). Todo el proceso legislativo consistió en descomponer las relaciones señoriales en estos dos ámbitos, separando así el grano de la paja, el nuevo propietarismo del viejo feudalismo. 




			 




			
Corveas, banalidades, arrendamientos: del feudalismo al propietarismo 




			 




			En 1789-1790, sin embargo, se hizo una excepción con las corvées (o «corveas», la obligación de trabajar para el señor del lugar un cierto número de días sin remuneración; por ejemplo, ocuparse de sus tierras uno o dos días a la semana, lo cual era frecuente, o a veces más) y con las banalités (o «banalidades», el monopolio local de un molino, un puente, una prensa, un horno, etc., servicios que a menudo estaban relacionados con el señorío jurisdiccional), que, en ambos casos, debían haber sido abolidas sin indemnización. En concreto, las corveas revelaban orígenes muy claramente vinculados al antiguo orden señorial y a la servidumbre, un sistema que se decía que había desaparecido varios siglos antes, pero cuya palabra (si no la realidad) seguía estando muy presente en la campiña francesa. Mantenerlos abiertamente y sin limitación alguna habría sido interpretado como una traición demasiado obvia al espíritu de la Revolución y a la abolición de los «privilegios» adoptada en la noche del 4 de agosto. 




			En la práctica, los comités y los tribunales encargados de aplicar estas directrices consideraron en muchos casos que las corveas podían tener orígenes contractuales, ya que eran esencialmente una forma de arrendamiento, del que a menudo sólo se distinguía por una mera cuestión semántica. Por lo tanto, debían mantenerse o transformarse explícitamente en alquileres, pagándose en dinero o en especie (una tarea de un día a la semana podía, por ejemplo, transformarse en un alquiler equivalente a una quinta o una sexta parte del producto agrícola). También podían recomprarse, lo que muchos legisladores consideraron como una solución intermedia. La abolición total de las corveas, sin derecho a recompra y sin compensación de ningún tipo, asustó a muchos legisladores revolucionarios, que temían que esto llevara a un cuestionamiento general de los arrendamientos y de la propiedad en su conjunto. 




			Sin embargo, esta posibilidad teórica de recomprar las corveas y otros derechos señoriales era en gran medida inaccesible para la mayoría de los agricultores pobres, sobre todo porque, según los decretos de la Asamblea y de su comité, la compra tenía que hacerse a un precio elevado. El valor de la tierra se fijó a un precio fijo de veinte años de alquiler para los pagos en efectivo y de veinticinco años de alquiler para los pagos en especie; sumas que correspondían al precio medio del suelo y al rendimiento de los alquileres de la época (entre el 4 y el 5 por ciento anual), pero que eran inalcanzables para la mayoría de las personas. En el caso de una corvée particularmente pesada (varios días a la semana de trabajo no remunerado), la recompra podría llevar al agricultor a una situación de deuda perpetua cercana a la servidumbre y la esclavitud. En la práctica, la recompra de derechos señoriales o de propiedades nacionales fue realizada por una pequeña minoría plebeya o noble que disponía de la liquidez necesaria, mientras que el campesinado en general resultó excluido. 




			Por lo que se refiere al derecho de banalidades, también se consideró que, en algunos casos, debía mantenerse, en particular en situaciones en las que los monopolios podían justificarse por la existencia de un servicio público local difícil de organizar de otra manera. Éste podía ser el caso, por ejemplo, de un molino particularmente caro de construir, asumiendo que la competencia entre varios molinos fuese perjudicial para la supervivencia de la actividad, lo que justificaría el monopolio concedido a la persona que lo había construido o que tenía el control sobre el molino (en la práctica, a menudo, un antiguo señor feudal, a menos que hubiera transferido este derecho a un recién llegado). Obviamente, se trataba de cuestiones muy difíciles de evaluar en la práctica, lo que ilustra una vez más el enredo de los derechos de propiedad y de los servicios estatales cuasi públicos que caracterizaban a la sociedad trifuncional. Otro tanto sucedía con los diezmos eclesiásticos que, según sus defensores, se suponía que debían financiar escuelas, dispensarios y graneros para los más necesitados. En la práctica, el mantenimiento de las banalidades fue menos sistemático que el de las corveas, aunque no por ello provocó una menor oposición por parte de los campesinos afectados. 




			En general, el enfoque «histórico» empleado en 1789-1790 se enfrentaba a una gran dificultad: ¿cómo se podía establecer el origen «contractual» de los derechos en cuestión? Si se aceptaba retroceder lo suficiente en el tiempo, varios siglos atrás, era evidente para todos que la violencia pura y dura, en particular en forma de conquistas y servidumbre, había desempeñado un papel clave en la mayoría de las apropiaciones señoriales en su origen. Si se llevaba esta lógica hasta el final, la idea misma de un origen de la propiedad completamente «contractual» era pura ficción. Más modestamente, el objetivo de los legisladores revolucionarios (que en su mayoría eran terratenientes burgueses o, al menos, personas mucho menos necesitadas que la mayoría de la población de la época) era encontrar acuerdos que se pudieran considerar razonables; es decir, acuerdos que permitieran reconstruir la sociedad sobre una base estable, evitando al mismo tiempo poner en tela de juicio todas las relaciones de propiedad, una operación peligrosa que temían que pudiera llevar a un caos generalizado y al cuestionamiento de los derechos de propiedad de los que ellos mismos eran titulares. 




			Así pues, los diputados optaron por no profundizar demasiado en el enfoque «histórico», que en realidad era muy conservador y que, sobre todo, permitía no modificar prácticamente la mayoría de los derechos señoriales, ya que el peso de los siglos había sedimentado su legitimidad. La lógica seguida en 1789-1790 fue «histórica» no tanto porque se pretendiera conocer el origen último de cada derecho en cuestión, sino porque se consideraba implícitamente que una relación de propiedad (o, en general, una relación que aparentaba serlo) establecida desde un tiempo lo suficientemente lejano no debía ponerse en tela de juicio. 




			Este enfoque se resumía a menudo en el famoso adagio: «No hay tierra sin señor». Dicho de otra forma, a falta de pruebas indiscutibles de lo contrario, y con la excepción de algunos casos bien identificados, se suponía que los pagos en especie o en dinero recibidos por el señor del lugar tenían un origen contractual legítimo y, por lo tanto, debían seguir aplicándose, incluso si ello significaba reformularlos. 




			Sin embargo, en algunos departamentos, especialmente en el sur de Francia, la tradición jurídica era muy diferente, ya que se resumía generalmente en el principio de «ningún señor sin título»: sin prueba escrita, no se podía reconocer la propiedad y, por lo tanto, no se justificaba ningún pago. Las directrices de la Asamblea fueron muy mal recibidas en las regiones con tradición de derecho escrito. En cualquier caso, la mayoría de los títulos de propiedad, cuando existían, eran cuestionables, ya que podían haber sido concedidos por los propios señores o por estructuras jurisdiccionales bajo su control. A la vista de las muchas dudas, se produjeron numerosas revueltas campesinas en contra de los señores, se atacaron castillos y en el mismo verano de 1789 se sucedieron las quemas de títulos que los revolucionarios se encontraban en ellos, lo que contribuyó a aumentar la confusión. 




			La situación se volvió todavía más incontrolable a medida que las tensiones externas empeoraban y contribuían a endurecer el curso de la Revolución. En 1789-1791, la Asamblea Nacional, que se había convertido en constituyente, aprobó una nueva Constitución para el reino de Francia, en forma de monarquía constitucional y censitaria (sólo las personas que pagaban impuestos suficientemente altos tenían derecho a votar), que comenzó tímidamente a aplicarse. Luego, el clima político se hizo cada vez más irrespirable, sobre todo tras la huida del rey a Varennes (en el este de Francia) en junio de 1791. Luis XVI fue acusado, no sin motivos, de pretender unirse a los nobles exiliados y conspirar con las monarquías europeas para sofocar militarmente la Revolución. Cuando la amenaza de guerra parecía inminente, la insurrección de agosto de 1792 condujo a la detención del rey (guillotinado cinco meses más tarde, en enero de 1793) y al establecimiento, en 1792-1795, de una nueva asamblea, la Convención, encargada de redactar una Constitución republicana basada en el sufragio universal (una Constitución que fue aprobada pero que no tuvo tiempo de ser aplicada). La victoria decisiva en la batalla de Valmy en septiembre de 1792 en el este del país marcó el triunfo de la idea republicana y la derrota simbólica del orden trifuncional. Aunque privados de sus líderes naturales, que se habían ido al extranjero, los ejércitos franceses triunfaron sobre la coalición de ejércitos monárquicos, conducidos por toda la nobleza de Europa. Era la prueba viviente de que el pueblo armado podía prescindir de la vieja clase militar y nobiliaria. Goethe, que presenció la batalla desde las colinas, no se equivocó: «Este lugar y este día marcan una nueva era en la historia del mundo». 




			Al mismo tiempo, la aplicación de la ley del 4 de agosto de 1789 sobre la abolición de los privilegios experimentó un giro radical. A partir de 1792, el sentido de la prueba comenzó a invertirse y se pidió cada vez más a los señores que demostraran el origen contractual de sus derechos. El decreto de la Convención de julio de 1793 avanza a pasos agigantados al adoptar el llamado enfoque «lingüístico»: todos los derechos y rentas de la tierra deben ser abolidos inmediatamente, sin compensación, tan pronto como se utilice la terminología directamente relacionada con el antiguo orden feudal para designarlos. 




			Esto se refería no sólo a las corveas y a las banalidades, para las que no se tolerarían más excepciones, sino también a los «censos», los «laudemios» y otras muchas obligaciones similares. El censo era una forma de renta de la tierra debida a un señor que antiguamente estaba vinculada al reconocimiento de una relación de vasallaje (dependencia política y militar). El caso de los laudemios es sin duda el más interesante; por un lado, porque estaba muy extendido, hasta tal punto que el laudemio se había convertido en muchas provincias en el principal modo de remuneración de los terratenientes; y, por otro lado, porque ilustra perfectamente el enredo extremo entre los antiguos derechos soberanos (ilegítimos en manos señoriales, a ojos de los revolucionarios) y los nuevos derechos sobre la propiedad (considerados legítimos). 




			 




			
Los laudemios y la superposición de derechos perpetuos en el Antiguo Régimen 




			 




			En el Antiguo Régimen, el «laudemio» era una especie de derecho de traspaso señorial: el campesino que en el pasado había adquirido un derecho de uso perpetuo sobre la tierra (también llamado «señorío útil») y que deseaba venderlo a otro agricultor tenía que pagar un derecho de traspaso (el laudemio) al señor que poseía el «señorío directo» sobre esas tierras (señorío directo que, a su vez, podía dividirse en un componente «privado» y otro «público», el primero de los cuales incluía los derechos sobre la tierra, y el segundo, los correspondientes derechos jurisdiccionales). En la práctica, el laudemio podía representar una suma considerable, que variaba en función del caso, normalmente entre una doceava parte y la mitad del importe de la venta (lo que equivalía a entre dos y diez años de arrendamiento).56 El origen de este pago estaba generalmente ligado al poder jurisdiccional ejercido por el señor en el territorio en cuestión. Allí impartía justicia, registraba las transacciones, garantizaba la seguridad de los bienes y de las personas, y arbitraba las disputas. Estos servicios tenían como contrapartida el pago de un laudemio cuando se transfería el derecho de uso de la tierra. 




			El laudemio podía ir acompañado o no de otros pagos, ya fueran anuales o en fechas concretas (el término «laudemio» a menudo se refiere a un conjunto de obligaciones y pagos y no a uno sólo). Dado el origen jurisdiccional de este derecho, uno hubiera esperado que el laudemio fuera abolido sin compensación, lo mismo que sucedió con el diezmo eclesiástico y con el señorío público. El hecho es que, en la práctica, el laudemio se había extendido mucho más allá de su uso inicial, de modo que su abolición sin compensación suponía el riesgo, a ojos de los legisladores revolucionarios (o al menos de los más conservadores), de cuestionar el orden social propietarista en su conjunto y de llevar al país al caos. 




			Una de las características de las relaciones de propiedad en el Antiguo Régimen y, en general, en muchas sociedades ternarias antiguas era la superposición de diferentes niveles de derechos perpetuos sobre la misma tierra (o sobre la misma propiedad). Así, una persona podría tener un derecho perpetuo de uso de la tierra (que incluía el derecho a vender este derecho a otros agricultores), mientras que una segunda persona tenía derecho a recibir un pago perpetuo de forma regular (por ejemplo, en forma de una renta anual en efectivo o en especie, dependiendo o no de la cosecha producida), una tercera se beneficiaba de un derecho de traspaso (un laudemio), una cuarta tenía el monopolio del horno o del molino necesario para la explotación del producto agrícola en cuestión (una banalidad), una quinta percibía el pago de una parte de la cosecha con ocasión de fiestas religiosas o de conmemoraciones especiales, etcétera. 




			Cada una de esas personas podría ser un señor, o bien un campesino, un obispado, una orden religiosa o militar, un monasterio, un gremio o un burgués. La Revolución francesa puso fin a este solapamiento de derechos y decidió que el único titular de un derecho perpetuo era el propietario del bien: todos los demás derechos sólo podían ser temporales (por ejemplo, en forma de alquiler o de arrendamiento a plazo fijo), con la excepción, por supuesto, del derecho perpetuo del Estado a recaudar impuestos y a promulgar nuevas normas.57 En lugar de la superposición de derechos perpetuos característica del Antiguo Régimen, enmarcada en los derechos y deberes de los dos estamentos privilegiados, la Revolución se propuso reestructurar la sociedad a partir de dos nuevos actores: el propietario privado y el Estado centralizado. 




			En el caso del laudemio, la solución puesta en marcha por la Revolución fue la creación de un catastro público, institución central y emblemática de la nueva sociedad propietarista, que firmó allí su acta fundacional. El catastro permitió al Estado centralizado y a sus ramificaciones a nivel departamental y comunal (el mapa de departamentos y comunas, de prefecturas y subprefecturas, fue cuidadosamente elaborado y puso fin a los complejos enredos territoriales y legales que caracterizaban al Antiguo Régimen) mantener al día un registro exhaustivo de los legítimos propietarios de cada parcela y cada bosque, de casas y edificios, de almacenes y fábricas, de bienes y propiedades de todo tipo. 




			Así fue como las Asambleas revolucionarias decidieron, con toda naturalidad, trasferir el laudemio al Estado, en el marco del nuevo sistema tributario establecido en 1790-1791. Los «derechos de traspaso» que se crearon entonces consistían en un impuesto proporcional y relativamente elevado sobre las transacciones de tierras y de inmuebles, impuesto que permitía al nuevo propietario registrar su propiedad (para, en caso necesario, hacer valer su derecho) y que ahora se pagaba a las autoridades estatales (excepto una pequeña fracción en concepto de honorarios, pagados al notario encargado de redactar las escrituras). Los derechos de traspaso todavía existen en Francia actualmente, casi de la misma forma que entonces, y representan alrededor de dos años de alquiler, lo que no es insignificante.58 Durante los debates de 1789-1790, no había duda de que el laudemio debía transferirse al Estado (no debía seguir siendo un derecho señorial), junto con la tarea de mantener el catastro y la responsabilidad de proteger la propiedad. Se trata del pilar fundamental del nuevo régimen político propietarista. En la práctica, la dificultad consistía en qué hacer con los antiguos laudemios. ¿Debían ser abolidos sin compensación alguna?, ¿seguían siendo un derecho legítimo (que simplemente habría que adaptar a la nueva terminología jurídica) o había que compensar de alguna forma a sus antiguos beneficiarios? 




			En 1789-1790, la Asamblea se inclinó por la compensación integral de los laudemios. Llegó a fijarse un baremo a este efecto: los laudemios podían ser readquiridos por el campesino (o más generalmente por el titular del derecho de uso de la tierra o del inmueble en cuestión, que no siempre era quien los explotaba, ni mucho menos) por una suma que oscilaba entre un tercio y cinco sextos del importe de la última venta, dependiendo del tipo de laudemio; una cantidad que era considerable.59 Si el montante correspondiente no podía ser satisfecho, entonces el laudemio podía ser reemplazado por un arrendamiento de importe equivalente; por ejemplo, la mitad del alquiler si la recompra del laudemio se había establecido en la mitad del valor de la propiedad (todo esto además del nuevo impuesto de traspaso estatal). De este modo, la Asamblea estaba transformando un verdadero derecho feudal en un derecho de propiedad moderno, de la misma manera que las antiguas corveas ligadas a la servidumbre habían sido transformadas en rentas. 




			En 1793, la Convención decidió romper radicalmente con esta lógica: los laudemios debían ser abolidos sin compensación alguna, de modo que los que cultivaban la tierra se convirtiesen en propietarios de pleno derecho, sin tener que pagar nada ni en forma de capital ni en alquileres. Esta medida refleja más que ninguna otra la ambición de la Convención en materia de redistribución social. Sin embargo, este enfoque no duró mucho (1793-1794). Bajo el Directorio (1795-1799), y aún más bajo el Consulado y el Imperio (1799-1814), los nuevos dirigentes del país retomaron las Constituciones censitarias y optaron por soluciones mucho más conservadoras y propias del inicio de la Revolución.60 Tuvieron grandes dificultades para cancelar las transferencias de propiedad decididas en 1793-1794 (en forma de abolición total de los laudemios), porque los campesinos y otros beneficiarios afectados no tenían la intención de transferir fácilmente sus nuevos derechos. En general, las múltiples idas y vueltas de la jurisprudencia durante el período revolucionario alimentaron una fuerte disputa jurisdiccional que mantuvo ocupados a los tribunales durante gran parte del siglo XIX, particularmente en los casos de las herencias y las trasmisiones. 




			 




			
¿Es posible reorganizar la propiedad sin tener en cuenta sus dimensiones? 




			 




			Entre todas las dificultades a las que se enfrentaron los miembros de la Convención en 1793-1794, la más temible fue que el término «laudemio» se usaba con mucha frecuencia en los contratos de tierras durante el Antiguo Régimen, hasta tal punto que muchos contratos y ventas que tenían por protagonistas a personas sin ningún origen nobiliario o «feudal» utilizaban este término para referirse a cualquier pago previsto a cambio de la puesta a disposición de la tierra, incluso cuando se trataba de un pago similar a un alquiler (pagado generalmente de manera trimestral o anual) y no de un pago puntual relacionado con el traspaso. La palabra «laudemio» se había convertido en muchos casos en sinónimo de arrendamiento de terrenos o de alquiler en general, independientemente de su contenido exacto. 




			Con el enfoque «lingüístico», uno podía encontrarse expropiando pura y simplemente a un propietario plebeyo (no necesariamente demasiado rico) que simplemente había puesto en alquiler una propiedad adquirida pocos años antes de la Revolución (pero que había tenido la mala idea de usar la palabra «laudemio» o «censo» en el contrato), mientras que un auténtico aristócrata podía seguir disfrutando tranquilamente de unos jugosos derechos señoriales adquiridos de manera violenta durante el período feudal (siempre que el vocabulario utilizado en sus relaciones con los campesinos se refiriera a «rentas» o «alquileres», y no a «laudemios» o «censos»). Frente a injusticias tan evidentes, los comités y los tribunales tuvieron que dar marcha atrás a menudo, sin que nadie supiera realmente qué nuevo principio había que aplicar. 




			Echando la vista atrás, es posible plantearse si hubiera sido posible adoptar otras soluciones que permitiesen superar los escollos encontrados tanto por el enfoque «histórico» como por el «lingüístico». En concreto, ¿era realmente posible definir las condiciones de una propiedad justa sin tener en cuenta la desigualdad (es decir, sin tener en cuenta el valor de los bienes y el tamaño de los patrimonios en cuestión)? Para reconstruir el régimen de propiedad sobre una base que fuese aceptable para el mayor número de personas, probablemente habría sido preferible tratar de manera diferente a las pequeñas propiedades (por ejemplo, las parcelas que corresponden a una explotación familiar) y a los grandes terratenientes (por ejemplo, las tierras que acogen cientos o miles de explotaciones familiares), independientemente del lenguaje utilizado en cada caso para designar la remuneración en cuestión (laudemios, rentas, alquileres, etc.), al menos en alguna medida. La búsqueda de los orígenes no siempre es buena consejera en materia de justicia patrimonial y, aunque a menudo es inevitable, se hace difícil no reflexionar sobre el volumen de los patrimonios en juego y su importancia en la vida social. La tarea no es sencilla, pero ¿es posible hacerlo de otra manera? 




			En las Asambleas revolucionarias se debatieron diversas formas de impuestos progresivos sobre la renta y el patrimonio, particularmente en el marco de las múltiples tentativas para establecer un «impuesto nacional de sucesiones» cuyo tipo variaría según el importe de la herencia. Por ejemplo, en el proyecto difundido en el otoño de 1792 por el sieur Lacoste,61 al frente de la administración financiera del Estado, el tipo impositivo aplicado a las transmisiones más modestas era inferior al 5 por ciento, mientras que el aplicado a los patrimonios más importantes superaba el 65 por ciento (incluso entre padres e hijos).62 En las décadas anteriores a la Revolución se habían planteado ambiciosos proyectos fiscales progresivos, como el publicado en 1767 por Louis Graslin, recaudador de impuestos y urbanista de Nantes, que planteaba un aumento progresivo del tipo impositivo desde el 5 por ciento para las rentas más bajas hasta el 75 por ciento para las más altas (véase la tabla 3.1).63 Es cierto que los tipos impositivos más elevados que se plantean en estos proyectos sólo se aplicaban a patrimonios y rentas extremadamente elevadas (más de mil veces la media de la época). No debe resultar extraño, dadas las disparidades extremas de la sociedad francesa a finales del siglo XVIII. La aplicación prolongada de estas escalas, en el marco del Estado de derecho y de los procedimientos legales y parlamentarios, habría permitido transformar radicalmente esta realidad. En todo caso, las escalas propuestas alcanzaban niveles sustanciales, con tipos de alrededor del 20 por ciento o 30 por ciento (que ya eran considerables, especialmente en el caso del impuesto de sucesiones), para niveles de riqueza y de renta en torno a 10 o 20 veces el promedio, muy por debajo de los niveles asociados con la gran nobleza y la alta burguesía de la época. Esto demuestra que sus autores tenían una visión relativamente ambiciosa de la reforma fiscal y de la importancia de la redistribución que, para alcanzar una dimensión relevante, no podía limitarse a la pequeña minoría ultra privilegiada. 




			 




			Tabla 3.1 Algunas propuestas de impuestos progresivos   en Francia en el siglo XVIII 




			 






  

    	
Graslin: impuesto progresivo sobre la renta  


      (Essai analytique sur la richesse et l’impôt, 1767) 



    	
Lacoste: impuesto progresivo sobre sucesiones  


(Du droit national d’hérédité, 1792) 



  


  

    	Múltiplo de la renta  media 


    	Tipo impositivo  efectivo 


    	Múltiplo del  patrimonio medio 


    	Tipo impositivo  efectivo 


  


  

    	0,5  


    	5 %  


    	0,3  


    	6 % 


  


  

    	20  


    	15 %  


    	8  


    	14 % 


  


  

    	200  


    	50 %  


    	500  


    	40 % 


  


  

    	1.300  


    	75 %  


    	1.500  


    	67 % 


  







			 




			INTERPRETACIÓN: En el proyecto de impuesto progresivo sobre la renta de Graslin de 1767, el tipo impositivo efectivo aumentaba gradualmente desde el 5 por ciento, para una renta anual de 150 libras tornesas (aproximadamente la mitad de la renta media por adulto de la época), hasta el 75 por ciento, para una renta de 400.000 libras tornesas (aproximadamente 1.300 veces la renta media). Una progresividad similar puede observarse en el proyecto del impuesto de sucesiones progresivo presentado por Lacoste en 1792. 




			 




			FUENTE: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. 




			 




			Pese a todo, nada tangible en términos de impuestos progresivos fue finalmente adoptado durante el período revolucionario. En 1793-1794, las misiones de la Convención enviadas a varios departamentos intentaron tímidamente poner en marcha algunos impuestos progresivos en el ámbito local. También se adoptaron medidas financieras de emergencia con carácter progresivo para financiar la guerra, en particular en el marco del préstamo forzoso de septiembre de 1793 (que alcanzó el 25 por ciento en el caso de las rentas de 3.000 libras tornesas —aproximadamente diez veces la renta media de la época— y el 70 por ciento en el caso de las rentas superiores a 15.000 libras tornesas —50 veces la renta media—, al mismo tiempo que se eximía a las rentas inferiores a tres veces la renta media).64 El hecho central es que los distintos impuestos y contribuciones que componen el nuevo sistema fiscal creado durante la Revolución francesa a partir de 1790-1791 adoptaron en general la forma de impuestos estrictamente proporcionales; es decir, con un mismo tipo impositivo, moderado, para todos los niveles de renta o de patrimonio, ya fueran minúsculos o gigantescos. Cabe señalar también que no se formuló explícitamente ningún proyecto de reforma agraria comparable a las propuestas fiscales de Lacoste o Graslin en relación con la redistribución general de la propiedad y, en particular, de las explotaciones agrícolas. 




			Veremos más adelante que este sistema legal y fiscal, que sin duda favoreció la acumulación de riqueza durante la Revolución, explica en gran medida la creciente concentración de la propiedad en Francia durante el siglo XIX. Las escalas fiscales verdaderamente progresivas sobre la renta y la riqueza no se desarrollaron, en Francia y en el resto del mundo, hasta las crisis de principios del siglo XX. Lo mismo ocurre con los intentos de reforma agraria, que perseguían un objetivo explícitamente redistributivo, con transferencias de propiedad que dependían directamente del tamaño de las parcelas. Estos mecanismos nunca llegaron a aplicarse en Francia durante el período revolucionario. Será necesario esperar hasta finales del siglo XIX y principios del siglo XX para ver su aparición, en un contexto muy diferente. 




			Durante la Revolución francesa, incluyendo el período más ambicioso en términos de redistribución, 1793-1794, los debates sobre la propiedad estuvieron centrados en la cuestión de las corveas, las banalidades, los laudemios y las recompras de derechos. La abolición de los «privilegios» se trató, sucesivamente, desde una óptica «histórica» y posteriormente «lingüística», lo que dio lugar a debates complejos y fascinantes, pero sin que las desigualdades patrimoniales se abordaran de manera explícita y coherente. Probablemente podría haber sido diferente. Pero el hecho es que se tomó el camino que se tomó, y se hizo por razones que interesa comprender un poco mejor. 




			 




			
Conocimiento, poder y emancipación: la transformación de las sociedades ternarias 




			 




			La Revolución francesa puede ser vista como una experiencia de transformación acelerada de una antigua sociedad ternaria. En su centro se encuentra un proyecto de «grande démarcation» entre las nuevas y las viejas formas de poder y de propiedad. Se trataba de separar nítidamente las funciones soberanas (monopolio del Estado centralizado) y el derecho a la propiedad (prerrogativa del individuo privado), mientras que la sociedad trifuncional estaba basaba en la interrelación de ambos ámbitos. Hasta cierto punto, la «grande démarcation» fue un éxito en tanto que contribuyó efectivamente a la transformación duradera de la sociedad francesa y, en cierta medida, de las sociedades europeas de su entorno. Fue, además, el primer intento histórico de crear un orden social y político basado en la igualdad de derechos, independientemente de los orígenes sociales de cada individuo. Todo ello en una comunidad humana de gran tamaño para la época, que se había organizado durante siglos en torno a fuertes desigualdades estamentales y geográficas. Este ambicioso proyecto de «grande démarcation» se enfrentó a muchas dificultades. A pesar de todas sus limitaciones e injusticias, la vieja sociedad trifuncional tenía su propia coherencia, y las soluciones propuestas por el nuevo régimen propietarista para reorganizar la sociedad venían acompañadas de múltiples contradicciones: el papel social de la Iglesia fue suprimido sin crear un Estado social, los límites de la propiedad privada se definieron sin abrirse el acceso a ella, y así sucesivamente. 




			En concreto, sobre la cuestión clave de la desigualdad de la propiedad, el fracaso de la Revolución francesa es evidente. Aunque se produjo una renovación de las élites durante el siglo XIX (proceso que ya estaba en marcha en los siglos anteriores, aunque faltan herramientas para conocer con precisión su escala en función de los períodos), lo cierto es que la concentración de la propiedad se mantuvo en niveles extremadamente altos entre 1789 y 1914 (incluso con una marcada tendencia al alza en el siglo XIX y a principios del XX, como se verá en el capítulo siguiente). Finalmente, los acontecimientos revolucionarios apenas tuvieron impacto sobre la concentración de la propiedad. Este relativo fracaso puede explicarse por la complejidad y la novedad de los desafíos, pero también por la aceleración del tiempo político. Algunas ideas estaban maduras, pero no tuvieron tiempo de ser llevadas a la práctica. Los acontecimientos dictaron su ley a los legisladores revolucionarios y a los nuevos poderes, mucho más que el conocimiento acumulado en el pasado. 




			De la experiencia de la Revolución francesa se puede extraer una lección general que volveremos a encontrar más adelante en este libro: el cambio histórico se deriva de la interacción entre la lógica de los eventos políticos de corto plazo y las lógicas políticas e ideológicas de largo plazo. La evolución de las ideas no significa nada mientras no conduzca a ensayos institucionales y a demostraciones prácticas, que deben superar el fragor de los acontecimientos, las luchas sociales, las insurrecciones y las crisis. Por otro lado, los acontecimientos y sus actores a menudo no tienen otra opción que recurrir al repertorio de ideologías políticas y económicas desarrolladas en el pasado. A veces pueden inventar nuevas herramientas sobre la marcha, pero esto requiere tiempo y una capacidad de experimentación que generalmente faltan. 




			Es interesante constatar que los debates sobre los orígenes más o menos legítimos de las propiedades de la nobleza y de los derechos señoriales ya habían tenido lugar, en cierta medida, en siglos anteriores. El problema es que estos debates se habían limitado a menudo a consideraciones históricas generales y no ofrecían soluciones verdaderamente operativas a las cuestiones concretas que iban a plantearse en el fragor de los acontecimientos. Así, desde finales del siglo XVI y principios del XVII, juristas como Dumoulin, Bodin y Loyseau habían estigmatizado la forma en que los señores —a veces resultantes de olas de invasión muy antiguas, en particular, francos, hunos y normandos, entre los siglos V y XI— habían abusado de la debilidad de la Corona durante siglos para hacerse con derechos a todas luces excesivos. Por otra parte, los defensores de las tesis señoriales, como Boulainvilliers y Montesquieu en el siglo XVIII, insistían en el hecho de que los francos habían aprovechado ciertamente su posición de fuerza inicial, pero que desde entonces habían adquirido una nueva legitimidad protegiendo a las poblaciones durante muchos siglos, particularmente contra los normandos y los húngaros. El problema es que tales consideraciones históricas y militares, por reveladoras que fueran sobre la cuestión de la legitimidad bélica de la clase noble, así como el uso de este tipo de argumentación en pleno siglo XVIII, no permitían definir con precisión las condiciones para reordenar el justo acceso a la propiedad. 




			Básicamente, los debates de los siglos anteriores habían estado centrados en la cuestión de los papeles respectivos del Estado centralizado y de las élites locales. Tanto Boulainvilliers como Montesquieu habían defendido el mantenimiento de los señoríos públicos y la venalidad de los cargos u oficios de corte (que fueron abolidos durante la Revolución, la mayoría de las veces con una compensación económica) en nombre de la separación de poderes y de la limitación del poder real. El libro de Montesquieu De l’esprit des lois (Del espíritu de las leyes), publicado en 1748, se convirtió posteriormente en uno de los textos de referencia sobre la separación de poderes. A menudo se olvida que, para Montesquieu, que había heredado el lucrativo cargo de presidente del Parlamento de Burdeos, no era suficiente con separar los poderes ejecutivo, legislativo y judicial. También era necesario mantener los tribunales señoriales locales, así como la venalidad de los cargos u oficios de los Parlamentos provinciales, para evitar que el Estado central acaparase demasiado poder. De otro modo, el monarca se convertiría en un déspota, como según él era el caso del sultán turco (las referencias negativas hacia Oriente son tan naturales en Sieyès, crítico con los privilegios nobiliarios, como en Montesquieu, defensor de los mismos). La Revolución zanjó el debate en sentido opuesto: el poder de hacer justicia fue transferido desde la antigua clase señorial al Estado centralizado y se puso fin a la venalidad de los cargos u oficios de corte, en ambos casos en contra de la opinión de autores como Boulainvilliers y Montesquieu.65 




			Es fácil estigmatizar las posiciones conservadoras de los defensores de los privilegios jurisdiccionales señoriales y de la venalidad de las funciones judiciales y administrativas. Con más de dos siglos de perspectiva, quizá ya en el siglo XVIII para los más perspicaces, resulta obvio que la justicia puede ser más satisfactoria e imparcial en el marco de un servicio público universal organizado por un Estado centralizado que en el de los tribunales señoriales. En general, hoy día parece relativamente claro que un Estado bien organizado es capaz de garantizar los derechos fundamentales y las libertades individuales de una manera más convincente que un sistema trifuncional basado en el poder de las élites locales y en los privilegios estamentales de la nobleza y el clero. El campesino francés fue probablemente más libre en los siglos XIX y XX que en el XVIII, aunque sólo fuera porque ya no estaba sujeto al arbitrio de una jurisdicción señorial. 




			Es importante señalar, sin embargo, que la cuestión sobre la confianza en el Estado centralizado que subyace a estos debates fundamentales es muy compleja. No es fácil de zanjar sin antes haber puesto a prueba a los nuevos poderes estatales en la práctica. La confianza en la capacidad del Estado para impartir justicia de forma imparcial y equitativa en un territorio extenso, para garantizar la seguridad, para recaudar impuestos y para organizar los servicios públicos soberanos, educativos y sanitarios, y todo ello de forma más justa y eficiente que con los antiguos estamentos privilegiados, no es algo que pueda decretarse desde lo alto de una cátedra; debe demostrarse histórica y prácticamente. En esencia, tanto los temores de Montesquieu respecto al Estado despótico como su defensa de los tribunales locales no son muy diferentes de otras actitudes de desconfianza observadas a principios del siglo XXI contra diversas formas de poder estatal transnacional. 




			Así, por ejemplo, muchos defensores de la competencia entre jurisdicciones nacionales, incluso cuando algunas de sus jurisdicciones se comportan como paraísos fiscales y como reguladores singularmente opacos (especialmente ventajosos para los más pudientes), justifican su posición citando los riesgos para las libertades individuales que se derivarían de una excesiva centralización de la información y de las distintas jurisdicciones dentro del mismo poder estatal. Estas posiciones se utilizan a menudo para ocultar la defensa de intereses individuales bien identificados, como en el caso de Montesquieu. Sin embargo, la plausibilidad (al menos parcial) del argumento refuerza su eficacia política, de manera que sólo un experimento histórico exitoso puede cambiar radicalmente las relaciones de poder políticas e ideológicas en este tipo de cuestiones. 




			 




			
La Revolución, el Estado centralizado y el aprendizaje de la justicia 




			 




			En síntesis, la cuestión central decidida durante la Revolución francesa fue la de los poderes soberanos y el Estado centralizado, y no la de la propiedad justa. El principal objetivo era transferir los poderes soberanos de las élites nobiliarias y clericales locales al Estado central, no organizar una vasta redistribución de la propiedad. Sin embargo, pronto se hizo evidente que no era fácil separar los dos objetivos de forma tan estricta. En particular, la consigna proclamada en la noche del 4 de agosto, la abolición de los «privilegios», abría todo un abanico de interpretaciones posibles. 




			No es difícil imaginar una evolución de los acontecimientos distinta, que hubiera llevado a la abolición de los «privilegios» de manera mucho más igualitaria. Sería demasiado fácil concluir que «las mentes no estaban preparadas» para una fiscalidad progresiva o para una reforma agraria redistributiva a finales del siglo XVIII o principios del XIX; que tales innovaciones institucionales tenían que esperar «necesariamente» otro siglo, hasta las crisis de principios del siglo XX. Con la perspectiva que da el tiempo, resulta tentador apoyarse en lecturas deterministas de los acontecimientos históricos y, en este caso, concluir que la Revolución francesa, burguesa de principio a fin, no podía llevar a nada más que al surgimiento de una sociedad propietarista sin ninguna verdadera intención de reducir la desigualdad. Aunque es cierto que la transformación de los derechos de propiedad, garantizados por el Estado centralizado, era un asunto complejo que muchos legisladores revolucionarios consideraban como el objetivo central y casi único de la Revolución, es reductor limitar la complejidad de los debates revolucionarios únicamente a ese punto. Si nos fijamos en el curso de los acontecimientos y en las propuestas formuladas por unos y otros, es evidente que la idea misma de abolir los «privilegios» podría haber dado lugar a diferentes interpretaciones y a otro tipo de legislación. El hecho es que finalmente se hizo a través de los enfoques «histórico» y «lingüístico» que, además, estuvieron sujetos a circunstancias más o menos contingentes. 




			Más allá de los intereses de cada una de las partes, que nunca deben olvidarse, estaban en juego también y sobre todo conflictos intelectuales y cognitivos. Nadie tenía (nadie tiene hoy) soluciones listas y perfectamente convincentes para definir los «privilegios», las modalidades de su abolición y, sobre todo, las formas de regulación de la propiedad en una nueva sociedad. Todos tenían experiencias e ideas que aportar. Toda la sociedad estaba involucrada en un amplio proceso de aprendizaje colectivo y contradictorio. Todos sentían, por ejemplo, que las corveas, las banalidades o los laudemios eran cosa del pasado y, al mismo tiempo, muchos temían que su eliminación sin compensaciones llevara a un cuestionamiento general de los arrendamientos y del reparto de la propiedad. Nadie sabía muy bien dónde podría terminar el proceso, de ahí la tentación de mantener esos antiguos derechos de una forma u otra. Se trata de una posición comprensible, pero muy conservadora, que fue objeto de críticas violentas por parte de quienes no la compartían. La dimensión irremediablemente conflictiva e incierta de estos acontecimientos difícilmente puede ser eludida. 




			Varios estudios recientes han puesto en evidencia que el debate en torno a la desigualdad y a la propiedad agitaba la Europa de la Ilustración, contrariamente a lo que podría sugerir una visión uniforme y construida a posteriori. Para Jonathan Israel, es posible distinguir varios grupos de autores con posturas enfrentadas, especialmente evidente en el caso de los ilustrados «radicales» (Diderot, Condorcet, Holbach, Paine) y los «moderados» (Voltaire, Montesquieu, Turgot, Smith). Los radicales generalmente apoyaron la idea de una sola Asamblea, en lugar de Cámaras separadas para los diferentes estamentos, así como el fin de los privilegios de la nobleza y el clero, con alguna forma de redistribución de la propiedad, y una mayor igualdad entre clases, sexos y razas. Los moderados (que también podrían calificarse de «conservadores») tendían a desconfiar de las Asambleas únicas y de la abolición radical de los derechos de los terratenientes, ya fueran señores o negreros, así como a mostrar una mayor fe en el progreso natural. Fuera de Francia, uno de los representantes más conocidos de la corriente «moderada» fue Adam Smith, incondicional de la «mano invisible» del mercado, una institución cuyo principal mérito, según esta escuela, era precisamente permitir el progreso humano sin rupturas violentas, sin perturbar las viejas instituciones políticas.66 




			Cuando se examinan de cerca las posiciones defendidas por cada grupo sobre la desigualdad y la propiedad, las diferencias no siempre son tan claras. Muchos de los radicales tenían tendencia a apoyar sus argumentaciones en las «fuerzas naturales». Valga de muestra, por ejemplo, este pasaje particularmente optimista y muy representativo del radical Condorcet en su Esquisse d’un tableau historique des progrès de l’esprit humain (Bosquejo de un cuadro histórico de los progresos del espíritu humano), escrito en 1794: «Es fácil demostrar que la distribución de la riqueza tiende a la igualdad de manera natural y que su desproporción excesiva, o bien no puede existir, o bien está condenada a desaparecer rápidamente, siempre y cuando las leyes civiles no establezcan medios artificiales para perpetuarla y concentrarla, y siempre y cuando la libertad de comercio e industria elimine la ventaja que cualquier ley prohibitiva, cualquier ley fiscal, da a la riqueza adquirida».67 En otras palabras, basta con eliminar los privilegios y los impuestos y establecer la igualdad de acceso a las diferentes profesiones y al derecho a la propiedad para que las viejas desigualdades desaparezcan rápidamente. El hecho de que, a principios del siglo XX, en vísperas de la primera guerra mundial, más de un siglo después de la abolición de los «privilegios», la concentración de la riqueza en Francia fuera aún mayor que durante la Revolución muestra, lamentablemente, lo desacertado de esta visión optimista. Aunque es cierto que Condorcet había propuesto en 1792 la introducción de una forma de progresividad fiscal, fue una medida relativamente modesta (con un tipo máximo inferior al 5 por ciento para las rentas más altas). En realidad, la propuesta de Condorcet era mucho más limitada que las defendidas por autores menos conocidos como Lacoste o Graslin que, más que filósofos o científicos, eran profesionales de la fiscalidad y la administración pública, lo que no les impedía ser audaces e imaginativos en la formulación de sus propuestas, más bien al contrario.68 Los actores más subversivos no siempre son los que creemos. 




			Esto no significa que no existieran propuestas concretas, formuladas de manera explícita, por parte de los representantes más emblemáticos de la Ilustración, que el curso de los acontecimientos revolucionarios bien podría haber hecho que evolucionasen de otro modo, particularmente si las tensiones militares y políticas de 1792-1795 hubieran sido menos extremas y si se hubieran dado a los legisladores revolucionarios un poco más de tiempo para experimentar en condiciones reales con medidas concretas de redistribución de la renta y de reducción de las desigualdades en materia de propiedad. Pensemos, por ejemplo, en las famosas propuestas de Justice agraire escritas en 1795 por el revolucionario angloamericano Thomas Paine dirigidas a parlamentarios franceses, que consistían en gravar las herencias hasta en un 10 por ciento y que estaban destinadas a financiar un ambicioso sistema de renta universal, extremadamente precursor para la época.69 Es cierto que un tipo impositivo del 10 por ciento era relativamente moderado en comparación con las escalas altamente progresivas aplicadas durante el siglo XX (Paine era partidario de una tributación casi proporcional, frente a muchas otras propuestas tributarias altamente progresivas que habían sido discutidas en años anteriores). Sin embargo, era mucho más elevado que el modesto tipo del 1 por ciento que finalmente se aplicó a las herencias en línea directa en Francia durante el siglo XIX, como parte del sistema impositivo introducido por la Revolución francesa. 




			La celeridad de los cambios políticos y legislativos experimentados sobre estas cuestiones a principios del siglo XX, especialmente al final de la primera guerra mundial en Europa y en Norteamérica, junto con la rapidez con la que evolucionó la postura de la opinión pública sobre la fiscalidad progresiva de la renta y las herencias (un baremo impositivo que se consideraba totalmente impensable poco tiempo antes se volvió perfectamente aceptable tan sólo unos años más tarde) sugiere que las cosas podrían haber evolucionado muy rápidamente si se hubieran podido poner a prueba, y sin sobresaltos (en la medida de lo posible), propuestas concretas como las que preconizaron Condorcet o Paine en la década de 1790, siempre en el marco del Estado de derecho y de los procedimientos parlamentarios. No había motivos insalvables para que la reacción conservadora y luego napoleónica se impusiera tan rápidamente, entre 1795 y 1799, con el retorno del sufragio censitario y, poco después, de la esclavitud y de la emigración, a través de la creación de la nueva nobleza del Imperio. No se trata de reescribir la historia, sino de insistir en la importancia que la lógica de los acontecimientos y de los experimentos históricos concretos tuvo en la ruptura política e ideológica en torno a la cuestión de la propiedad y las desigualdades. En lugar de insistir en las interpretaciones deterministas, resulta más interesante ver en estos acontecimientos una encrucijada de ideas y posibles opciones.70 




			 




			
La ideología propietarista, entre emancipación y sacralidad 




			 




			La Revolución francesa estuvo acompaña de una tensión que volveremos a encontrar con frecuencia más adelante: la ideología propietarista tiene una dimensión emancipatoria que es real y que no debe olvidarse nunca y, al mismo tiempo, lleva consigo una tendencia real a la casi sacralización de los derechos de propiedad establecidos en el pasado, cualquiera que sea su escala y su origen, cuyas consecuencias desigualitarias y autoritarias pueden ser notables. 




			La ideología propietarista está basada en una promesa de estabilidad social y política, pero también de emancipación individual, a través del derecho a la propiedad, supuestamente al alcance de todos (o al menos de todos los adultos de sexo masculino, porque las sociedades propietaristas del siglo XIX y principios del siglo XX son violentamente patriarcales), con toda la fuerza y la sistematicidad que le proporciona un sistema jurídico centralizado y moderno. En principio, este derecho tiene por lo menos el mérito de aplicarse con independencia del origen social y familiar de cada uno y bajo la protección equitativa del Estado. En comparación con las sociedades trifuncionales, que estaban basadas en disparidades estamentales relativamente rígidas entre el clero, la nobleza y el pueblo llano, así como en una promesa de complementariedad funcional, de equilibrio y de alianza entre clases, las sociedades propietaristas pretenden basarse en la igualdad de derechos. Se trata de sociedades en las que se han abolido los «privilegios» del clero y la nobleza o, al menos, en las que su alcance ha disminuido de manera considerable. Toda persona tiene derecho a disfrutar de sus bienes con seguridad, al abrigo de la arbitrariedad del rey, del señor o del obispo, a beneficiarse de un sistema jurídico y fiscal que trate a todos por igual, con arreglo a normas estables y previsibles, en el marco del Estado de derecho. Esto supone un incentivo para que cada uno saque el máximo provecho a su propiedad, gracias a los conocimientos y al talento de que disponga. Supuestamente, el uso eficiente de las capacidades de cada uno conduce de manera natural a la prosperidad colectiva y a la armonía social. 




			Esta promesa de igualdad y armonía se expresa sin ambigüedad en las declaraciones solemnes que caracterizan las revoluciones «atlánticas» de finales del siglo XVIII. La Declaración de Independencia de Estados Unidos, adoptada en Filadelfia el 4 de julio de 1776, comienza con una sentencia absolutamente clara: «Sostenemos como evidentes estas verdades: que todos los hombres son creados iguales; que son dotados por su Creador de ciertos derechos inalienables; que entre éstos están la vida, la libertad y la búsqueda de la felicidad». La realidad es más compleja, sin embargo, visto que el redactor de la declaración, Thomas Jefferson, que poseía unos 200 esclavos en Virginia, olvida mencionar su existencia, así como el hecho de que obviamente seguirán siendo un poco menos iguales que sus dueños. En todo caso, esa Declaración de 1776 supone para el colono blanco estadounidense una afirmación de igualdad y libertad frente al poder arbitrario del rey de Inglaterra y de los privilegios estamentales de la Cámara de los Lores y de la Cámara de los Comunes. Se conminaba a estas asambleas de privilegiados a dejar tranquilos a los colonos, a no someterles a impuestos indebidos y a dejar de interferir sin razón en su búsqueda de la felicidad, así como en la conducción de sus negocios, sus propiedades y sus desigualdades. 
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